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 Analizar  los medios internacionales de protección de los derechos humanos  
en relación con el procedimiento contencioso llevado a cabo ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, tomando en consideración la debida 
aplicación de las garantías judiciales y el derecho a la protección judicial. 
Específicos: 
 Estudiar el desarrollo evolutivo que han experimentado los derechos 
humanos para comprender con mayor facilidad los sistemas de protección 
de estos derechos en la actualidad. 
 Analizar la organización, función y competencia de los órganos 
pertenecientes a los sistemas de protección universal y regional de los 
derechos humanos. 
 Comprender la competencia, organización y función que desarrolla la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, partiendo del aspecto normativo que 
regula su ámbito jurídico de aplicación. 
 Investigar los instrumentos jurídicos interamericanos con el fin de 
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Con la realización de esta compilación jurídica en materia de derechos 
humanos se analizaron varios aspectos, entre ellos, el desarrollo de estos 
derechos en el marco del derecho Internacional y para ser más precisos en 
torno al Sistema Interamericano de Derechos Humanos en el que se analizó la 
competencia de la Corte Interamericana y el procedimiento que se desarrolla 
ante ésta. 
 
En un principio, se consideró imprescindible abordar lo relativo al desarrollo 
histórico que han  experimentado los derechos humanos a nivel internacional, a 
partir de su constante expansión, para que se comprendiese con mayor 
facilidad el alcance que estos poseen en la actualidad. 
 
Asimismo, fue necesario conocer el ámbito de protección universal y regional 
de los derechos humanos, en virtud de que profundizamos en el aprendizaje de 
los mecanismos que aseguran el efectivo cumplimiento de estos derechos. 
 
De igual forma, fue muy oportuno hacer un análisis en torno a los organismos 
pertenecientes a cada sistema y adquirir conocimientos acerca de la estructura 
de cada uno de ellos para conocer sus funciones dentro del ámbito en que se 
encuentren. 
 
Una vez que se analizó sobre tales sistemas, se hizo necesario profundizar en 
lo pertinente a nuestro tema central, este es, el Sistema Interamericano de 
derechos humanos, en el cual, se han ejercitado una serie de cambios 
estructurales en cuanto a su funcionamiento. 
 
A través del estudio del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
comprendimos diversos aspectos tanto procesales como institucionales, es 
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Interamericana, el debido respeto a las garantías judiciales y la protección 
judicial consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos a 
partir del estudio práctico de casos contenciosos y opiniones consultivas, en las 
cuales la Corte ha tenido la oportunidad de pronunciarse. 
 
Partiendo de lo anterior, de forma estructural inicialmente se abordó en el 
primer capítulo los antecedentes generales del ámbito de protección 
internacional de los derechos humanos, capítulo en el que se hizo un estudio 
de la evolución histórica de tales derechos en el marco internacional. 
 
En el segundo capítulo, se desarrolló el tema de los medios de protección 
internacional de los derechos humanos, dentro del cual, se tomaron en 
consideración los sistemas existentes, tanto en el ámbito universal como 
regional. 
 
Posteriormente,  el tercer capítulo del presente trabajo monográfico, se refirió a 
la competencia contenciosa de la Corte Interamericana, contenido esencial 
para el desarrollo de esta investigación. 
 
Finalmente el cuarto capítulo se basó en el debido proceso en el marco de la 
aplicación del artículo 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, en el cual, se analizó desde un 
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ANTECEDENTES DEL ÁMBITO DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE 
LOS DERECHOS HUMANOS 
 
El contenido del presente capítulo nos sitúa en la evolución histórica que se ha 
venido desarrollando en torno al tema de los Derechos Humanos y la constante 
expansión que estos han experimentado. Asimismo, se abordan los principales 
instrumentos internacionales que dieron origen a estos derechos, lo que 
vinculamos a las teorías dogmáticas que abordan los estudios de clasificación de 
estos derechos, sus definiciones y características, enmarcadas en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. 
1.1. ANTECEDENTES GENERALES DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 
Sagastume (1987) afirma que: “Los derechos humanos nacen con la humanidad 
misma, siempre se han encontrado presentes en la historia del ser humano, estos 
derechos han evolucionado de acuerdo a cada época” (p. 6).Los derechos 
humanos son la herencia histórica que le pertenece a cada persona humana y a 
cada pueblo. El reconocimiento de los derechos humanos en declaraciones de 
orden político y jurídico se ha producido a través de un largo proceso en que el ser 
humanos ha tenido que luchar duramente por ese reconocimiento jurídico. No se 
ha dado como una concesión por parte de los Estados. 
Estos atributos le pertenecen por su propia naturaleza. Son inherentes e 
inseparables de su propio ser. Durante los primeros milenios de la humanidad no 
se percibían estos derechos claramente, en la forma en que se reconocieron desde 
el advenimiento del cristianismo y en los términos con que se expresaron algunos 
filósofos del siglo XVII y con que se proclamaron en el XVIII, en las primeras 
declaraciones sobre la materia. Esta lenta y progresiva trayectoria del 
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humanos constituye un impresionante testimonio del progreso de la conciencia 
moral de la humanidad. 
El mismo autor citado anteriormente expresa que: 
Cada una de estas etapas o generaciones corresponden o constituyen, en 
cierta forma, la realización de valores o principios como los consagrados 
por la Revolución Francesa de 1789: libertad, igualdad y fraternidad. 
Correlativamente a estos valores, en un primer momento se habló de la 
existencia de tres generaciones; actualmente, se puede señalar hasta 
cuatro generaciones, correspondiendo esta última a la realización de la 
unidad en la diversidad (p. 48). 
La primera generación de derechos, fundamentados en la libertad, comprende a los 
derechos civiles y políticos. Éstos surgen ante la necesidad de oponerse a los 
excesos de la autoridad. Se proclamaron para limitar las competencias o 
atribuciones del Estado y se instituyeron como garantías a la libertad. Figuran como 
derechos fundamentales de carácter individual en la Declaración de Independencia 
de los Estados Unidos en 1776 y en la Declaración Universal de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano de 1789, derechos que luego pasaron a formar parte de 
las constituciones de los Estados.  
Alzamora  (1977) precisa que: 
Son los derechos llamados libertades el Derecho a la vida, a la integridad y 
libertad físicas. Los derechos civiles se caracterizan porque: no hay 
discriminación por sexo, raza, color, religión, idioma u origen. En los derechos 
Políticos existe la libertad de pensamiento y expresión.(p.  32) 
La segunda generación de derechos se funda en la igualdad. Son los derechos 
económicos, sociales y culturales. En esta categoría se comprenden derechos tales 
como: los derechos a la alimentación, habitación, vestido, salud, trabajo, 
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Los derechos de segunda generación, se caracterizan por el deber  del Estado de 
asumir un papel activo; pues, tiene la obligación de crear las condiciones 
necesarias para la satisfacción de las necesidades económicas, sociales y 
culturales de todas las personas por igual. Son derechos de carácter colectivo. 
Por su parte, los derechos humanos de tercera generación,  conciben a la vida 
humana en comunidad. Comprenden el derecho a la paz, el derecho al desarrollo, 
derecho a un medio ambiente sano, derecho de propiedad sobre el patrimonio 
común de la humanidad.  
La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, emitida luego de  la 
Segunda Guerra Mundial, de alguna manera, recoge las pretensiones contenidas 
en los derechos humanos de tercera generación. 
La cuarta generación de derechos humanos comprende el derecho a la plena y 
total integración de la familia humana. Igualdad de derechos sin distingos de 
nacionalidad, comprende el derecho a formar un Estado y Derecho 
supranacionales. 
En su proceso evolutivo los derechos humanos pueden visualizarse a través de 
distintas etapas, entre las cuales, destacamos: El Proceso de positivización y 
Proceso de internacionalización. 
1.1.1. La experiencia histórica de la positivización, los derechos humanos 
en expansión, incorporados a la ley positiva y dotada de protección 
internacional 
El proceso de positivización es aquel en virtud del cual los derechos del hombre, al 
margen de la discusión filosófica acerca de si son derechos naturales, morales, 
históricos o pragmáticos, se han ido  incorporando progresivamente al derecho 
positivo interno de los estados, especialmente a través de las constituciones de 
estos.  
El tránsito de los derechos humanos hacia los derechos fundamentales es lo que 
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Estados están obligados a reconocer mediante los textos constitucionales su 
plena vigencia. Bien ha recordado Gregorio Peces-Barba (1987), citado por 
Palomino Manchego (1994), que: “se presenta la positivización cuando los 
derechos humanos se convierten en fundamentales, lo cual se expresa en las 
cartas constitucionales”. (Pág. 28). 
Como tal, el sistema de positivización significa demostrar que el ser humano tiene 
derechos constitucionales, que se han acuñado en una Constitución, o en normas 
con rango constitucional, más en concreto en la parte dogmática. Ya no desde el 
punto de vista  supranacional, sino que ahora la positivización viene a constituir el 
reconocimiento y la obligación de cada uno de los Estados. 
De igual forma no hay unidad conceptual sobre el valor jurídico de la normativa 
internacional, como dirá Borowski (2003): “Los derechos fundamentales 
internacionales son derechos que han sido consagrados en los pactos y 
convenciones internacionales para proteger los derechos humanos”. (p. 33)  Estos 
derechos constituyen el intento de transformar los derechos humanos en derecho 
positivo, sin que esto implique desvalorar su importancia, como lo señala 
Boaventura de Sousa (2002), al decir, que: “Conceptualmente los derechos 
humanos simbolizan la más alta conciencia emancipatoria  del derecho y de la 
política modernos y son intrínsecamente utópicos”. (p. 211) 
Este proceso ha venido a suministrar a los derechos humanos de una base jurídica 
de sustentación objetiva que, ha favorecido también su mayor efectividad. 
Comienza en el siglo XVII y se desarrolla fuertemente en los siglos siguientes, 
hasta el punto de que hoy todos los Estados democráticos consagran los derechos 
fundamentales en el texto de su Ley fundamental (Constitución), como también en 
otras clases de leyes, de inferior jerarquía a la Constitución, que desarrollan luego 
los preceptos constitucionales sobre la materia. Anteriores o no al derecho positivo, 
superiores o no a ese mismo derecho, lo cierto es que los derechos humanos, 
como resultado de este proceso se han incorporado al derecho interno de los 
Estados, lo cual, junto al proceso de internacionalización, permite que podamos 
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La Constitución francesa de 1791, que hizo suyos los principios de la Declaración 
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, fue la avanzada del movimiento 
constitucionalista y democrático que abrió el camino a la consagración legal de las 
llamadas garantías individuales. 
El siglo XX, especialmente desde su segunda mitad, es una etapa de extraordinario 
apogeo de los derechos humanos, que se expanden en un doble aspecto. Por una 
parte, superando el estrecho margen meramente individual, se extienden al amplio 
campo económico, social  y cultural, por otra parte, más allá de las fronteras de los 
Estados obtienen su reconocimiento y protección en el plano internacional.  
Dentro del marco histórico descrito, se fue configurando y concretándose en el 
Derecho Positivo, la segunda generación de los derechos humanos, formada por 
los derechos sociales, como un medio jurídico de acoger y tratar de hacer realidad 
las aspiraciones de mejoramiento social. Las dos primeras constituciones que 
incorporaron en sus textos estos nuevos derechos, ejerciendo al respecto una gran 
influencia en otros países, fueron la de México, de 1917, y la de Alemania, de 1919, 
denominada, esta última como la Constitución de Weimar. Hubner (1993) afirma 
que: “el apogeo de los derechos sociales se produce en la etapa que sigue  al 
término de la segunda guerra mundial.” (p. 50). Desde entonces, todas las nuevas 
constituciones los incluyen expresa y detalladamente y adquieren además una 
consagración de nivel internacional. 
Las diferentes visiones sobre los derechos, no se quedaron en la enunciación de 
una u otra perspectiva histórica, sino que, leídas y divulgadas ampliamente, 
inspiraron los sucesivos movimientos de cambio social y política que acaecieron en 
Europa en los siglos XVII y XVIII y que alcanzaron su momento álgido en las 
Revoluciones Inglesas y francesas y en la independencia de las colonias 
norteamericanas de la metrópoli. 
Martínez (1999) indica que: “la enseñanza de los derechos tuvo pleno éxito y su 
propagación alcanzó sucesivas declaraciones sobre los derechos del hombre, así 
como textos constitucionales que articulasen la nueva sociedad que alumbraba en 
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intereses según las circunstancias que vieron nacer las tensiones sociales y las 
tradiciones de cada nación. Surgen así diferentes experiencias en los que 
cristalizan las primeras formulaciones  sobre los derechos vistas con anterioridad. 
1.1.1.1. Positivización de los derechos humanos en la legislación interna 
 
La progresiva incorporación de los derechos del hombre en los ordenamientos 
jurídicos estatales fue la más novedosa e importante conquista del Derecho 
Moderno, cuando derribado el absolutismo monárquico por las revoluciones de 
Inglaterra, Estados Unidos, Francia y posteriormente América Latina, los nuevos 
estados liberales consagraron en sus constituciones y leyes buen número de 
derechos civiles y políticos para sus súbditos. Más avanzadas en su concepción 
isunaturalista y por tanto en su alcance universal fueron las formulaciones de la 
Declaración de los Derechos de Virginia, en 1776, y la francesa de 1789, de notoria 
influencia sobre el derecho constitucional europeo y latinoamericano y en cuyo 
artículo segundo se determina: "el fin de toda asociación política es la conservación 
de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. Estos derechos son la 
libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión". 
Es innegable, según Truyol y Serra (1979) que: 
El mensaje político de la Revolución Francesa fue en conjunto, el advenimiento 
de unos derechos individuales que, si hoy pueden considerarse sin los derechos 
sociales, suelen ser, sin embargo, condición previa para su reconocimiento y 
desde entonces son inseparables de la idea misma del Estado de Derecho. 
En el mismo sentido la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
del 26 de Agosto de 1789, reconoce que los hombres nacen y permanecen libres e 
iguales en derechos y que las distinciones sociales no pueden estar fundadas sino 
en la utilidad común. 
Es de esta forma que el tema de los derechos humanos, más específicamente el 
de los derechos individuales y las libertades públicas, ingresó  al Derecho 
Constitucional. Se trata, en verdad, de un capítulo fundamental del Derecho 
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implica limitaciones al alcance de las competencias del poder público. Desde el 
momento que se reconoce y garantiza en la Constitución que hay derechos del ser 
humano inherentes a su misma condición en consecuencia, anteriores y superiores 
al poder del Estado, se está limitando el ejercicio de este, al cual le está vedado 
afectar el goce pleno de aquellos derechos. 
Todo este paulatino progreso en el derecho nacional ha llevado a la clarificación 
hoy aceptada universalmente de que los derechos fundamentales del hombre no 
son una dádiva del Estado sino, que existen con anterioridad a las normas internas. 
Nikken (1988) afirma que: “existe una diferencia sustancial entre las primeras 
declaraciones de derechos humanos de origen inglés y las declaraciones de origen 
norteamericano” (p. 11). 
Las leyes inglesas (Carta Magna de 1215, el Habeas corpus de 1679 y  el Bill of 
Rigths de 1689) no persiguen el reconocimiento de un derecho natural, sino más 
bien los derechos preexistentes, antiguos del pueblo inglés. Las leyes inglesas más 
que establecer el reconocimiento de los derechos individuales, como las leyes de 
Norteamérica, establecen deberes para el Estado y respecto a sus ciudadanos. 
El Bill of Rigths de 1689, sólo contiene dos artículos que reconocen formalmente 
derechos individuales, que son el derecho de petición ante el Rey y los derechos 
de los protestantes a portar armas según su rango. 
En cambio, las declaraciones de origen norteamericano son esencialmente de 
reconocimiento de un derecho natural del ser humano, inherentes a su condición, 
de modo que las reglas en ellas contenidas están por encima de todo poder 
legislativo ordinario porque son obras del Creador. 
De cualquier forma, estas primeras declaraciones políticas y jurídicas ejercieron 
una influencia que aún se mantiene, a pesar del tiempo, porque tienen un alto 
contenido de verdad y justicia, como es el caso de la Declaración Universal de 
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 La Carta Magna de 1215 
Después de varios intentos por cientos de años, en 1215 se realizó la primera 
aproximación a lo que actualmente se conoce como la Declaración de los Derechos 
del Hombre que fue la Carta Magna de Inglaterra. Esta estuvo basada en la 
naturaleza del hombre, la cual proponía la igualdad en el trato y castigos justos 
para todas las personas que cometiesen delitos. 
El gran avance de este documento consiste en que el poder absoluto del rey estará 
sujeto a disposiciones legales. Las leyes que creó son de vital importancia en la 
historia de la humanidad, configurándose como un antecedente histórico de los 
Estados. 
A la Carta Magna se la considera como la base tradicional de las instituciones 
inglesas. Su importancia radica en que esta expresa que “un gobierno deja de ser 
legitimo cuando viola los derechos de la comunidad”. 
 El Habeas Corpus de 1679 
El Acta de Habeas Corpus de 1679, desarrolló lo que hoy se conoce como el 
recurso para la exhibición personal o amparo de la libertad personal. 
El procedimiento de habeas corpus consistió básicamente en la presentación del 
prisionero ante el juez con el objeto de verificar la legalidad de la acusación que se 
le hacía. 
El motivo por el que se adoptó el Acta de Habeas Corpus en 1679 fue la detención 
arbitraria de un grupo de oponentes políticos a la monarquía, ordenada por Lord 
Clarendon, primer ministro de Carlos II, quien trasladó a los prisioneros con el 
ánimo de burlar los procedimientos. 
 Bill of Rights de 1689 
En la opinión de Peces Barba (1987)  
El Bill of Rigths o Declaración de Derechos de 1689, es el principal 
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poder real de dispensar y suspender las leyes, la abolición de la 
prerrogativa real de crear impuestos, lo que pasó a ser función del 
Parlamento, el reconocimiento del derecho de petición y la libertad de 
elegir a los miembros del Parlamento. (p. 93). 
La Carta de derechos o Declaración de derechos (en inglés Bill of Rights) es un 
documento redactado en Inglaterra en 1689, que impuso el Parlamento inglés al 
príncipe Guillermo de Orange para poder suceder al rey Jacobo. El propósito 
principal de este texto era recuperar y fortalecer ciertas facultades 
parlamentarias ya desaparecidas o notoriamente mermadas durante el reinado 
absolutista de los Estuardo (Carlos I y Jacobo II). Constituye uno de los 
precedentes inmediatos de las modernas «Declaraciones de Derechos», 
incluyendo: 
    ▪ El preámbulo de la Declaración de Independencia de los Estados Unidos 
(1776), 
    ▪ La revolucionaria Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
(1789) y 
    ▪ La internacional Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948). 
El 12 de Febrero de 1689, el Parlamento inglés aprobó "la Declaración de 
Derechos"; y al día siguiente, precisamente en la fecha de su coronación como 
rey, Guillermo de Orange proclama la declaración corno ley fundamental del 
Reino de Inglaterra. Las circunstancias históricas en que fue aprobado y 
promulgado, tres meses después del triunfo de la revolución del partido whig que 
destronó a Jaime II puso término a la dinastía de los Estuardo, trasformó “The 
Bill of Rights” en el principal símbolo jurídico de un nuevo orden, basado en una 
efectiva Independencia de los poderes del Estado, que transformó al Parlamento 
en el verdadero poder legislativo del Reino, consolidó la autonomía de los 
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El  Bill of Rights juega un papel central en el derecho estadounidense y en su 
gobierno, y permanece como un símbolo fundamental de la libertad y la cultura 
de la nación. 
Algunos de los derechos fundamentales recogidos en la carta son: 
El derecho de libertad de discurso, prensa, religión, asamblea pacifista y el 
derecho a pedir cambio de gobierno. 
El derecho de portar armas (el derecho de poseer armas o revólveres, aunque 
sujeto a ciertas regulaciones). 
El gobierno no puede desmembrar casas o habitar a soldados en los hogares de 
la gente durante tiempos de paz sin el permiso explícito de la gente. 
El gobierno no puede buscar o tomar las propiedades personales sin una orden 
judicial. 
No se puede juzgar a una persona dos veces por el mismo crimen y no se le 
puede forzar a que testifique contra él/ella misma. 
Una persona acusada de un crimen todavía tiene algunos derechos, tal como el 
derecho a una audiencia judicial y el derecho de tener un abogado. 
El derecho de una audiencia por el jurado en la mayoría de los casos. 
 Declaración de los Derechos del Hombre y del ciudadano 
La Declaración de los Derechos del Hombre aprobada por la Asamblea Nacional 
Constituyente francesa el 26 de agosto de 1789 es uno de los documentos 
fundamentales de la Revolución francesa en cuanto a definir los derechos 
personales y colectivos como universales. Influenciada por la doctrina de los 
derechos naturales, los derechos del Hombre se entienden como universales, 
válidos en todo momento y ocasión al pertenecer a la naturaleza humana. 
La Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano es, junto con los 
decretos del 4 y el 11 de agosto de 1789 sobre la supresión de los derechos 
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constituyente formada tras la reunión de los Estados Generales durante la 
Revolución Francesa. 
El principio de base de la Declaración fue adoptado antes del 14 de julio de 1789 y 
dio lugar a la elaboración de numerosos proyectos. Tras largos debates, los 
diputados votaron el texto final el día 26 de agosto. 
En la declaración se definen los derechos "naturales e imprescriptibles" como la 
libertad, la propiedad, la seguridad, la resistencia a la opresión. Asimismo, 
reconoce la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley y la justicia. Por último, 
afirma el principio de la separación de poderes. 
El Rey Luis XVI la ratificó el 5 de octubre, bajo la presión de la Asamblea y el 
pueblo, que había acudido a Versalles. Sirvió de preámbulo a la primera 
constitución de la Revolución Francesa, aprobada en 1791. 
La Declaración de 1789 inspirará, en el siglo XIX, textos similares en numerosos 
países de Europa y América Latina. La tradición revolucionaria francesa está 
también presente en la Convención Europea de Derechos Humanos firmada en 
Roma el 4 de noviembre de 1950. 
La influencia de esta declaración en la historia de la humanidad ha sido decisiva, 
además ha sido la base de todos los documentos posteriores. 
1.1.1.2. El proceso de internacionalización de los Derechos Humanos 
 
La internacionalización de los derechos humanos discurre no solo a través de la 
legislación internacional, sino también de la doctrina y de las decisiones de órganos 
jurisdiccionales que empiezan a formar toda una jurisprudencia internacional sobre 
la materia. 
La protección internacional tropezó con grandes obstáculos de orden político y no 
se abrió plenamente sino después de largas luchas y de las conmociones 
históricas. Tradicionalmente, y aun algunos gobiernos de nuestros días, a la 
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hecho de que las relaciones del poder público frente a sus súbditos están 
reservadas al dominio interno del Estado. 
El proceso de la internacionalización comenzó con la proclamación  de dos grandes 
Declaraciones de Derechos, que, en general, se estimó que no eran jurídicamente 
vinculantes para los Estados signatarios, ya que no cumplieron, dentro de cada 
país, con los requisitos constitucionales propios de los tratados internacionales. 
Además, no contaron con el respaldo de órganos jurisdiccionales  dotados de 
imperio o de otros adecuados medios de coacción para imponer  su cumplimiento. 
Tales fueron los casos de la pionera Declaración de los Derechos y Deberes del 
Hombre, aprobada en la IX Conferencia Interamericana de Bogotá, de 2 de Mayo 
de 1948, de tipo regional y de la Declaración de los Derechos Humanos, 
proclamada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, 
de fecha de 10 de diciembre de 1948, de carácter mundial. 
Ambas declaraciones incluyeron en su articulado, además de los derechos 
individuales clásicos, los derechos económicos, sociales y culturales. 
El tercer y trascendental documento sobre la materia, de mediados de este siglo, 
fue la Convención Europea de Salvaguarda de los Derechos del Hombre y de las 
Libertades Fundamentales, denominada también Convención de Roma, suscrita 
por los gobiernos integrantes del Consejo de Europa, el 4 de Noviembre de 1950. 
Según opinión de Hubner (1993)  “La Convención de Roma establece un eficaz 
sistema de protección supranacional, de carácter administrativo y judicial, de los 
derechos y libertades que asegura” (p. 53). Este sistema radica en la creación y 
funcionamiento de dos órganos jurisdiccionales, con sede en Estrasburgo, que son 
la Comisión Europea y la Corte Europea  de los Derechos Humanos, sin perjuicio 
de la competencia que le corresponde, en ciertos casos, al Comité de Ministros del 
Consejo de Europa. 
En Diciembre de 1966, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó por 
unanimidad dos convenciones internacionales de tipo genérico, en sus respectivos 
campos, que fueron el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
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La ratificación y entrada en vigencia de estos documentos, que adquirieron el 
carácter de Ley Internacional Positiva para sus signatarios, constituyó un avance 
de extraordinaria importancia; pero no ha sido suficiente para lograr el pleno 
cumplimiento de sus objetivos. 
Ni la declaración Universal de Derechos Humanos, ni los referidos pactos, han 
establecido, a diferencia de la Convención Europea, la existencia de órganos 
jurisdiccionales  superiores, con las facultades necesarias para hacer  efectivas sus 
decisiones, de lo que resulta que la eficacia  del sistema mundial  ha quedado 
entregada, en último término, a la voluntad y buena fe de los pactantes. 
En la Quinta reunión de Consulta, realizada en Santiago de Chile en 1959, se crea 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Diez años después, la 
Conferencia de San José de Costa Rica, celebrada en 1969, aprobó el texto de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, denominada generalmente Pacto 
de San José, que amplió la Declaración  Americana, y estableció un sistema 
supranacional de tutela de los derechos fundamentales, inspirado en la Convención 
Europea. Este importante tratado creó dos organismos: La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
Entre otros textos de importancia para la historia de los derechos humanos, tanto 
en el ámbito de la positivización como de la internacionalización, encontramos: 
 Constitución política de la Monarquía española de 1812 
 Constitución belga de 1831 
 Constitución francesa de 1848 
                 Constitución española de 1876 
 Constitución Mexicana de 1917 
 Constitución Alemana de 1919 
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 Constitución Italiana de 1947 
 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) 
 Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) 
Una vez proclamadas las primeras declaraciones, el camino para avanzar en el 
desarrollo de un régimen internacional de protección imponía la adopción y puesta 
en vigor de tratados internacionales a través de los cuales las partes se obligaran a 
respetar los derechos en ellos proclamados y que establecieran, al mismo tiempo, 
medios internacionales para su tutela en caso de incumplimiento. 
En el ámbito internacional, el desarrollo de los derechos humanos ha conocido 
nuevos horizontes. Además de los mecanismos orientados a establecer sistemas 
generales de protección, han aparecido otros destinatarios a proteger ciertas 
categorías de personas: mujeres, niños, trabajadores, refugiados, discapacitados, 
etc. 
Así pues, se concluye que, cualquiera sea el fundamento filosófico de la inherencia 
de los derechos humanos a la persona, el reconocimiento de la misma por el poder 
y su plasmación en instrumentos legales de protección en el ámbito doméstico y en 
el internacional, han sido el producto de un sostenido desarrollo histórico, dentro 
del cual las ideas, el sufrimiento de los pueblos, la movilización de la opinión 
pública y  una determinación universal de lucha por la dignidad humana, han ido 
forzando la voluntad política necesaria para consolidar una gran conquista de la 
humanidad, como lo es el reconocimiento universal de que toda persona tiene 
derechos por el mero hecho de serlo. 
1.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DE LOS DERECHOS HUMANOS 
Existen dos posiciones claramente antagónicas sobre el fundamento filosófico de 
los derechos humanos: la posición ius naturalista y la positivista. Estas, a mi 
consideración, son las que tienen mayor interés desde el punto de vista académico 
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La posición ius naturalista sustenta la idea de que existen derechos inalienables 
que el ser humano tiene por su propia naturaleza, que son impuestos como 
obligación para el poder político, de tal forma que el ordenamiento jurídico no crea 
los derechos humanos, sólo los reconoce. Por el contrario, la posición positivista, 
señala que no hay razón alguna para tratar de descubrir los derechos humanos 
antes de su formulación en leyes vigentes, en tanto no hay derecho antes de su 
positivización. 
1.2.1.El  Iusnaturalismo 
Dentro de esta teoría, coincidimos con el criterio adoptado por Reyero (2001) 
quien, destaca que: “Los derechos humanos son derechos naturales que el ser 
humano tiene por su propia naturaleza y dignidad. Estos derechos son universales 
e invariables, derechos propios de todos los seres humanos, independientemente 
de circunstancias de tiempo y lugar”. (p. 17).  
Este derecho natural (iusnaturale), es definido por Fasso (1991) como: 
Un sistema de normas de conducta intersubjetiva distinto del constituido por las 
normas establecidas por el Estado Derecho positivo, y que tiene validez por sí 
mismo, es anterior y superior al Derecho positivo y, en caso de conflicto con este 
último, debe prevalecer sobre el mismo. (p. 836). 
Es por esto que, no dependen de las leyes o las costumbres de cada pueblo. No 
son derechos que las leyes otorguen a los hombres y mujeres, sino que se deben 
reconocer en ellos. El que no estén recogidos legalmente, no significa que no sean 
derechos que deberían respetarse. 
La existencia de esta ley superior que limita la posibilidad de creación del derecho 
por los hombres y que se confunde con criterios éticos y de valor, constituye la 
antítesis a su doctrina opuesta, llamada positivismo jurídico, según la cual el único 
Derecho es el que establece el Estado y cuya validez es independiente de 
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Antonio Fernández Galiano, en su texto Derecho natural, establece que los 
derechos humanos se pueden situar en un orden superior, objetivo que pueda 
ofrecer un fundamento de carácter universal. 
Belloso (2007) sostiene que: “El iusnaturalismo ha sido la teoría jurídica que ha 
dominado el pensamiento jurídico desde el mundo clásico hasta ser en muchos 
ordenamientos a finales del siglo XIX, sustituido por la doctrina del positivismo 
jurídico, su gran opositor.” (p.7) 
Sin embargo, el derecho natural establece que son valores y principios anteriores y 
preexistentes al Derecho Positivo y que no requieren necesariamente del 
reconocimiento del Estado. 
Se pueden resumir las características del Derecho natural de la siguiente forma: 
 Son derechos previos al poder y al derecho positivo. 
 Se basan en la naturaleza humana. 
 Se imponen a todas las normas del derecho creados por el soberano y 
son un límite a la acción del mismo. 
Es decir que, los iusnaturalistas se caracterizan por defender la tesis que más allá 
del derecho positivo, se puede hallar una instancia de índole moral y que sirve de 
fundamento al primero. La justificación de los derechos de la teoría iusnaturalista 
se basa a partir de determinadas premisas morales consideradas como axiomas 
universales que constituyen la razón de los mismos. 
Se puede ver la influencia del derecho natural en las Declaraciones de derechos 
del Estado de Virginia (1776) y en la Declaración de Independencia de los Estados 
Unidos (1776) y en la Declaración  de los Derechos del Hombre y el ciudadano de 
Francia (1789) que luego fueron recogidos de alguna manera en el artículo 1 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y la Declaración Americana de los 
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Asimismo, es importante resaltar que los fundamentos iusnaturalistas de los 
derechos humanos descansan en tres elementos: “el origen del derecho se 
encuentra en un orden natural objetivo: son derechos inherentes a la naturaleza 
humana y por consiguiente, objetivos y universales, por lo que todos los hombres 
son titulares de los mismos; y su existencia es independiente del ordenamiento 
jurídico. 
1.2.2. El ius positivismo o fundamento positivista 
 
Para el positivismo jurídico el concepto de derecho sólo admite un objeto: el 
derecho positivado, ya que el derecho natural no se concibe más como derecho, 
sino como pretensión de ser positivado y, solamente así, tornarse derecho. 
 
La propia denominación positivismo jurídico tiene sus orígenes en el término 
positivación, es decir, considerar como derecho solamente aquello que es 
positivado a través de las formas previstas por las normas de organización y 
competencia. 
En uno de sus textos, al describir el proceso de positivización de los derechos, 
Bobbio (1981) afirma que: “los derechos del hombre nacen como derechos 
naturales universales, se desarrollan como derechos positivos particulares para 
hallar luego su plena realización como derechos positivos universales.”  
 
Asimismo, la idea del derecho responde aquí a una concepción formalista, centrada 
en la forma o manera en que debe ser realizada una acción para que sea un acto 
jurídico, y no en su contenido, justo o injusto, ni en su finalidad. Sólo interesa 
asegurar un razonamiento coherente, prescindiendo de su contenido.Conforme a 
esta doctrina, los derechos humanos son un producto respaldado por las normas 
jurídicas y los órganos del Estado. 
El positivismo jurídico está asociado a la tesis de que no hay relación necesaria 






Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 




es reconocido y promulgado por el Estado en el derecho positivo. Todo depende 
del ordenamiento jurídico que emana del Estado. 
Por otra parte, muchos estiman que la positivización de los Derechos Humanos en 
realidad es un proceso reciente, en comparación con la antigüedad de la escuela 
ius naturalista. 
Los siglos XVIII y XIX son realmente una época de positivización de los Derechos 
Humanos cuando algunos derechos fueron incorporados en las constituciones de la 
época. 
Con los estudios de autores como Hans KELSEN, a partir de mediados del siglo 
XX, el positivismo jurídico experimenta un gran avance como ciencia. Su 
doctrina asume un carácter más científico respecto al estudio del derecho, de 
modo que propicia importantes debates con temas polémicos relativos al 
derecho existente y el funcionamiento de los sistemas jurídicos, donde se 
destacan discusiones sobre el contenido del derecho, su relación con la moral, 
su origen social o presupuesto, su eficacia o no eficacia. 
Al buscar una caracterización del positivismo jurídico nos topamos con el hecho 
de la diversidad y pluralidad de sus manifestaciones. Más que una escuela en 
sentido estricto, es un punto de llegada en el rechazo a la metafísica; el rechazo 
al papel de los valores en el mundo jurídico; la afirmación del origen estatal o 
social del Derecho; la afirmación de la separación entre el ser y el deber ser. 
Esto hace que los derechos humanos recogidos en las normas positivas puedan 
ser eficaces, que se reconozcan y figuren en el ordenamiento jurídico de un país. 
 
1.3. CONCEPTO DE DERECHOS HUMANOS 
 
Son muchos y muy variados los conceptos existentes sobre los derechos 
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construyeron a partir de necesidades humanas, de luchas para satisfacerlas, y 
de los logros obtenidos.  
La noción de derechos humanos se corresponde con la afirmación de la dignidad 
de la persona frente al Estado. 
El poder público debe ejercerse al servicio del ser humano: no puede ser 
empleado lícitamente para ofender atributos inherentes a la persona y debe ser 
vehículo para que ella pueda vivir en sociedad con la misma dignidad que le es 
consustancial. Faúndez (2004) define los derechos humanos de la siguiente 
manera: 
Los derechos humanos pueden definirse como las prerrogativas que, 
conforme al Derecho Internacional, tiene todo individuo frente a los 
órganos del poder para preservar su dignidad como ser humano, y cuya 
función es excluir la interferencia del Estado en áreas específicas de la 
vida individual, o asegurar la prestación de determinados servicios por 
parte del Estado, para satisfacer sus necesidades básicas, y que reflejan 
las exigencias fundamentales que cada ser humano puede formular a la 
sociedad de que forma parte  (p. 21). 
Esta expresión se ha reservado para ciertos derechos básicos, o mínimos, que son 
inherentes a toda persona, y que derivan únicamente de su condición de ser 
humano. 
El profesor  Peces –Barba (1987), considera que  Derechos Humanos representan:  
Una facultad que la norma atribuye de protección a la persona en lo referente a 
su vida, a su libertad, igualdad, a su participación política o social, o a cualquier 
otro aspecto fundamental que afecte a su desarrollo integral como persona, en 
una comunidad de hombres libres, exigiendo el respeto de los demás hombres, 
de los grupos sociales y del Estado, y con posibilidad de poner en marcha el 
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Por su parte el profesor  Pérez Luño (1991),  define los derechos humanos, de la 
siguiente forma: 
Los derechos humanos aparecen como un conjunto de facultades e instituciones 
que, en cada momento histórico, concretan las exigencias de la dignidad, la 
libertad y la igualdad humana, las cuales deben ser reconocidas positivamente 
por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional. (p. 48). 
En los diversos documentos emitidos por la Organización de las Naciones Unidas, 
se expresa que los derechos humanos son las condiciones de la existencia 
humana que permiten desenvolverse y utilizar plenamente sus dotes de inteligencia 
y de conciencia en orden a la satisfacción de las exigencias fundamentales que le 
parte, imponen su vida espiritual y natural. 
 Quiroga (1995) afirma que: “en relación al Estado, como institución específica, los 
derechos humanos constituyen un conjunto de derechos que el ordenamiento 
jurídico reconoce en cada país, poniéndole límite y reglamentación a la actuación 
estatal” (p.1).  Por ende, los derechos humanos concretizan la libertad frente al 
Estado y garantizan en el sentido normativo de una meta que hay que alcanzar. 
1.3.1 Relación con los derechos fundamentales 
 
En esta caracterización de los derechos humanos como derechos básicos, o como 
derechos mínimos, se utiliza el concepto „derechos fundamentales‟, que es muy 
utilizado por parte de la doctrina como sinónimo de derechos humanos, pero que 
tienen una connotación diferente.  
En opinión de Faúndez (2004):  
Con la expresión „derechos fundamentales‟ se hace referencia a una categoría 
de los derechos humanos, a los cuales simplemente se considera más 
importantes que otros de naturaleza meramente accesoria o a derechos que 
tienen un carácter intangible, en cuanto no se pueden suspender bajo ninguna 
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Tal expresión permitiría distinguir, por ejemplo, entre el derecho a la vida y el 
derecho a la intimidad, el primero de los cuales sería fundamental en cuanto se le 
percibe como de mayor entidad que el segundo, o entre la prohibición de la tortura 
y la libertad de expresión, en cuanto la primera encierra una garantía absoluta del 
derecho a la integridad física (por lo que, en ese sentido también puede calificarse 
de fundamental), a diferencia por ejemplo de la libertad de expresión cuyo ejercicio 
puede, en ciertas condiciones, restringirse o incluso suspenderse. Lo anterior no ha 
impedido el uso muy extendido, por parte de la doctrina, de la expresión derechos 
fundamentales, como sinónimo de derechos humanos. 
Sin duda, este concepto puede ser útil en la esfera del Derecho interno, y 
particularmente en aquellos Estados cuyos textos constitucionales recurren a la 
expresión derechos fundamentales para referirse a los derechos y garantías 
consagradas por la Constitución. 
1.3.2. Los Derechos Humanos como derechos frente al Estado 
 
Con su formulación en textos jurídicos internacionales, de ser un mero conjunto de 
valores éticos más o menos compartidos, los derechos humanos han pasado a 
constituir una categoría normativa de la mayor importancia en cuanto a lo que 
constituye un comportamiento legítimo respecto de los órganos del Estado. En 
efecto, históricamente, los derechos humanos se han desarrollado como una 
garantía del individuo y de los grupos más vulnerables dentro de la sociedad en 
contra de la opresión del Estado; es decir, como derechos del individuo que 
tendrían preeminencia frente a los derechos del Estado, de la sociedad, o de otros 
grupos.  
En consecuencia, la función del Derecho de los derechos humanos no es proteger 
al individuo de otros individuos, tarea que corresponde al Derecho interno del 
Estado, sino protegerlo del ejercicio del poder por parte del propio Estado. 
En el Derecho de los derechos humanos, se reconoce al individuo un conjunto de 
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En tal sentido, en el sistema interamericano, de acuerdo con lo dispuesto por el 
articulo1 numeral 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es el 
Estado el que está obligado a respetar los derechos y libertades reconocidos en 
ella, y es éste, el que debe organizar el poder público de manera que pueda 
garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los 
derechos humanos. 
Por consiguiente, es la conducta del Estado, a través de cualquier persona que 
actúe en el ejercicio de la autoridad pública, la que puede caracterizarse como una 
violación de los derechos humanos. 
 
1.4. CARACTERÍSTICAS DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 
Podemos identificar las características de los derechos humanos, que nos permiten 
entender mejor qué son y cuáles son los elementos que los identifican. 
Se señalan por la doctrina múltiples características de los Derechos Humanos, las 
cuales les imponen una naturaleza propia. Son inalienables, irrenunciables, 
inviolables, imprescriptibles, universales, inherentes a la persona, efectivos e 
interdependientes. 
Inalienables: porque no pueden ser vendidos o transferidos. Están fuera del 
mercado contractual, de serlo, estos serían ilícitos. 
Innatos o inherentes: Todas las personas nacemos con derechos que nos 
pertenecen por nuestra condición de seres humanos. Su origen no es el Estado o 
las leyes, decretos o títulos, sino la propia naturaleza o dignidad de la persona 
humana. Por eso cuando una ley viola los derechos humanos se la considera nula 
(sin valor) porque va contra la misma naturaleza humana.  
La esencia de los derechos humanos descansa en la inherencia del ser la persona 
humana como premisa para lograr el máximo grado de bienestar y desarrollo 
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Individuales: Para Campos (1998): “Son derechos individuales porque se trata de 
proteger el libre desarrollo y el derecho de las personas a elegir la forma de vida 
que quieran, tanto contra los posibles totalitarismos políticos como contra los 
poderes sociales dominantes” (pág. 21). 
Inviolables: Porque como regla general son absolutos, salvo las limitaciones 
establecidas en la Ley y la Constitución. 
Nadie está autorizado para atentar, lesionar o destruir los derechos humanos. Esto 
quiere decir que las personas y los gobiernos deben regirse por el respeto a estos 
derechos; las leyes dictadas no pueden ser contrarias a estos y las políticas 
económicas y sociales implementadas tampoco. 
Imprescriptibles: Porque no se adquieren o pierden por el transcurso del tiempo.  
Universales: Todo ser humano de cualquier nacionalidad, sexo, idioma, raza, 
edad, situación económica o  condición social, goza de estos derechos. En opinión 
de Nikken (1994): “es deber de los Estados proteger todos los derechos humanos, 
sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales” (p. 5). 
Se sostiene que esta universalidad no es absoluta, pues se encuentran sujetos a 
circunstancias de tiempo, lugar y regulaciones legales. Por ejemplo, pueden ser 
admitidos por la ley: el aborto, la eutanasia y la pena de muerte. 
En virtud de su efectividad se exige no sólo el reconocimiento de los derechos y 
libertades, sino su protección, promoción y cumplimiento. Además tienen aplicación 
directa e inmediata. 
Irrenunciables: No se pueden renunciar a esos derechos pues pertenecen a la 
esencia misma del ser humano. 
Inderogables: Sólo pueden ser objeto de suspensión por estado de emergencia, 
incluso en estos casos, no pueden suspenderse todos los derechos humanos. 
Irreversibles: Compartimos la opinión de Nikken, (1994) quien destaca que: “una 
vez que un determinado derecho ha sido formalmente reconocido como inherente a 
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aquellos derechos cuya inviolabilidad debe ser respetada y garantizada”. (p.6) La 
dignidad humana no admite relativismos, de modo que sería inconcebible que lo 
que hoy se reconoce como un atributo inherente a la persona, mañana pudiera 
dejar de serlo por una decisión gubernamental. 
Progresivos: Como los derechos humanos son inherentes a la persona y su 
existencia no depende del reconocimiento de un Estado, siempre es posible 
extender el ámbito de la protección a derechos que anteriormente no gozaban de la 
misma. Es así como han aparecido las sucesivas "generaciones" de derechos 
humanos y como se han multiplicado los medios para su protección. 
1.5. EL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 
Dentro del derecho Internacional, se encuentra una rama que se denomina 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que se hace presente desde que 
el Derecho Internacional Público ha incluido en su campo la cuestión de los 
derechos y libertades esenciales y fundamentales del hombre. 
1.5.1. Evolución del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
 
Uno de los desarrollos jurídicos más importantes del siglo XX ha sido el del 
derecho internacional de los derechos humanos. 
El ámbito de estos derechos es, sin duda, uno de los que más ha evolucionado en 
las cinco últimas décadas, el cual tuvo como punto de partida a la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, por cuanto, dio origen a toda una gama de 
tratados y pactos en pro de los derechos del hombre como sujeto de protección 
internacional. 
En tal sentido, la Declaración Universal de los Derechos Humanos se complementa 
con dos pactos internacionales aprobadas también en el seno de las Naciones 
Unidas: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el Pacto 
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García (2005) hace notar que: “Existen Instrumentos internacionales y mecanismos 
de protección relevantes que se han puesto en funcionamiento, tanto a nivel global 
como regional. Este impulso jurídico e institucional, sin embargo, no ha tenido un 
desarrollo paralelo, unívoco y lineal, en los procesos jurídicos e institucionales al 
interior de los países.” (p. 325) 
De tal forma que éstas grandes conquistas de consagración de derechos, tal como 
refiere  Nikken: 
Se produjo en documentos como el Bill of Right de Virginia de 1776, la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, y la 
Declaración de los Derechos del Pueblo en 1811 proclamada por el 
Supremo Congreso de Venezuela, los mismos que; desde entonces 
generaron todo una corriente constitucional de reconocimiento de 
derechos y libertades fundamentales oponibles al Estado por el individuo. 
Sin embargo, el impacto de la segunda guerra mundial es el que generó el 
verdadero nacimiento de los derechos humanos, ya que la conciencia de la 
humanidad había evolucionado lo suficiente como para considerar que los horrores 
de la guerra y las violaciones masivas de derechos humanos perpetrados por parte 
de regímenes totalitarios como los nazi y fascista no debían repetirse. 
Compartimos la opinión de Abregú (1997), quien manifiesta que: “el extraordinario 
desarrollo de principios, normas, decisiones y organismos de protección en el plano 
internacional no se ha reflejado en iguales progresos en el ámbito interno”. 
Por ello es que algunos señalan que si bien la universalización de los derechos 
humanos de la que nos habla Norberto Bobbio ha sido una etapa sustancial para la 
consolidación de la protección de los derechos humanos básicamente cumplida, en 
la actualidad el desafío es el de la nacionalización de los derechos humanos como 
camino para hacerlos efectivos. 
De tal forma que con las sendas declaraciones, convenciones y tratados sobre esta 
materia se ha creado un rico cuerpo jurídico internacional de protección y 






Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 




Estados que promovieron en sus agendas con carácter prioritaria la defensa 
irrestricta del ser humano como sujeto de protección internacional, los cuales, sin 
duda; dieron origen a todo un conjunto de normas internacionales denominado 
derecho internacional de los derechos humanos, los cuales establecen derechos, 
instituciones y procedimientos a nivel regional o universal con el objetivo de poner 
fin a las violaciones sistemáticas de derechos humanos producidos 
fundamentalmente en el seno de gobiernos dictatoriales y crear condiciones para 
lograr mejores condiciones de desarrollo, el mismo que ha dado origen a un orden 
jurídico internacional de la cual se derivan diversos organismos jurisdiccionales 
supranacionales encargados la defensa y protección de estos derechos 
universales. 
1.5.2. Concepto de Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
 
El Derecho Internacional de los Derechos Humanos es el conjunto de instrumentos  
internacionales (Tratados, convenios, resoluciones y declaraciones),  establecidos 
para proteger los derechos humanos. 
También puede ser definido como un conjunto de normas internacionales, 
convencionales o consuetudinarias, en que se estipula el comportamiento y los 




Las principales fuentes convencionales del DIDH son los Pactos Internacionales de 
Derechos Civiles y Políticos (1966) y de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (1966), las Convenciones relativas al Genocidio (1948), la 
Discriminación Racial (1965), la Discriminación contra la Mujer (1979), la Tortura 
(1984) y los Derechos del Niño (1989). 
Entre los instrumentos regionales se encuentran el Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (1950), la 
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Americana sobre Derechos Humanos (1969) y la Carta Africana sobre Derechos 
Humanos y de los Pueblos (1981). 
1.5.4. Naturaleza jurídica de los tratados sobre derechos  humanos 
 
El Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene particularidades que lo 
convierten en un capítulo especial dentro del Derecho Internacional general. Una 
de aquellas particularidades es la naturaleza de los tratados que lo contienen.  
Coincidimos con el criterio de Espino (2005) quien afirma que: “siendo que los 
tratados de derechos humanos son claramente distintos de los tratados de tipo 
clásico, que establecen o reglamentan derechos subjetivos, concesiones o ventajas 
recíprocas para los Estados Contratantes.” (p. 3) Los tratados de derechos 
humanos, en contrapartida, prescriben obligaciones de carácter esencialmente 
objetivo, que deben ser garantizadas o implementadas colectivamente, y enfatizan 
el predominio de consideraciones de interés general, que trascienden los intereses 
individuales de las Partes Contratantes. 
De igual forma, la Corte Interamericana en su Opinión consultiva OC – 2/82 
subraya que los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y en 
particular la Convención Americana, no son tratados multilaterales de tipo 
tradicional, concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, para el 
beneficio mutuo de los contratantes. Su objeto y fin es la protección de los 
derechos fundamentales de los seres humanos, independientemente de su 
nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como frente de los otros Estados 
contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los estados se 
someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen varias 
obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su 
jurisdicción . 
Actualmente, los derechos humanos son considerados normas de juscogens, es 
decir, normas de orden público internacional, cuyos efectos erga omnes alcanzan a 
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Los tratados de derechos humanos, una vez ratificados e incorporados al derecho 
interno, son de cumplimiento obligatorio. Esto implica la obligación de adecuación 
del derecho interno a la normativa internacional de protección, deber expresamente 
consignado en dichos instrumentos internacionales. 
Finalmente es necesario indicar, que la Convención de Viena sobre Derecho de los 
Tratados prohíbe que un Estado parte invoque disposiciones de su derecho interno 
para intentar justificar el incumplimiento de un tratado. 
1.5.5. La Responsabilidad del Estado en el marco del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos 
 
Consideramos al igual que Brotóns (1997) que: 
El tema de la responsabilidad del Estado en el marco del derecho internacional 
de los derechos humanos es fundamental para comprender la forma en que 
operan los sistemas internacionales existentes en materia de protección de los 
derechos humanos, tanto en el ámbito universal como en el regional, su 
naturaleza, fundamentos y limitaciones. (p.409) 
En opinión de Aguiar (1997): 
Entre los preceptos consuetudinarios dominantes, acogidos por la doctrina y la 
jurisprudencia clásicas en materia de responsabilidad internacional del Estado 
que trascienden al ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
se encuentran los siguientes: 
 Toda contravención de las obligaciones internacionales de un Estado, por 
hecho de sus órganos y que causen un daño, comporta su responsabilidad 
internacional; responsabilidad que se concreta en la obligación de reparar el 
daño ocasionado, en tanto sea la consecuencia de la inobservancia de tales 
obligaciones internacionales;  
 
 Un Estado no puede declinar su responsabilidad internacional al invocar las 
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 La responsabilidad internacional del Estado puede quedar comprometida: i) 
por la adopción de disposiciones legislativas incompatibles con las 
obligaciones internacionales contraídas, o por la no adopción de aquellas 
necesarias a la ejecución de estas últimas, ii) por una acción u omisión del 
Poder Ejecutivo incompatible con las obligaciones internacionales del 
Estado, en lo particular, por las actuaciones de funcionarios 
gubernamentales, aun habiendo procedido éstos dentro de los límites de sus 
competencias, bajo la instrucción del propio gobierno o amparados en una 
supuesta calidad oficial difícil de desconocer; iii) por una decisión judicial no 
recurrible contraria a las obligaciones internacionales del Estado, o la 
oposición, por parte de las autoridades judiciales, a que el afectado 
promueva en justicia las acciones para su defensa o bien por los obstáculos 
o retardos procesales injustificados que impliquen denegación de justicia;  
 
 El Estado es internacionalmente responsable de los actos de los particulares 
residentes en su territorio, todas las veces en que se establezca y pruebe 
que el hecho dañoso le es imputable o por haber omitido las medidas 
convenientes, según las circunstancias, para prevenir, reparar o reprimir 
aquellos de tales hechos cometidos por los particulares en contravención 
con las normas internacionales;  
 
 La responsabilidad internacional del Estado no puede ser invocada ante 
instancias internacionales sino después de haberse agotado los recursos 
previstos en el derecho interno del Estado presuntamente responsable, 
salvo en los casos previstos como excepción a dicha regla; y d) la 
responsabilidad del Estado se resuelve con la reparación, es decir, con el 
restablecimiento de las cosas a su estado original o por la justa 
indemnización, por la satisfacción o por cualquier otra modalidad que la 
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Con el reconocimiento del individuo como sujeto de derecho internacional, las 
relaciones que se establecen en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos en materia de responsabilidad internacional, son relaciones entre 
Estados e individuos. 
En este sentido, si bien la obligación general de respetar los derechos humanos 
es una obligación erga omnes1. En materia de responsabilidad internacional en 
materia de protección a los derechos humanos el único sujeto responsable es el 
Estado, mientras que los individuos se constituyen en sujetos pasivos o titulares 
del derecho de reparación como consecuencia de la responsabilidad 
internacional. 
Estas relaciones jurídicas de responsabilidad, también llamadas obligaciones 
secundarias, sobrevienen a la violación o incumplimiento por los Estados de las 
obligaciones primarias y están sujetas a los principios generales de 
responsabilidad del Estado por hecho ilícito. 
En el marco del derecho internacional de los derechos humanos, la 
responsabilidad internacional deriva del incumplimiento de una obligación 
primaria, esto es, de la obligación general de respeto y garantía de los derechos 
humanos por parte de los Estados; por ello es que las obligaciones relativas a la 
responsabilidad internacional son obligaciones secundarias o de reparación. 
Las obligaciones primarias son obligaciones objetivas, en tanto tienen como 
propósito la conformación de un orden público internacional que responde a la 
protección de los derechos del individuo. 
De esta forma, la noción de obligaciones erga omnes en relación con los 
derechos humanos se traduce en que el incumplimiento de una obligación 
internacional atinente a cualquiera de los derechos protegidos, “acarrea per se e 
                                                          
1
Como señala Asdrúbal Aguiar, las obligaciones erga omnes tienen efectos triangulares, es 
decir, las asume cada Estado frente a la comunidad internacional como un todo; frente a cada 
uno de los demás Estados partes en las convenciones; y frente a todos los individuos 
(nacionales y extranjeros) sujetos a su jurisdicción como directos destinatarios de los derechos 
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ipso facto la configuración o el surgimiento de la responsabilidad internacional 
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MEDIOS DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS 
 
El contenido de esta sección en el presente trabajo se compone del estudio de 
los medios de protección internacional de los derechos humanos, a través de los 
sistemas que lo conforman tanto en el ámbito universal como regional, lo que 
nos conduce a darle mayor énfasis al tema central de esta monografía: El 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
 
2.1 SISTEMAS DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS 
 
Los sistemas de protección internacional de los derechos humanos son: (1) el 
sistema universal y (2) los sistemas regionales. El sistema internacional, integra 
las normas y mecanismos de protección que emanan de la Carta de la 
Organización de Naciones Unidas (ONU), la Declaración  Universal de los 
Derechos Humanos  y los  demás tratados en esta materia, mientras que los 
sistemas regionales comprenden los Tratados regionales de Derechos 
Humanos, tales como, en el caso del Sistema Europeo, el Convenio Europeo 
para la protección de los Derechos Humanos y de las libertades fundamentales, 
y el Sistema Interamericano,  la Convención Americana de Derechos Humanos. 
La Carta de las Naciones Unidas es el documento con el que se constituye la 
Organización de las Naciones Unidas. En el preámbulo de ésta, los Estados 
reafirman su “fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el 
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Se consagra en ella expresamente la obligación de los Estados de respetar y 
hacer efectivos los derechos humanos sin distinción por motivos de raza, sexo, 
idioma o religión. Establece como uno de sus propósitos la cooperación 
internacional para solucionar los problemas económicos, sociales, culturales y 
humanitarios y el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a 
las libertades fundamentales de todos. 
 
Tal como lo señala Pinto (1998): 
 
La Carta establece un nuevo concepto de derechos humanos, el de la  
titularidad excluyente de las personas físicas, universalidad, igualdad, no 
discriminación, tendencia a la efectividad e interdependencia, insinuación 
de carácter de orden público en razón de la supremacía de la Carta 
respecto de todo otro tratado (p.22). 
 
Los propósitos establecidos en la Carta de la ONU son, entre otros, buscar 
mantener la paz y la seguridad internacional, la cooperación en el desarrollo y 
estimulo del respeto a los derechos humanos, reconociendo que son materia de 
interés internacional y no asuntos exclusivos de su jurisdicción doméstica. La 
obligación de los Estados de cooperar en la promoción de los derechos 
humanos y libertades fundamentales creó las bases jurídicas para que la ONU 
iniciara el trabajo de definir y codificar esos derechos. 
 
2.1.1. Sistema Universal 
  
Se denomina como Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos, 
el constituido por la Organización de Naciones Unidas que tiene su fundamento 
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 La Carta constitutiva de las Naciones Unidas de 1945. 
 La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la 
Asamblea General de la ONU en 1948. 
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966. 
 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
1966. 
 El Protocolo Facultativo al Pacto Internacional  de Derechos Civiles y 
Políticos. 
La cuestión de los derechos humanos ha estado presente en las Naciones 
Unidas desde el inicio de su existencia. Desde la redacción de la Carta de las 
Naciones Unidas, los Estados fundadores de la Organización han dado especial 
importancia a los derechos humanos. En la Conferencia de San Francisco, 
donde se estableció la ONU, 40 organizaciones no gubernamentales y varias 
delegaciones, especialmente de países pequeños aunaron esfuerzos para exigir 
una redacción de derechos humanos más específica que la de otros Estados 
que se encontraban en esa conferencia para lograr que se empleara un lenguaje 
más enérgico en relación con los derechos humanos. 
En este documento se llegó a la conclusión de que los países estaban resueltos, 
entre otras cosas:  
A reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el 
valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y 
de las naciones grandes y pequeñas. Y tenían como uno de sus propósitos: 
Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas 
internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el 
desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades 
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En 1946, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas estableció la 
Comisión de Derechos Humanos, la cual es el principal órgano de adopción de 
políticas en materia de derechos humanos en el sistema de las Naciones 
Unidas. En esta Comisión se estableció un comité de redacción con el único fin 
de elaborar la Declaración Universal de Derechos Humanos, la cual nació de la 
devastación, de los horrores y la violación sistemática de los derechos humanos, 
durante la Segunda Guerra Mundial. Este Comité de Redacción fue presidido por 
la Señora Eleanor Roosevelt y estuvo integrado por ocho miembros quienes 
fueron testigos del exterminio de pueblos por ideologías perversas y racistas. 
Estas personas estaban resueltas a poner fin a estas atrocidades porque sabían 
que los derechos humanos y la paz son indivisibles y que es imprescindible 
contar con principios universales de validez perdurable. 
Después de un cuidadoso escrutinio y de 1,400 votaciones sobre prácticamente 
cada una de las cláusulas y palabras, la Asamblea General aprobó la 
Declaración Universal de Derechos Humanos el 10 de diciembre de 1948 en 
París, en el Palais de Chaillot, que acababa de construirse. Desde entonces ese 
día se celebra el Día de los Derechos Humanos. Era la primera vez que una 
comunidad organizada de naciones se había puesto de acuerdo sobre las 
normas que permitirían evaluar el trato que recibirían sus ciudadanos.  
Hasta el momento en que se aprobó la Declaración, los gobiernos habían 
sostenido que esos asuntos, los derechos humanos, eran de carácter interno y 
no era competencia de la comunidad internacional. Al aprobar la Declaración, los 
Estados Miembros de la ONU se comprometieron a reconocer y observar los 30 
Artículos de la Declaración, en donde se enumeran los derechos civiles y 
políticos básicos, así como los derechos económicos y culturales a cuyo disfrute 
tienen derechos todos los seres humanos del mundo. 
En la actualidad la Declaración Universal ha sido tan aceptada por los países  
que ha pasado a ser considerada la norma internacional que permite evaluar el 
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La Declaración Universal se basa en el principio de que los derechos humanos 
se fundamentan en la dignidad intrínseca de todas las personas. Esa dignidad y 
los derechos a la libertad y la igualdad que se derivan de ella, son indisputables. 
Esta, fue asumida por los Estados como una expresión de deseos, no 
concediéndole a la misma, obligatoriedad jurídica alguna. Asimismo dicho 
instrumento no contenía órganos de protección.  
Frente a ese panorama, la Organización de Naciones Unidas orientó sus 
esfuerzos a la elaboración de pactos que estuvieren dotados de mecanismos de 
protección eficaces frente a las situaciones de violaciones de derechos 
humanos. 
Sin embargo, en opinión de  Gros Espiell (1988): 
La declaración ha adquirido un verdadero carácter obligatorio, ya sea 
porque se le consideró como una expresión de la costumbre internacional 
en la materia, o como una interpretación de la Carta a la que la 
comunidad internacional atribuyó reiteradamente fuerza vinculante,  como 
una expresión de sus principios. 
Para este mismo autor, la obligación de respetar y garantizar los derechos 
humanos, deriva de la Carta constitutiva de la ONU y de la Declaración 
Universal, aún cuando un Estado sea parte o no de los Pactos.  
 
2.1.1.1.Órganos de Naciones Unidas 
 
El artículo 7 de la Carta de la ONU, establece como órganos principales de las 
Naciones Unidas la Asamblea General, el Consejo de Seguridad, el Consejo 
Económico y Social, el Consejo de Administración Fiduciaria, La Corte 
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También establece, la posibilidad de crear los órganos subsidiarios que se 
estimen necesarios de conformidad con las disposiciones de la mencionada 
Carta. 
En este acápite, abordaremos principalmente, los órganos de la ONU que están 
relacionados con la labor de promoción y defensa de los derechos humanos: 
La Asamblea General 
 
Está integrada por todos los Miembros de las Naciones Unidas y de acuerdo con 
los artículos 10 y 11 de la Carta de la ONU, su principal función es la de 
contribuir al mantenimiento de la paz y seguridad internacionales y por lo tanto 
está facultada para discutir y hacer recomendaciones sobre cualquier asunto 
concerniente a las disposiciones de la Carta de la ONU y presentarlas a sus 
miembros. 
La Asamblea General es un órgano deliberante que ha jugado un rol muy 
importante en materia de derechos humanos, porque en su seno se han 
discutido y aprobado los temas y tratados de derechos humanos que han tenido 
gran repercusión en la humanidad para su defensa y protección. 
Cabe destacar que la Asamblea General también debe fomentar la cooperación 
internacional en el campo político e impulsar el desarrollo progresivo del derecho 
internacional y su codificación; así como el fomento de la cooperación 
internacional en materias de carácter económico, social, cultural, educativo y 
sanitario, así como ayudar a hacer efectivos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, 
sexo, idioma o religión. (Artículo 13 de la Carta de la ONU). 
La Asamblea General  se reúne anualmente en sesiones ordinarias y en 
sesiones extraordinarias cuando así lo exijan las circunstancias. Las sesiones 
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extraordinarias por el Consejo de Seguridad o por la mayoría de los miembros 
de la ONU. 
También destacamos que la Asamblea, ocupa un lugar central como principal 
órgano deliberativo, de formulación de políticas y representativo de las Naciones 
Unidas. Está integrada por los 192 Estados Miembros de las Naciones Unidas y 
proporciona un foro para el debate multilateral de toda la gama de cuestiones 
internacionales que abarca la Carta. La Asamblea celebra en forma intensiva un 
período ordinario de sesiones cada año, de septiembre a diciembre, o durante 
más tiempo si fuese necesario. 
Las decisiones de este órgano, no poseen fuerza jurídica para los gobiernos; sin 
embargo; están sustentadas en la autoridad moral de la comunidad 
internacional. También el hecho de que un representante de un gobierno acepte 
y vote a favor de una resolución implica que están dispuestos a cumplir dicha 
resolución. 
Si bien la Asamblea únicamente está facultada para formular recomendaciones 
no vinculantes a los Estados a propósito de cuestiones de carácter internacional 
que correspondan a su ámbito de competencia, ha adoptado medidas -políticas, 
económicas, humanitarias, sociales y jurídicas que han influido en la vida de 
millones de personas de todo el mundo. 
 Funciones y facultades de la Asamblea General 
De conformidad a lo dispuesto en la Carta de las Naciones Unidas, la Asamblea 
General podrá: 
 Examinar los principios generales de la cooperación en el mantenimiento 
de la paz y la seguridad internacionales, incluido el desarme, y formular 
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 Examinar  toda cuestión relativa al mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales y, salvo que el Consejo de Seguridad ya este ocupándose 
de una controversia o situación, formular recomendaciones al respecto. 
 Examinar, con la misma salvedad del punto anterior, las cuestiones 
comprendidas en el ámbito de la Carta o que afecten a las facultades y 
funciones de cualquier órgano de las Naciones Unidas y formular 
recomendaciones al respecto 
 Iniciar estudios y formular recomendaciones para promover la 
cooperación política internacional, el desarrollo y la codificación del 
derecho internacional, el disfrute de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, y la colaboración internacional en las esferas 
económica, social, humanitaria, cultural, educativa y sanitaria 
 Formular recomendaciones con miras al arreglo por medios pacíficos de 
cualesquiera situaciones que puedan menoscabar las relaciones 
amistosas entre naciones 
Consejo Económico y Social (ECOSOC) 
Conocido como el ECOSOC, se constituyó también de conformidad con el 
artículo 7 de la Carta de la ONU. El Consejo Económico y Social se estableció 
en el marco de la Carta de las Naciones Unidas  como principal órgano para 
coordinar la labor económica, social y conexa de los 14 organismos 
especializados de las Naciones Unidas, las comisiones orgánicas y las cinco 
comisiones regionales. También recibe informes de 11 fondos y programas. El 
Consejo Económico y Social actúa como foro central para el debate de 
cuestiones internacionales de índole económica y social y para la formulación de 
recomendaciones sobre políticas dirigidas a los Estados Miembros y al sistema 
de las Naciones Unidas. Se encarga de: 
 Promover niveles de vida más elevados, pleno empleo y progreso 
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 Buscar soluciones a los problemas internacionales de tipo económico, 
social y sanitario;  
 Facilitar la cooperación cultural y educativa internacional; y  
 Fomentar el respeto universal de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. 
Está facultado para realizar o iniciar estudios e informes sobre estos temas. 
También tiene competencia para prestar asistencia en los preparativos y las 
organizaciones de conferencias internacionales importantes en las esferas 
económicas, sociales y conexas y facilitar un seguimiento coordinado de éstas. 
Dado su amplio mandato, el ámbito del Consejo se extiende a más del 70% de 
los recursos humanos y financieros de todo el sistema de las Naciones Unidas. 
Las funciones y facultades del ECOSOC son, entre otros: iniciar estudios e 
informes con respecto a asuntos internacionales de índole económica, social, 
cultural, educativa, sanitaria, y otros asuntos conexos; hacer recomendaciones 
sobre tales asuntos a la Asamblea General, a los miembros de las Naciones 
Unidas y a los organismos especializados relacionados; hacer recomendaciones 
con el objeto de promover el respeto de los derechos humanos y la efectividad 
de tales derechos y libertades (artículo 62 de la Carta); formular proyectos de 
tratados y convocar conferencias internacionales sobre cuestiones de su 
competencia; ayudar a otros órganos de la ONU, Estados y organismos 
especializados y mantener relaciones con organizaciones intergubernamentales 
y no gubernamentales. 
Según el artículo 68 de la Carta de las Naciones Unidas, el ECOSOC puede 
establecer comisiones de orden económico y social, para la promoción de los 
derechos humanos, así como las demás comisiones necesarias para el 
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2.1.1.2. Mecanismos de Protección de los Derechos Humanos en el 
Sistema Universal 
Órganos basados en la Carta de las Naciones Unidas 
Los órganos basados en la Carta incluyen la antigua Comisión de Derechos 
Humanos, el Consejo de Derechos Humanos y los Procedimientos Especiales. 
La Comisión fue reemplazada por el Consejo, cuya primera reunión se celebró el 
19 de junio de 2006. Este órgano intergubernamental, que se reúne en Ginebra 
durante 10 semanas al año, está compuesto por 47 Estados miembros de las 
Naciones Unidas elegidos por un periodo inicial de tres años, y no pueden ser 
elegidos por más de dos periodos consecutivos. El Consejo de Derechos 
Humanos, es un foro que tiene la facultad de prevenir los abusos, la desigualdad 
y la discriminación, proteger a los más vulnerables y denunciar a los 
perpetradores. 
 
Estos órganos son los siguientes: 
 El Consejo de Derechos Humanos 
 La Comisión de Derechos Humanos (substituido por el Consejo de 
Derechos Humanos)  
Entre los mecanismos de protección se encuentran: 
 El Examen Periódico Universal 
 Los Procedimientos especiales de la Comisión de Derechos Humanos   
El Consejo de Derechos Humanos es un órgano intergubernamental que forma 
parte del Sistema de las Naciones Unidas y que está compuesto por 47 Estados 
Miembros responsables del fortalecimiento de la promoción y la protección de 
los derechos humanos en el mundo. Fue creado por la Asamblea General de las 
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las situaciones de violaciones de los derechos humanos y hacer 
recomendaciones al respecto.  
El Consejo de Derechos Humanos también continuará trabajando de cerca con 
los procedimientos especiales de las Naciones Unidas establecidos por la extinta 
comisión y admitidos por el Consejo.  
Por su parte, la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas es el 
foro más importante del mundo en materia de derechos humanos. La Comisión, 
establecida en 1946 para establecer la estructura jurídica e internacional que 
protege nuestros derechos y libertades fundamentales, ha ido ampliando a lo 
largo de los años su mandato inicial para ocuparse de toda la problemática de 
los derechos humanos. La Comisión sigue fijando las normas por las que se rige 
la conducta de los Estados, pero también actúa como foro en el que todos los 
países, grandes o pequeños, los grupos no gubernamentales y los defensores 
de los derechos humanos de todo el mundo pueden expresar sus inquietudes. 
La Comisión se reúne cada año en Ginebra durante seis semanas y está 
integrada por 53 Estados miembros. Cada año, más de 3.000 delegados, en 
representación de Estados Miembros, de países con condición de observadores 
y de organizaciones no gubernamentales participan en la Comisión. Durante su 
período ordinario de sesiones anual, la Comisión aprueba alrededor de un 
centenar de resoluciones, decisiones y declaraciones de la Presidencia sobres 
cuestiones que atañen a las personas en cualquier región y circunstancias. 
Asisten a la Comisión la Subcomisión de Promoción y Protección de los 
Derechos Humanos, varios grupos de trabajo y una red de expertos, 
representantes y relatores que le presentan informes sobre cuestiones 
concretas. 
La expresión procedimientos especiales se refiere a los mecanismos 
establecidos por el Consejo de Derechos Humanos para hacer frente, o bien a 
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Actualmente, hay 33 mandatos temáticos y 8 mandatos por país. La Oficina del 
Alto Comisionado para los Derechos Humanos presta apoyo a estos 
mecanismos facilitándoles el personal y el apoyo logístico y de investigación 
necesarios para el desempeño de sus mandatos. 
Los mandatos de los procedimientos especiales, por lo general encomiendan a 
los titulares de mandatos a examinar, supervisar, prestar asesoramiento e 
informar públicamente sobre las situaciones de derechos humanos en países o 
territorios específicos, conocidos como mandatos por país, o sobre los 
principales problemas de violaciones de derechos humanos a nivel mundial, 
conocidos como mandatos temáticos. Los procedimientos especiales se ocupan 
de diversas actividades, a saber, dar respuesta a las denuncias individuales, 
realizar estudios, prestar asesoramiento en materia de cooperación técnica en 
los países y participar en las actividades generales de promoción de los 
derechos humanos. 
 Órganos originados de tratados 
Desde que se adoptó la Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948, 
todos los Estados miembros de la ONU han ratificado al menos uno de los 
principales tratados internacionales de derechos humanos, y el 80 por ciento ha 
ratificado cuatro o más. Los Estados han pasado a formar parte de nueve 
principales tratados independientes, interrelacionados y mutuamente 
complementarios, para hacer cumplir los derechos humanos. Hay nueve 
principales tratados internacionales de derechos humanos, uno de los cuales, 
sobre desapariciones forzadas, no han entrado aún en vigor.  
Los ocho órganos de tratados de derechos humanos están constituidos por 
comités de expertos independientes encargados de supervisar la aplicación de 
los principales tratados internacionales de derechos humanos. Se han creado de 
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Hay nueve órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos que 
supervisan la aplicación de los principales tratados internacionales de derechos 
humanos :  
 Comité de Derechos Humanos (CCPR) 
 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) 
 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD) 
 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW)   
 Comité contra la Tortura (CAT)    
 Subcomité para la Prevención de la Tortura (SPT)  
 Comité de los Derechos del Niño (CRC) 
 Comité para la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares (CMW) 
 Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad (CRPD) 
 Comité contra la Desaparición Forzada (CED) 
A continuación se explicará sobre los órganos que tienen mayor relación con la 
protección de los derechos humanos, 
 Comité de Derechos Humanos (CCPR) 
Surgimiento  
La creación de este Comité, se da a partir del Artículo 28 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos que dispuso que éste se compondrá de dieciocho 
miembros, y desempeñará las funciones que se detallan en el mismo 
instrumento. 
Normativa Jurídica  
El Comité de Derechos Humanos como órgano de expertos independientes 
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por sus Estados Partes. Además del Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966). 
La plena competencia del Comité se extiende al Segundo Protocolo Facultativo 
del Pacto relativo a la abolición de la pena de muerte respecto de los Estados 
que han aceptado el Protocolo. 
Funciones 
Para asegurar el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, el Comité  redacta observaciones generales, en las que recoge su 
interpretación del Pacto; examina los informes que cada cuatro años envían los 
Estados que han ratificado el Pacto y en el que explican las medidas adoptadas 
para hacer efectivos los derechos reconocidos; finalmente, conoce de casos 
concretos, ya que el artículo 41 del Pacto establece que el Comité debe 
examinar las denuncias entre los Estados.  
El Comité se reúne en Ginebra o en Nueva York y normalmente celebra tres 
períodos de sesiones al año. 
El Comité también publica su interpretación del contenido de las disposiciones 
de derechos humanos, denominadas observaciones generales sobre cuestiones 
temáticas o sus métodos de trabajo. 
 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) 
Surgimiento 
El Comité se estableció en virtud de la resolución 1985/17, de 28 de mayo de 
1985, del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) para 
desempeñar las funciones de supervisión asignadas a este Consejo en la parte 
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El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) es el 
órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales por sus Estados 
Partes. 
 El 10 de diciembre de 2008, la Asamblea General aprobó por unanimidad el 
Protocolo Facultativo (AG, resolución A/RES/63/117) del Pacto Internacional de 
Derechos, Económicos, Sociales y Culturales, que establece la competencia del 
Comité para recibir y considerar comunicaciones. 
Funciones 
Todos los Estados Partes deben presentar al Comité informes periódicos sobre 
la manera en que se ejercitan esos derechos. Inicialmente, los Estados deben 
presentar informes a los dos años de la aceptación del Pacto y luego cada cinco 
años. El Comité examina cada informe y expresa sus preocupaciones y 
recomendaciones al Estado Parte en forma de observaciones finales.  
Asimismo, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales puede 
considerar comunicaciones individuales relacionadas con los derechos 
económicos, sociales y culturales en el contexto de su tratado una vez que el 
Protocolo entre en vigor.  
El Comité no puede examinar las denuncias de los particulares, aunque se está 
estudiando un proyecto de Protocolo Facultativo del Pacto que facultaría al 
Comité para ello. La Comisión de Derechos Humanos ha establecido un grupo 
de trabajo al respecto. Sin embargo, es posible que otro comité con competencia 
para examinar comunicaciones de los particulares considere cuestiones 
relacionadas con los derechos económicos, sociales y culturales en el contexto 
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El Comité se reúne en Ginebra y normalmente celebra dos períodos de sesiones 
al año, que constan de una sesión plenaria de tres semanas y un grupo de 
trabajo anterior al período de sesiones que se reúne durante una semana, 
también publica su interpretación de las disposiciones del Pacto, en forma de 
observaciones generales. 
 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 
Surgimiento 
El artículo 8 de la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial estableció la constitución del Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial  compuesto de dieciocho expertos de 
gran prestigio moral y reconocida imparcialidad, elegidos por los Estados partes 
entre sus nacionales, los cuales ejercerán sus funciones a título personal; 
asimismo, en la constitución del Comité se tuvo en cuenta una distribución 
geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización, 
así como de los principales sistemas jurídicos. 
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial fue el primer órgano 
creado por las Naciones Unidas para vigilar y examinar las medidas adoptadas 
por los Estados para cumplir con las obligaciones que les incumben en virtud de 
un acuerdo concreto de derechos. 
Normativa Jurídica 
El comité supervisa la aplicación de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial por sus Estados 
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Todos los Estados Partes deben presentar al Comité informes periódicos sobre 
la manera en que se realizan los derechos. Inicialmente, los Estados deben 
presentarlos un año después de su adhesión a la Convención y luego cada dos 
años. Asimismo, examina cada informe y expresa sus preocupaciones y 
recomendaciones al Estado Parte en forma de observaciones finales. 
Además del procedimiento de presentación de informes, la Convención 
establece otros tres mecanismos mediante los cuales el Comité desempeña sus 
funciones de supervisión: el procedimiento de alerta temprana, el examen de las 
denuncias entre los Estados y el examen de las denuncias de particulares. 
El Comité se reúne en Ginebra y normalmente celebra dos períodos de sesiones 
que duran tres semanas cada uno. 
 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
Surgimiento 
En el artículo 17 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer se establece el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, con el fin de examinar los progresos realizados 
en la aplicación de sus disposiciones. 
Normativa Jurídica 
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, aprobada el 18 de diciembre de 1979. 
Asimismo, El Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer es un instrumento  
complementario de la Convención, que permite a las partes a reconocer la 
competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
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El Comité funciona como un sistema de vigilancia con el fin de examinar la 
aplicación de la Convención por los Estados que la hubieren ratificado o se 
hubieren adherido a ella. Esto se hace principalmente mediante el examen de 
los informes presentados por los Estados Partes. De igual forma, estudia esos 
informes y formula propuestas y recomendaciones sobre la base de su estudio. 
También puede invitar a organismos especializados de las Naciones Unidas a 
que envíen informes para su estudio y puede recibir información de 
organizaciones no gubernamentales. El Comité informa todos los años sobre sus 
actividades a la Asamblea General a través del Consejo Económico y Social, el 
cual transmite estos informes a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de 
la Mujer para su información.  
El Comité se reúne durante dos semanas todos los años. Es la reunión más 
breve de todos los comités creados en virtud de un tratado de derechos 
humanos. 
El artículo 21 de la Convención, establece que el Comité podrá hacer 
sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de 
los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes.  
Las recomendaciones generales formuladas por el Comité tienen un alcance y 
unos efectos limitados. Al dirigirse a todos los Estados Partes y no a Estados 
concretos, el alcance de esas recomendaciones suele ser muy amplio, y el 
cumplimiento resulta difícil de comprobar. Esas recomendaciones, al igual que 
toda propuesta hecha por el Comité a los distintos Estados Partes, no tienen 
fuerza de obligar.  
En la Recomendación general Nº 19, aprobada en su 11º período de sesiones 
en 1992, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
exploró el tratamiento de la violencia de motivación sexual en los diversos 
artículos de la Convención. En su 12º período de sesiones, en 1993, el Comité 
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Comité ha adoptado un programa de trabajo, en el que los diversos artículos 
sustantivos de la Convención serán examinados sucesivamente durante sus 
períodos de sesiones anuales.  
 Comité contra la Tortura 
Surgimiento 
El Comité contra la Tortura es el órgano de expertos independientes creado de 
conformidad al artículo 17 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 
Normativa Jurídica 
Su composición y campo normativo se basa en la Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (1984) y el Protocolo 
Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
inhumanos o Degradantes (2002). 
Funciones 
Todos los Estados Partes deben presentar al Comité informes periódicos sobre 
la manera en que se realizan los derechos. Inicialmente, los Estados deben 
informar un año después de su adhesión a la Convención y luego cada cuatro 
años. El Comité examina cada informe y expresa sus preocupaciones y 
recomendaciones al Estado Parte en forma de observaciones finales.  
Además del procedimiento de presentación de informes, la Convención 
establece otros tres mecanismos mediante los cuales el Comité desempeña sus 
funciones de supervisión: examinar las denuncias o comunicaciones de los 
particulares que afirman que se ha atentado contra los derechos consagrados en 
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El Protocolo Facultativo a la Convención crea un Sub Comité para la prevención 
el cual llevara a cabo visitas in-situ para inspeccionar lugares de detención en 
conjunción con los órganos nacionales de visitas. El Comité se reúne en Ginebra 
y normalmente celebra dos períodos de sesiones al año que constan de una 
sesión plenaria (de tres semanas en mayo y dos semanas en noviembre), y un 
grupo de trabajo anterior al período de sesiones de una semana de duración. 
El Comité también publica su interpretación del contenido de las disposiciones 
de derechos humanos, en forma de observaciones generales sobre cuestiones 
temáticas. 
 Comité de los Derechos del Niño 
Surgimiento 
El artículo 43 de la Convención sobre los Derechos del Niño, con la finalidad de 
examinar los progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas por los Estados Partes en la presente Convención, creó el Comité de 
los Derechos del Niño. 
Normativa Jurídica 
El Comité de los Derechos del Niño, supervisa la aplicación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño por sus Estados Partes. Asimismo, también 
supervisa la aplicación de los dos protocolos facultativos de la Convención, 
relativos a la participación de niños en los conflictos armados, a la venta de 
niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. 
Funciones 
Todos los Estados Partes deben presentar al Comité informes periódicos sobre 
la manera en que se ejercitan los derechos. Inicialmente, los Estados deben 
presentar un informe dos años después de su adhesión a la Convención y luego 
cada cinco años. El Comité examina cada informe y expresa sus preocupaciones 
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manera examina los informes adicionales que deben presentar los Estados que 
se han adherido a los dos protocolos facultativos de la Convención. 
El Comité se reúne en Ginebra y normalmente celebra tres períodos de sesiones 
al año que constan de una sesión plenaria de tres semanas y un grupo de 
trabajo anterior al período de sesiones que se reúne durante una semana. 
Publica su interpretación del contenido de las disposiciones sobre derechos 
humanos, en forma de observaciones generales sobre cuestiones temáticas y 
organiza días de debate general. 
 Comité de Derechos de los Trabajadores Migratorios 
Surgimiento 
El Artículo 72 de la Convención  Internacional sobre la protección de los 
derechos de todos los trabajadores migratorios y sus familiares creó el Comité 
de derechos de los trabajadores migratorios con el fin de observar la aplicación 
de la  Convención. 
Normativa Jurídica 
El Comité supervisa la aplicación de la Convención Internacional sobre la 
protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares.  
Funciones 
Todos los Estados Partes deben presentar al Comité informes periódicos sobre 
la manera en que se ejercitan los derechos. Inicialmente, los Estados deben 
presentar un informe un año después de su adhesión a la Convención, y luego 
cada cinco años.  
El Comité también podrá, en determinadas circunstancias, examinar denuncias o 
comunicaciones presentadas por particulares que afirman que sus derechos 
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Partes hayan aceptado este procedimiento de conformidad con el artículo 77 de 
la Convención. 
El Comité se reúne en Ginebra y normalmente celebra un período de sesiones al 
año. 
 Comité de los derechos de las personas con discapacidad 
Surgimiento 
El artículo 34 de la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, estableció la creación del Comité de los derechos de las personas 
con discapacidad. 
Normativa Jurídica 
El Comité de los derechos de las personas con discapacidad supervisa la 
aplicación de la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad aprobada por consenso en la Asamblea General de Naciones 
Unidas el 13 de diciembre de 2006 y entró en vigor junto con el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad 3 de mayo de 2008. 
2.1.1.3. Protección de los Derechos Humanos en los Sistemas Regionales 
Los sistemas, regionales, se crean para de una u otra forma, reforzar el sistema 
universal, garantizando así los derechos humanos, dándole fuerza y efectividad 
jurídica a todos los documentos que regulan dicha materia, y extendiéndola a las 
diferentes normativas internacionales suscritos por los diferentes países 
integrantes de los subsistemas regionales. 
2.1.1.3.1. Sistema Europeo 
Origen Este sistema nació dentro del marco de la Convención Europea de 
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siendo el sistema regional con más avances y progresos  registrado sobre la 
materia, en términos comparativos con otros sistemas. 
La Convención en mención, estableció un sistema compuesto inicialmente por 
una Comisión Europea de Derechos Humanos y un Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (TEDH). Sin embargo, con la entrada en vigor del Protocolo 
Adicional Nº 11, la Comisión y la Corte Europea se fusionaron, el 11 de 
Noviembre de 1998, quedando como único órgano, el denominado Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, con sede en Estrasburgo (Francia), al cual, hoy 
en día, pueden recurrir directamente las víctimas que alegan violación de los 
derechos consagrados al amparo de la Convención Europea de Derechos 
Humanos y Libertades Fundamentales. 
En tal sentido, con las reformas introducidas en la Convención Europea se 
suprimió la Comisión Europea de Derechos Humanos, y se estableció como 
único órgano a la Corte Europea de Derechos Humanos. 
En cuanto a los derechos protegidos por el Convenio Europeo para la protección 
de los derechos humanos (CEDH) se encuentran, en primer lugar, el derecho a 
la vida (artículo 2) del que nadie podrá ser privado si no es en ejecución de una 
condena que imponga la pena capital; la prohibición de la tortura, tratos 
inhumanos o degradantes (artículo 3)  de la esclavitud y del trabajo forzado 
(artículo 4); el derecho a la libertad y a la seguridad (artículo 5) invocado con 
gran frecuencia con ocasión de la detención preventiva; el derecho a un proceso 
equitativo (artículo 6), objeto de la mayoría de las sentencias dictadas por el 
TEDH; el principio Nullum crimen sine lege, contemplado en el artículo 7; el 
derecho al respeto a la vida privada y familiar (artículo 8); el derecho a la libertad 
de pensamiento, de conciencia y de religión (artículo 9), el derecho a la libertad 
de expresión (artículo 10) y el derecho a la libertad de reunión y asociación 
(artículo 11); el derecho a contraer matrimonio y a fundar una familia (artículo 12) 
y, por último, el derecho a un recurso efectivo (artículo 13) y de la prohibición de 
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Compartimos la opinión de Ruiloba (2006) en cuanto a que: “el Convenio se 
refiere casi exclusivamente a los derechos civiles y políticos ya que los derechos 
económicos, sociales y culturales están protegidos por la Carta Social 
Europea.”(p.2). En el ámbito del Consejo de Europa, se han ratificado varios 
Convenios en materia de protección de los derechos humanos, así, el Convenio 
europeo para la Prevención de la tortura y de los tratos o penas inhumanos o 
degradantes, el Convenio-marco para la protección de las minorías nacionales, 
el Comité europeo contra el Racismo y la xenofobia, etc. 
 
Los derechos contemplados en los Protocolos adicionales obligan únicamente a 
aquellos Estados que los hayan ratificado, hecho que origina cierto relativismo 
en la aplicación del Convenio al crear distintos regímenes jurídicos para los 
Estados Partes dependiendo que acepten o no la extensión de los derechos 
reconocidos en cada uno de los Protocolos. Así, por ejemplo, el Protocolo nº 1 
contempla la protección de la propiedad; el Protocolo nº 6 se refiere a la 
abolición de la pena de muerte, que ha sido completado más recientemente por 
el Protocolo nº 13 destinado a abolir la pena de muerte en todas las 
circunstancias. 
 
Órganos de control instituidos por el Convenio Europeo de Derechos 
Humanos 
 
En un principio, el sistema de control instaurado por el CEDH que se mantuvo 
vigente hasta la entrada en vigor del Protocolo nº 11 estaba compuesto por tres 
órganos: 
 
 La Comisión Europea de Derechos Humanos, que era el órgano ante quien los 
individuos o los Estados Partes se dirigían para alegar la vulneración del 
Convenio. 
 
La Comisión se pronunciaba acerca de la admisibilidad de la demanda  y se 
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admisible, intentaba un acuerdo amistoso entre las partes para evitar un 
pronunciamiento sobre el fondo y solucionar de forma más rápida el conflicto. El 
contenido del acuerdo era supervisado por la Comisión para evitar que las partes 
pudieran resultar perjudicadas e, incluso, podía decidir no aceptarlo y seguir 
adelante con el examen del caso si consideraba que era de interés para la 
defensa de los derechos humanos y requería un examen del fondo. 
 
En caso de no conseguir dicho acuerdo, la Comisión emitía una Decisión en el 
que se pronunciaba acerca de la existencia o no de vulneración de una de las 
disposiciones del Convenio, que era transmitida al Comité de Ministros. Este  
 
órgano siguió funcionando un año después de la entrada en vigor del Protocolo 
nº 11 y se extinguió el 31 de octubre de 1999. 
 
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos era el órgano encargado de 
pronunciarse por medio de una sentencia definitiva y de carácter declarativo, 
sobre los casos que le fueran elevados por la Comisión, por el Estado 
demandado o por el Estado del cual el demandante fuera nacional. Para decidir 
de un caso, se contaba con la Decisión de la Comisión, que no le vinculaba, en 
la que quedaban establecidos los hechos y el parecer de la Comisión acerca de 
la existencia o no de vulneraciones de los derechos invocados. El Tribunal se 
extinguió al mismo tiempo que la Comisión. 
Gómez (2004) afirma que:  
El Comité de Ministros del Consejo de Europa era el órgano encargado de 
efectuar el seguimiento de la ejecución de las sentencias del TEDH y de 
adoptar decisiones definitivas sobre las demandas examinadas por la 
Comisión que no hubieran sido llevadas al Tribunal. (p. 18). 
Normalmente a causa de existir abundante jurisprudencia sobre la materia, en 
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A partir de 1980, el creciente número de casos presentados ante los órganos de 
control instituidos por el Convenio consiguió colapsar prácticamente el sistema 
europeo de protección. Este problema se vio agravado con la adhesión de 
nuevos Estados de Europa Oriental y Central que, a su vez, presentaron 
numerosas demandas ante las instancias europeas. Todo ello dio lugar a un 
amplio debate sobre la necesidad de reformar el mecanismo de control que 
concluyó con la adopción del Protocolo nº 11. 
 
El 1 de noviembre de 1998 tuvo lugar la modificación más importante del sistema 
de control establecido en el CEDH con la entrada en vigor del Protocolo nº 11 
que realiza una modificación completa del sistema anterior mediante la 
introducción de cambios esenciales en el procedimiento ante el Tribunal con la 
consiguiente desaparición de los anteriores órganos de control. El citado 
Protocolo establece un nuevo Tribunal que actuará con carácter permanente en 
la sede del Palacio de Derechos Humanos de Estrasburgo sustituyendo así a la 
Comisión y al anterior Tribunal que se reunía sólo durante unas semanas al año. 
 
El nuevo Tribunal está formado por tantos jueces como Estados Partes. Son 
elegidos por la Asamblea Parlamentaria y forman parte del Tribunal a título 
individual. La duración del mandato es de seis años con posibilidad ilimitada de 
reelección hasta el límite de la edad establecida (70 años).  
 
Este exige una dedicación permanente y los jueces, además de gozar de la más 
alta consideración moral y reunir las condiciones requeridas, no podrán ejercer 
durante su mandato ninguna actividad que sea incompatible con las exigencias 
de independencia, imparcialidad o disponibilidad necesaria para ejercer la 
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Organización y Funcionamiento del Tribunal 
 
El Tribunal actúa en Comités de tres jueces, Salas de siete Jueces y en dos 
formaciones de Gran Sala compuestas por 17 jueces (más suplentes). Las 
cuestiones administrativas y de organización se discuten en el Pleno del Comité. 
Las Salas se constituyen en el seno de las Secciones, término que figura sólo en 
el Reglamento del Tribunal.  
 
También dispone  de dos Grandes Salas de 17 miembros y tres jueces 
suplentes. Sólo algunos casos son examinados por la Gran Sala ya sea por la 
inhibición de la Sala en cualquier momento del procedimiento antes de dictar 
sentencia, como por remisión del caso a petición de una de las partes una vez 
dictada la sentencia de Sala. 
 
El Tribunal tiene una Secretaría permanente compuesta por unas 200 personas 
de las cuales 100 son letrados organizados en 16 Unidades por razón de 




Fase de la admisibilidad de la demanda 
 
Todo Estado contratante o individuo que alegue ser víctima de una violación del 
Convenio, puede dirigir directamente al TEDH una demanda a causa de la 
vulneración, por un Estado Parte, de alguno de los derechos garantizados por el 
Convenio. (Artículo 34 del Convenio Europeo) 
 
 Intento de arreglo amistoso 
 
La conciliación la ejercerá el Secretario de las cinco Secciones y, 
posteriormente, habrá una decisión del Tribunal excluyendo el asunto de la lista 
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por ejemplo, sólo requiera fijar la cuantía de la indemnización por un retraso 
indebido en un procedimiento judicial por lo que hay que poner de acuerdo a las 
partes. Esta fase del procedimiento es confidencial, adopta forma de Sentencia y 
se comunica por escrito a las partes y al Comité de Ministros. De esta forma, el 
Estado evitará ser condenado públicamente y el demandante obtiene más 
rápidamente la satisfacción que buscaba. 
 
El Examen de las condiciones de admisibilidad de la demanda 
 
La eficacia del recurso individual está limitada por el examen por parte del 
Tribunal de las condiciones de admisibilidad de la demanda. Teniendo en cuenta 
que el mecanismo instaurado por el Convenio tiene un carácter subsidiario 
respecto a las jurisdicciones internas,  resulta esencial la labor del Tribunal en 
este sentido al igual que la existencia de mecanismos internos efectivos que 
garanticen la protección de los derechos humanos. 
 
Al Tribunal no podrá recurrirse sino después de agotar las vías de los recursos 
internos, tal como se entiende según los principios de Derecho internacional 
generalmente reconocidos. Las condiciones de admisibilidad vienen establecidas 
en el artículo 35 del CEDH. 
 
Función Consultiva 
Conforme al Artículo 47 del CEDH, el Tribunal Europeo podrá emitir opiniones 
consultivas, a solicitud del Comité de Ministros, acerca de cuestiones jurídicas 
relativas a la interpretación del Convenio y de sus Protocolos.  
 
Estas opiniones no podrán referirse ni a las cuestiones que guarden relación con 
el contenido o la extensión de los derechos y libertades definidos en el Título I 
del Convenio y de sus Protocolos, ni sobre las demás cuestiones de las que el 
Tribunal o el Comité de Ministros pudieran conocer de resultas de la 
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La resolución del Comité de Ministros de solicitar una opinión al Tribunal, se 
adoptará por mayoría de los representantes con derecho a intervenir en el 
Comité. 
 




Una de las primeras manifestaciones resultado de la preocupación por el estado 
de los derechos humanos en el continente africano data de 1961. En esta fecha 
ciento noventa y cuatro juristas de treinta y dos países (veintitrés de ellos 
africanos) llevaron a cabo la Conferencia Africana sobre el Imperio de la Ley en 
Lagos, Nigeria, bajo los auspicios de la Comisión Internacional de Juristas. En la 
cual se acordó llamar a los Estados africanos a que adoptaran una convención 
de derechos humanos. En sus conclusiones y recomendaciones, también 
señalaron que debían comprometerse con el constitucionalismo y el Estado de 
derecho, además, propusieron la creación de una corte a la cual pudiera acudir 
toda persona bajo la soberanía de los Estados signatarios. 
 
Con el apoyo de la Organización de la Unidad Africana (OUA)2 en 1967 y 1968 
se celebraron conferencias organizadas por la Asociación de Barras 
Francófonas Africanas en colaboración con la Comisión Internacional de 
Juristas. 
 
En la reunión de Dakar de 1978 se estableció un Comité para dar seguimiento a 
las conclusiones y recomendaciones derivadas y se solicitó al entonces 
Presidente de Senegal, Leopold Senghor, que presentara una resolución en la 
reunión de Monrovia de 1979. El seminario organizado por las Naciones Unidas 
en este país había iniciado un trabajo preliminar denominado “Propuestas de 
                                                          
2
La Organización para la Unidad Africana (OUA) fue una organización regional que agrupaba a 
los países del continente africano. Fue fundada el 25 de mayo de 1963 (un año después de la 
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Monrovia para la Creación de una Comisión Africana de Derechos Humanos”, 
cuyas recomendaciones fueron tomadas en cuenta posteriormente por la 
Comisión encargada de la redacción de la Carta de Derechos Humanos. 
 
En su 16º período de sesiones la Asamblea de Jefes de Estado y de Gobierno 
adoptó una resolución que invitaba a la Secretaría General de la OUA a nombrar 
un comité de expertos para preparar una carta de derechos humanos para África 
y a establecer órganos de promoción y protección. Estos especialistas en su 
mayoría fueron juristas elegidos sobre la base de su competencia y honor y 
trabajaron en conjunto con representantes de los Estados miembro de la OUA. 
 
Como referencia, los redactores de la carta debían guiarse en los siguientes 
postulados: 
 Tradiciones y principios de la sociedad africana; 
 Respeto por las opiniones políticas en África y un balance entre los 
diferentes sistemas doctrínales. 
 Equilibrio entre los derechos individuales y colectivos, y entre los 
derechos civiles y políticos y los económicos, sociales y culturales; 
 Proveer la protección y promoción de los derechos a través de una 
Comisión, pero que las decisiones finales correspondieran a la Asamblea 
de Jefes de Estado y de Gobierno de la OUA; y, 
 Tomar en cuenta lo que los Estados africanos estaban preparados para 
aceptar en materia de derechos humanos. 
 
Debe señalarse que la resolución no hace mención alguna a la creación de una 
corte, como una institución necesaria para la promoción y la protección de los 
derechos humanos, incluso, KébaMbaye, una experta en el sistema africano, 
opina que lo que buscaban los líderes políticos de ese continente era retener el 
derecho a decidir en última instancia. 
 
Después del escrutinio y comentarios del Consejo de Ministros de la OUA, la 
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19º reunión de la OUA, celebrada en Nairobi, Kenya, el 27 de junio de 1981.Es 
importante señalar que, del proyecto original, solamente fueron aprobados 11 de 
los 63 artículos.  
 
La mayoría de las disposiciones modificadas buscaban exaltar y marcar una 
diferencia propia del sistema africano de derechos humanos respecto a los 
demás. En este sentido, la Carta fue muy innovadora. Se separó de los 
instrumentos tradicionales de derechos humanos que daban preeminencia a los 
derechos individuales, y se refería tanto a éstos como a los derechos colectivos. 
 
 
El resultado fue la combinación de derechos tanto de primera y segunda 
generación con derechos de tercera generación, es decir, por primera vez se 
incluyeron este tipo de derechos en un mismo instrumento internacional, lo cual 
resultó relevante pues fue una indicación de que los derechos individuales 
dejarían de ser la única piedra angular del discurso de los derechos humanos. 
 
Coincidimos con Truyol y Serra(2000) en que: “Además, lo más significativo de 
la Carta es su voluntad de integrar la tradición africana en el acervo común de 
los derechos humanos.” (p. 94) 
 
La Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (también conocida 
como la Carta de Banjul) es un instrumento de derechos humanos internacional 
cuyo objetivo es promover y proteger los derechos humanos y libertades básicas 
en el continente africano.  
 
Surgió bajo la supervisión de la Organización para la Unidad Africana. En su 
Asamblea de Jefes de Estado y de Gobierno de 1979 adoptó una resolución en 
favor de la creación de un comité de expertos para redactar un borrador de un 
instrumento de derechos humanos de ámbito continental similar a los ya 
existentes en Europa (Convención Europea de Derechos Humanos) y América 
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La Carta Africana tiene dos matices importantes. Como ya lo mencionamos, 
establece tanto derechos individuales como colectivos. Aparentemente, estos 
últimos fueron incluidos ante la insistencia en la orientación socialista de países 
africanos como Etiopía y Mozambique, por lo que la importancia de la referencia 
a ambas categorías de derechos en un solo instrumento es la afirmación de que 
su violación, incluso cuando se trata de un derecho colectivo, tiene 
consecuencias jurídicas, lo que conlleva a su reparación, es decir, no existe un 
derecho establecido en la Carta que no pueda hacerse efectivo o que no esté 
garantizado. 
 
La proclamación de derechos tanto individuales como colectivos también refleja 
valores africanos y la idea de una civilización africana. 
 
La Carta Africana también tiene como característica distintiva que no contiene 
cláusulas generales que permitan la suspensión de los derechos y libertades, en 
su lugar, el goce de los derechos civiles y políticos que consagra se encuentra 
sujeto a las llamadas cláusulas de freno, las cuales limitan el ejercicio de cada 
derecho en determinadas condiciones. 
 
La Carta Africana posee una característica única al incluir la noción de pueblos, 
lo cual refleja la importancia que les otorga, empezando por su nombre. Este 
término es usado en ocho de los diez párrafos de su preámbulo. Además, el 
Capítulo I de la Parte I se refiere a los Derechos Humanos y de los Pueblos, 
abarcando tanto derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, 
así como de los pueblos. 
 
Derechos protegidos por la Carta Africana de los derechos humanos y de los 
pueblos: 
 
Los derechos civiles y políticos o derechos de primera generación, han sido 
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económicos, sociales y culturales, en aquéllos los Estados tienen un papel 
pasivo más que activo. 
 
Tomamos el criterio de Bobbio (1997) quien considera que a los derechos civiles 
también se les conoce como “libertades negativas” puesto que se refieren a 
situaciones en las cuales “un sujeto tiene la posibilidad de obrar o de no obrar, 
sin ser obligado a ello o sin que se lo impidan otros sujetos.(p. 94) 
 
El mismo autor señala que a los derechos políticos se les considera como 
libertades de autonomía porque implican la posibilidad de que los sujetos 
orienten su voluntad y tomen decisiones sin verse constreñidos por la voluntad 
de otros. Pero, lo más importante de ambas categorías de derechos es su 
naturaleza negativa, la cual, en teoría, implica que sean cumplidos más 
fácilmente. No obstante, también es cierto que para disfrutar de los derechos 
civiles y políticos los Estados sí deben llevar a cabo ciertas acciones, más que 
abstenerse, por ejemplo, el derecho de obtener justicia implica que los Estados 
organicen todo un aparato judicial para hacer efectivo tal derecho. 
 
La Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
 
La Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP) fue 
establecida por la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (21 de 
octubre de 1986) después de su adopción en Nairobi (Kenia) en 1981 por la 
Asamblea de Jefes de Estado y de Gobierno de la Organización para la Unidad 
Africana (OUA).  
 
La Comisión desarrolla varias tareas que conciernen a la promoción y protección 
de los derechos humanos. Es importante destacar que las decisiones adoptadas 
por la Comisión no son vinculantes. Estas son: 
 
• Recopila documentos e investigaciones sobre la situación africana 
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• Organiza conferencias y difunde información sobre derechos humanos en 
África. 
• Interpreta los contenidos de la Carta Africana de Derechos Humanos y de 
los Pueblos y sus Protocolos. 
• Revisa informes por país sobre la situación de los derechos humanos. 
• Recibe, analiza e investiga comunicaciones individuales e interestatales. 
• Pide a los Estados que adopten medidas provisionales para evitar daños 
graves e irreparables a la vida humana y la integridad personal en casos 
urgentes. 
 
• Publica informes sobre la situación de los derechos humanos. 
• Lleva a cabo visitas para observar la situación de los derechos humanos 
en diversos países. 
Para presentar un caso ante la Comisión es necesario cumplir con las siguientes 
pautas: 
• Los casos sólo pueden presentarse después de haber agotado todos los 
recursos legales internos disponibles. 
• Los casos deben presentarse dentro de un tiempo razonable a partir de la 
fecha en que se agotaron los recursos internos. 
 
La promoción de los derechos humanos es una tarea que también lleva a cabo 
la comisión africana, de gran importancia para el respeto y reconocimiento de los 
derechos humanos. Si la sociedad no conoce sus derechos es muy probable que 
la misma no pueda asegurarse o reclamar que sean protegidos, por lo tanto, el 
objeto de la promoción de los derechos también es proteger a los individuos de 
su violación. Por ello, el principal propósito de esta función de la Comisión es 
concientizar a la sociedad sobre temas de derechos humanos, como un esfuerzo 
para afianzar la protección de los derechos humanos y de los pueblos. 
 
En cuanto a la función de Protección que posee la Comisión en base a los 
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está facultada para conocer comunicaciones interestatales e individuales, es 
decir, de Estados y de particulares. 
 
La Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
 
La Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos es el más reciente de 
los tres organismos regionales de derechos humanos. En 1998, 
aproximadamente cuatro años después del inicio del proceso de discusión, la 
Asamblea aprobó el “Protocolo de la Carta Africana sobre Derechos Humanos y 
de los Pueblos para el Establecimiento de una Corte Africana de Derechos  
 
Humanos y de los Pueblos”, el cual entró en vigor el 25 de enero de 2004. 
Según la Unión Africana, la Corte constituye un órgano clave porque 
complementa el mandato de protección de la Comisión. 
 
La Corte Africana tendrá dos funciones: una contenciosa y una consultiva. 
Respecto a la primera, podrá conocer de casos presentados por la Comisión, los 
Estados Parte y las organizaciones gubernamentales, y por los individuos 
cuando el Estado responsable haya aceptado previamente la competencia de la 
Corte para recibir este tipo de comunicaciones, que versen sobre la 
interpretación y aplicación de la Carta Africana, el Protocolo y cualquier otro 
instrumento relativo a los derechos humanos. 
 
En su función consultiva, la Corte también podrá emitir opiniones a solicitud de 
una organización reconocida por la UA o por un Estado Parte, sobre cualquier 
disposición de la Carta Africana o cualquier otro instrumento africano sobre 
derechos humanos. Pero en ésta se presenta un problema de concurrencia, 
pues la Comisión Africana también puede emitir opiniones consultivas. 
 
Al respecto, lo que se ha propuesto es que ambos órganos colaboren de tal 
manera que armonicen sus opiniones para lograr interpretaciones compatibles, 
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desprende del hecho de que el Protocolo establece que la Corte debe 
asegurarse que la materia de la opinión no se relacione con algún asunto que se 
encuentre conociendo la Comisión, suponemos que para evitar un 
prejuzgamiento. 
 
Lo más interesante es el estrecho vínculo existente entre ambos órganos, 
reflejado principalmente en lo señalado por el preámbulo del Protocolo, según el 
cual el objetivo principal de la Corte es completar y reforzar la misión de la 
Comisión Africana, además de que este instrumento también dispone que para 
el análisis de los requisitos de admisibilidad la Corte debe tomar en cuenta su 
complementariedad con la Comisión. 
 
Entre las principales funciones de la Corte, determinadas en  La Carta Africana, 
ésta puede: 
• Dictar decisiones vinculantes y ordenar medidas de reparación en 
comunicaciones individuales (sólo cuando el Estado afectado haya reconocido 
expresamente su competencia adjudicatoria) o interestatales (para las que no es 
necesario un reconocimiento expreso) 
• Ordenar la adopción de medidas provisionales para evitar daños graves e 
irreparables a la vida humana y la integridad personal en casos urgentes y 
adoptar opiniones consultivas sobre la interpretación de la Carta Africana y sus 
Protocolos. 
2.1.1.3.3. El Sistema Interamericano de promoción y protección de los 
derechos humanos 
 
Dado que este es el tema central de este trabajo monográfico, se le dará mayor 
énfasis y desarrollo, con la finalidad de detallar aspectos esenciales del Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. 
 
Los derechos humanos en general, no pueden abstraerse de las circunstancias 
socio-políticas del momento. Ello debido a que, en principio, sólo los Estados 
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mismos los que crean y aprueban los instrumentos legales para su protección 
(tanto internos como internacionales).  
 
Así, los sistemas de protección internacional se crean, necesariamente, dentro 
de un marco político regional o universal, donde la forma en que la comunidad 
internacional se encuentre organizada juega un papel medular. Así por ejemplo, 
es notable la dificultad para establecer un sistema regional de protección de 
derechos humanos en el Continente asiático debido a la ausencia de una 
organización política regional fuerte que sirva de marco referencial para la 
discusión y aprobación de los instrumentos internacionales adecuados y que, 
además, puedan resultar eficaces. 
 
Navia (1993) afirma que: “el Sistema Interamericano tiene la peculiaridad de que 
sus antecedentes son los de más data de los sistemas regionales con la 
excepción del europeo (p.9)”. Es a partir del Congreso Anfictiónico de Panamá 
(1826) que se desencadena una serie de Congresos y Conferencias 
Interamericanas en las que se desarrollan los principios del panamericanismo y 
los ideales bolivarianos. 
 
El momento culminante de este proceso fue la Novena Conferencia Internacional 
Americana celebrada en Bogotá, Colombia, en 1948. Además de una serie de 
acuerdos vitales para el sistema interamericano, en dicha Conferencia se creó la 
Carta de la OEA y la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del 
Hombre. Sólo un bagaje regional tan basto como el americano podría hacer 
posible la promulgación de tantos instrumentos internacionales en una sola 
reunión internacional. 
 
En 1959 se crea una Comisión Interamericana de Derechos Humanos con 
funciones de promoción y protección de Derechos Humanos pero, con mayor 
énfasis en promoción porque no tenía competencia para tramitar quejas 
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recibir denuncias individuales mediante el Protocolo de Río de Janeiro. En 1967, 
el Protocolo de Buenos Aires dio a la Comisión carácter de órgano de la OEA.  
 
Con sus nuevas funciones, le correspondió a la Comisión Interamericana 
elaborar un proyecto de Convención Americana sobre Derechos Humanos y se 
convocó a una Conferencia especializada sobre la materia para 1969 en San 
José, Costa Rica, la cual tuvo por resultado la emisión de dicha Convención, la  
 
que entró en vigor hasta 1978, cuando se hizo el depósito del undécimo 
instrumento de ratificación. 
 
La Novena Conferencia Internacional Americana y los Derechos Humanos 
 
A lo largo de los años, los Estados Americanos, en ejercicio de su soberanía, 
han adoptado una serie de instrumentos internacionales que se han convertido 
en la base de un sistema regional de promoción y protección de los derechos 
humanos. Dicho sistema normativo reconoce y define estos derechos, establece 
obligaciones tendientes a su promoción y protección, y crea órganos destinados 
a velar por su observancia.  
 
Este sistema interamericano de promoción y protección de derechos 
fundamentales, se inició formalmente con la aprobación de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en la Novena Conferencia 
Internacional Americana celebrada en Bogotá en 1948, en el marco de la cual se 
adoptó la propia Carta de la OEA que proclama los derechos fundamentales de 
la persona humana como uno de los principios en que se funda la Organización. 
Asimismo, se aprobaron varias resoluciones en materia de derechos humanos 
mediante las cuales se adoptaron convenciones sobre la concesión de los 
derechos civiles y políticos de la mujer, y se trataron temas como Condición 
Económica de la Mujer Trabajadora.  
 
De igual manera, se aprobó la Carta Internacional Americana de Garantías 
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fundamentales que deben amparar a los trabajadores de toda clase y que 
constituye el mínimum de derechos que ellos deben gozar en los Estados 
americanos, sin perjuicio de que las leyes de cada uno puedan ampliar esos 
derechos o reconocerles otros más favorables, pues los fines del Estado no se 
cumplen con el solo reconocimiento de los derechos del ciudadano, sino que 
también el Estado debe preocuparse por la suerte de hombres y mujeres, 
considerados ya no como ciudadanos sino como personas y como consecuencia  
debe garantizar simultáneamente el respeto a las libertades políticas y del 
espíritu y la realización de los postulados de la justicia social. 
 
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
 
La Declaración Americana, las disposiciones de la Carta de la OEA referentes a 
los derechos humanos y las resoluciones antes mencionadas, tienen importantes 
antecedentes adoptados en previas reuniones y conferencias interamericanas.  
 
El proyecto de Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
preparado por el Comité Jurídico Interamericano fue presentado y aprobado en 
el marco de la Novena Conferencia celebrada en 1948. La Declaración se 
convirtió en el primer instrumento internacional de su tipo ya que fue adoptada 
con antelación a la aprobación de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos en el seno de las Naciones Unidas.  
 
La Declaración Americana estableció el sistema inicial de protección que los 
Estados americanos consideran adecuado a las actuales circunstancias sociales 
y jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez más en el campo 
internacional, a medida que esas circunstancias vayan siendo más propicias. En 
otra cláusula introductoria, la Declaración indica que los derechos esenciales del 
hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado sino que 
tienen como fundamento los atributos de la persona humana. Por lo tanto, los 
Estados americanos reconocen que cuando el Estado legisla en esta materia, no 
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formación del Estado. En efecto, tales derechos tienen su origen en la naturaleza 
misma de la persona humana.  
 
Tanto la Corte como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos han 
dictaminado que a pesar de haber sido adoptada como una declaración y no 
como un tratado, en la actualidad la Declaración Americana constituye una 
fuente de obligaciones internacionales para los Estados miembros de la OEA. 
 
Es importante señalar también que la Declaración, además de un preámbulo, 
comprende 38 artículos que definen los derechos protegidos y los deberes 
correlativos. La Declaración incluye un catálogo tanto de derechos civiles y 
políticos como de derechos económicos, sociales y culturales. 
 
Suscripción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
 
Los antecedentes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos se 
remontan a la Conferencia Interamericana celebrada en México en 1945, la cual 
encomendó al Comité Jurídico Interamericano la preparación de un proyecto de 
Declaración. Dicha idea fue retomada en la Quinta Reunión de Consulta de 
Ministros de Relaciones Exteriores que se reunió en Santiago de Chile en agosto 
de 1959 y decidió impulsar la preparación de una convención de derechos 
humanos. 
 
El proyecto elaborado por el Consejo Interamericano de Jurisconsultos fue 
sometido al Consejo de la OEA y sujeto a comentario por parte de los Estados y 
de la Comisión Interamericana. En 1967 la Comisión presentó un nuevo proyecto 
de Convención. A fin de analizar los diferentes proyectos, la OEA convocó a una 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, la cual se 
reunió en San José de Costa Rica del 7 al 22 de noviembre de 1969. El 21 de 
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La entrada en vigencia de la Convención el 18 de julio de 1978 constituyó un 
paso fundamental en el fortalecimiento del sistema de protección y permitió 
incrementar la efectividad de la Comisión, establecer una Corte y modificar la 
naturaleza jurídica de los instrumentos en los que se basa la estructura 
institucional. 
 
Según establece el primer párrafo de su Preámbulo, la Convención Americana 
tiene como propósito “consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, 
fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre”. En su parte 
primera, establece la obligación de los Estados de respetar los derechos y 
libertades en ella reconocidos así como su deber de adoptar las disposiciones de 
derecho interno que sean necesarias para hacer efectivo el goce de tales 
derechos. A continuación la Convención define los derechos y libertades 
protegidos, principalmente, los derechos civiles y políticos. En cuanto a los 
derechos económicos, sociales y culturales, al momento de adoptar la 
Convención los Estados sólo se comprometieron a adoptar providencias tanto a 
nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente 
económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los 
derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, 
ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, por vía legislativa u otros medios apropiados (artículo 26). 
 
En su segunda parte, la Convención Americana, establece los medios de 
protección: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, a los que declara órganos competentes 
“para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los 
compromisos contraídos por los Estados partes de la Convención”. Las 
funciones y facultades de la Comisión aparecen enunciadas en los artículos 41 a 
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Los Protocolos a la Convención Americana  
 
Durante su decimoctavo período ordinario de sesiones celebrado en 1988, la 
Asamblea General abrió a la firma el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos,  
 
Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador). El Texto del Protocolo se 
basa en un borrador de trabajo preparado por la Comisión. El Preámbulo de este 
instrumento señala que los Estados partes de la Convención Americana 
reconocen la estrecha relación existente entre los derechos civiles y políticos y 
los derechos económicos, sociales y culturales por cuanto las diferentes 
categorías de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base 
en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual exigen 
una tutela y promoción permanente. Los Estados partes recuerdan igualmente 
que sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la 
miseria, si se crean las condiciones que permitan a cada persona gozar de sus 
derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles 
y políticos.  
 
Al ratificar el Protocolo, los Estados partes se comprometen a adoptar las 
medidas necesarias hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en 
cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad 
con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen 
en el presente Protocolo. Este instrumento reconoce el derecho al trabajo y a las 
condiciones laborales, los derechos sindicales, al derecho a la seguridad social, 
salud, un medio ambiente sano, alimentación, educación, a los beneficios de la 
cultura, al derecho a la familia y de los niños así como a los derechos de los 
ancianos y discapacitados.  
 
El Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la 
Abolición de la Pena de Muerte fue aprobado en el vigésimo período ordinario de 
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esfuerzos concertados para incluir la abolición absoluta de la pena capital en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos no tuvieron éxito en el 
contexto de la adopción de este instrumento en 1969. Sin embargo, una vez 
ratificado por los Estados partes de la Convención, este Protocolo asegurará la 
abolición de la pena de muerte a lo largo de todo el hemisferio. 
 
Los órganos del Sistema Interamericano 
 
El Sistema Interamericano se ha desarrollado en el marco de la Organización de 
los Estados Americanos en la segunda mitad del siglo XX, replicando el 
movimiento iniciado a nivel universal y europeo de crear mecanismos 
internacionales de protección de derechos humanos. Aquel se basa en la labor 
de dos órganos: la Comisión y la Corte interamericanas. 
 
La creación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 
Estatuto original y la ampliación de las facultades de la Comisión 
 
La Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores celebrada 
en Santiago de Chile en 1959, adoptó importantes resoluciones relativas al 
desarrollo y fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos. La 
Declaración de Santiago proclama que la armonía entre las Repúblicas 
americanas sólo puede ser efectiva en tanto el respeto de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales y el ejercicio de la democracia representativa 
sean una realidad en el ámbito interno de cada una de ellas y declara que los 
gobiernos de los Estados americanos deben mantener un régimen de libertad 
individual y de justicia social fundado en el respeto de los derechos 
fundamentales de la persona humana. 
 
Por otra parte, conforme a la Resolución III de la Reunión, se encomendó al 
Consejo Interamericano de Jurisconsultos el estudio de la posible relación 







Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 





Sin embargo, la resolución más importante emanada de la Quinta Reunión de 
Consulta fue aquélla referida a Derechos Humanos. Esta resolución declara que 
dados los progresos alcanzados en materia de derechos humanos después de 
once años de proclamada la Declaración Americana y los avances que 
paralelamente se experimentaron en el seno de las Naciones Unidas y del 
Consejo de Europa se halla preparado el ambiente en el Hemisferio para que se 
celebre una convención. Considera indispensable que tales derechos sean 
protegidos por un régimen jurídico a fin de que el hombre no se vea compelido al 
supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión. Con tal propósito, 
en la Parte I de la resolución de encomienda al Consejo Interamericano de 
Jurisconsultos la elaboración de un proyecto de Convención sobre derechos 
humanos y el proyecto o proyectos de convención sobre la creación de una 
Corte Interamericana de Protección de los Derechos Humanos y de otros 
órganos adecuados para la tutela y observancia de los mismos. 
 
En la Parte II de la Resolución mencionada, la Quinta Reunión de Consulta crea 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Mediante la creación de la 
Comisión, los Estados americanos subsanaron la carencia de órganos 
específicamente encargados de velar por la observancia de los derechos 
humanos en el sistema. La Parte II resuelve, textualmente: Crear una Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos que se compondrá de siete miembros, 
elegidos a título personal de ternas presentadas por los gobiernos, por el 
Consejo de la Organización de los Estados Americanos, encargada de promover 
el respeto de tales derechos, la cual será organizada por el mismo Consejo y 
tendrá las atribuciones específicas que éste le señale. 
 
El Consejo de la Organización aprobó el Estatuto de la Comisión el 25 de mayo 
de 1960 y eligió a sus primeros miembros el 29 de junio de ese mismo año.En el 
período de sesiones celebrado en abril de 1966, la Comisión modificó su 
Estatuto conforme a lo resuelto por la Segunda Conferencia Interamericana 
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peticiones individuales y formular recomendaciones específicas a los Estados 
miembros, en el marco de dichas peticiones. 
 
El Estatus de la Comisión conforme al texto de la Carta de la OEA 
modificado por el Protocolo de Buenos Aires 
 
La CIDH se constituyó en un órgano principal de la OEA con la reforma del 
entonces artículo 51 de la Carta de la Organización bajo el Protocolo de Buenos 
Aires adoptado en 1967. 
 
La reforma de la Carta, que entró en vigencia en 1970, hace referencia a la 
Comisión en sus entonces artículos 112 y 150. El primero de esos artículos hace 
referencia a una Comisión Interamericana de Derechos Humanos y le asigna 
como función principal la tarea de promover la observancia y la defensa de los 
derechos humanos y servir como órgano consultivo de la Organización en esta 
materia y expresa que una convención interamericana sobre derechos humanos 
debe determinar la estructura, competencia y procedimiento de dicha Comisión, 
así como la de los otros órganos encargados de esa materia. Por su parte, el 
artículo 150, asigna a la Comisión la función de velar por la observancia de tales 
derechos hasta la entrada en vigor de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
 
La Comisión y la Corte actúan de acuerdo con las facultades otorgadas por 
distintos instrumentos internacionales, de conformidad con la particular evolución 
del sistema interamericano. 
 
En el derecho internacional, los Estados están vinculados a respetar los tratados 
que han ratificado, la costumbre internacional o el jus cogens. Ello implica que 
en el sistema interamericano existen Estados que han asumido diversos niveles 
de protección internacional de los derechos de sus habitantes. Así, algunos 







Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 




Es importante señalar que la Comisión y la Corte desarrollan sus funciones bajo 
el marco normativo compuesto por el siguiente conjunto de instrumentos 
internacionales: 
 
• Carta de la Organización de Estados Americanos; 
 
• Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
 
• Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o Declaración de los 
Derechos Sociales del Trabajador; 
 
• Convención Americana sobre Derechos Humanos; 
 
•Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; 
 
Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; 
 
• Estatuto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; 
 
• Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Es importante aclarar que los instrumentos sobre los cuales puede ejercer 
interpretaciones, la Comisión, en el marco de su competencia son:  
 
 El Protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, o Protocolo de San Salvador 
 
 Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos Relativo a 
la Abolición de la Pena de Muerte. 
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• Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas; 
 
• Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, o “Convención de Belém do Pará”; 
 
• Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad; 
 
• Carta Democrática Interamericana; 
 
• Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión; 
 
Por su parte, La Comisión ha desarrollado la función de tutelar los derechos 
humanos a través de actividades de promoción o incidencia en derechos 
humanos, así como mediante el tratamiento de casos individuales, en virtud de 
los poderes que le concede la Carta de la OEA, la Declaración Americana, su 
estatuto y reglamento, y respecto de los Estados que han ratificado otros 
tratados: la Convención Americana y las demás convenciones interamericanas 
de derechos humanos. 
 
En virtud de dichas atribuciones, la Comisión puede realizar diversas actividades 
de protección tales como la publicación de informes, la realización de visitas a 
los países o la emisión de comunicados de prensa. De la misma manera, la 
Comisión puede tramitar y resolver casos individuales de violación de derechos 
humanos y, en caso de incumplimiento de sus recomendaciones por parte de los 
Estados, puede someter el caso a la jurisdicción de la Corte. Adicionalmente, en 
ejercicio de este mandato, la Comisión puede ordenar la adopción de medidas 
cautelares o solicitar a la Corte la adopción de medidas provisionales; también 
puede celebrar audiencias sobre diferentes aspectos relacionados con el trámite 
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En efecto, la Comisión ha desarrollado una importantísima labor en la tutela de 
los derechos de las personas en el hemisferio. Ella ha desempeñado un papel 
cada vez más activo como órgano de protección a través del procesamiento de 
casos individuales y del perfeccionamiento de sus estrategias de promoción. 
 
El  Estatuto y Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos 
 
El presente Estatuto de la Comisión fue aprobado en el noveno período ordinario 
de sesiones de la Asamblea General de la OEA (La Paz, Bolivia, 1979). Su 
artículo 1º, en concordancia con el antiguo artículo 112 de la Carta de la OEA, 
define a la Comisión como un órgano de la Organización de los Estados 
Americanos creado para promover la observancia de los derechos humanos y 
servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia. 
 
El Estatuto refleja las importantes innovaciones introducidas por la Convención 
Americana con relación a la Comisión. Así, es la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos la que representa a todos los Estados miembros de la OEA, 
y no los Comisionados, como establecía el Estatuto anterior. La jerarquía 
institucional de sus miembros corresponde actualmente a la jerarquía a la que 
fue elevada la Comisión (artículo 51 de la Carta reformada). Los siete miembros 
que la integran son elegidos por la Asamblea General por un período de cuatro 
años (artículo 3) y no por el Consejo de la Organización, como se preveía en el 
anterior Estatuto. Cabe destacar que la función de llenar las vacantes que se 
presentaren corresponde, de acuerdo al artículo 11, al Consejo Permanente de 
la OEA. En lo que se refiere a la organización interna de la CIDH, el nuevo 
Estatuto establece los cargos de Presidente, Primer Vicepresidente y Segundo 
Vicepresidente, con un mandato de un año, pudiendo ser respectivamente 
reelegidos una sola vez en cada período de cuatro años. 
 
El Estatuto vigente distingue claramente las atribuciones de la Comisión 
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Humanos de aquellas referidas a los Estados miembros de la Organización que 
no son partes en la Convención. Respecto a estos últimos, la competencia de la 
Comisión se basa en las disposiciones de la Carta de la OEA y la práctica de la 
CIDH. La competencia de la Comisión con relación a los Estados partes en la 
Convención Americana emana de dicho instrumento. Las atribuciones que el 
Estatuto confiere a la Comisión con relación a los Estados miembros de la 
Organización que no son partes en la Convención Americana son similares a las 
previstas en el Estatuto anterior. Las disposiciones referentes a las funciones y 
atribuciones de la CIDH están contenidas en los artículos 18, 19 y 20 del 
Estatuto. 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos aprobó un nuevo 
Reglamento en el 137º período ordinario de sesiones celebrado en noviembre de 
2009. El nuevo Reglamento entró en vigencia el 31 de diciembre de 2010. 
 
El Título I del Reglamento consta de 5 capítulos que contienen las normas sobre 
la naturaleza y composición de la Comisión, sus miembros, la directiva, la 
Secretaría Ejecutiva y el funcionamiento de la CIDH. 
 
El Título II establece el procedimiento aplicable, conforme al Estatuto, a los 
Estados partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y a 
aquellos Estados que no son partes en dicho instrumento. Asimismo, las 
disposiciones de este Título regulan las investigaciones in loco conducidas por la 
Comisión, sus informes anuales, generales y especiales, y la celebración de 
audiencias. 
 
El Título III del Reglamento se refiere a las relaciones de la Comisión con la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. El Capítulo I define lo referente a 
delegados, asesores, testigos y peritos, y el Capítulo II regula el procedimiento a 
seguir cuando la CIDH decide llevar un caso ante la Corte, de conformidad con 
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Por último, el Título IV establece las disposiciones finales referentes a la 
interpretación del Reglamento, su modificación y entrada en vigencia. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
 
La Corte, por su parte, fue creada por la Convención Americana con el objeto de 
supervisar, de manera complementaria a la Comisión, el cumplimiento de las 
obligaciones asumidas por los Estados al ratificar la Convención, principalmente 
a través del sistema de casos individuales. 
 
La idea de establecer una Corte para proteger los derechos humanos en las 
Américas surgió hace largo tiempo. En la Novena Conferencia Internacional 
Americana (Bogotá, Colombia, 1948) se adoptó la Resolución XXXI denominada 
Corte Interamericana para Proteger los Derechos del Hombre, en la que se 
consideró que la protección de esos derechos debe ser garantizada por un 
órgano jurídico, como quiera que no hay derecho propiamente asegurado sin el 
amparo de un tribunal competente. En consecuencia, encomendó al Comité 
Jurídico Interamericano la elaboración de un proyecto de Estatuto para la 
creación de una Corte Interamericana destinada a garantizar los derechos del 
hombre. 
 
El Comité Jurídico Interamericano, en su Informe al Consejo Interamericano de 
Jurisconsultos del 26 de septiembre de 1949, consideró que la falta de derecho 
positivo sustantivo sobre la materia constituía un gran obstáculo en la 
elaboración del Estatuto de la Corte, y que lo aconsejable sería que una 
Convención que contuviera normas de esta naturaleza precediera al Estatuto, 
estimando que el Consejo de Jurisconsultos debería proponer tal solución a la X 
Conferencia Interamericana. 
 
El 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada reunida en San 
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Humanos, por la que se crea (Capítulo VII de la Parte II) una Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
 
La Asamblea General de la OEA celebrada en La Paz, Bolivia, en 1979, aprobó 
el Estatuto de la Corte (Resolución 448). El artículo 1º la define como una 
institución judicial autónoma que tiene por objeto la aplicación e interpretación de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
Cabe destacar que la Corte tiene una doble competencia: contenciosa y 
consultiva. En virtud de su competencia contenciosa, la Corte Interamericana 
decide los casos y medidas provisionales que son sometidos a su conocimiento 
por la Comisión Interamericana o por los Estados.  
 
En la mayoría de los casos, la Comisión es el órgano que toma la decisión de 
presentar los casos ante la Corte; los Estados rara vez toman la iniciativa. En el 
proceso de adopción de esta decisión la Comisión ha creado una etapa formal 
donde le da la posibilidad a la víctima y a la peticionaria de exponer su parecer. 
Adicionalmente, la Comisión ha establecido reglamentariamente los criterios 
fundamentales para esta determinación centrando su análisis principalmente en 
una evaluación acerca de si se ha hecho justicia en el caso. 
 
Por otra parte, en ejercicio de su competencia consultiva, la Corte interpreta la 
Convención Americana y otros tratados internacionales relacionados con la 
protección de los derechos humanos en los Estados americanos. La consulta 
puede ser solicitada por cualquiera de los Estados miembros de la OEA -no sólo 
por aquellos que son Parte de la Convención- y por los órganos enumerados en 
el capítulo X de la Carta de la OEA. 
 
Podemos decir que el Sistema Interamericano se caracteriza por mantener una 
progresividad en cuanto a la protección de los derechos humanos en el 
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Se adoptó la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre por 
medio de un órgano político de la OEA3. Si bien surgió como una declaración de 
principios, la misma práctica de los Estados miembros le ha otorgado un valor 
jurídico más allá de una mera recomendación. Sobre el valor jurídico de la 
Declaración Americana, la Corte Interamericana se refirió en forma clara a dicho 
punto en su opinión consultiva OC-10/89 de Julio de 1989 sobre la interpretación 
de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombreen el marco 
del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Fue 
hasta 1959 que durante la 5ta. Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores, celebrada en Chile, se creó la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, la cual inició funciones a partir de 1960, cuando se aprobó su 
Estatuto. 
 
Durante la 2ª Conferencia Interamericana en Río de Janeiro de1965, se 
ampliaron las facultades de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
para que pudiera recibir comunicaciones o quejas individuales. 
 
En la 3ª Conferencia Interamericana en Buenos Aires de 1967, se aprueba un 
Protocolo de reformas a la Carta de la OEA con el fin de incluir a la Comisión 
como un órgano más de ella. Además, se instó a crear una Convención 
Interamericana de Derechos Humanos para 1969. 
 
Fue en 1969 cuando se adopta la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos vigente, cuya mayor virtud es darle carácter convencional a la  
 
protección de los derechos humanos en las Américas y crear órganos y 
mecanismos de protección con competencia más amplia y precisa para 
garantizar una mayor eficacia jurídica. Con la entrada en vigor de dicho 
instrumento en 1978, es que se plantea la doble estructura del sistema 
interamericano por la existencia de cuatro distintos regímenes, según sea que 
                                                          
3
 Fue adoptada por la Novena Conferencia Internacional Americana (Bogotá, 1948), en virtud 
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los Estados hayan ratificado o no determinados tratados regionales de derechos 
humanos: 
 
a. Un régimen dirigido a Estados no ratificantes de la Convención Americana, 
que es el mismo utilizado antes de 1965 para aquellos Estados que 
únicamente eran miembros de la OEA y a los cuales se les aplica la 
Declaración Americana (Estados Unidos de América, Canadá y algunos 
países del Caribe). 
b. Un régimen para los Estados ratificantes de la Convención Americana 
mediante el cual se instrumentan dos órganos de protección: la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (que ya existía, pero se redefinieron 
sus funciones en el Pacto de San José) y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.  
c. Otro régimen para aquellos Estados que hayan ratificado la Convención 
Americana pero que, además, han aceptado la competencia jurisdiccional de 
la Corte. Este es el sistema más amplio de protección al cual se han sumado 
todo los países latinoamericanos y algunos pocos del Caribe. Por eso, la 
mayor preocupación es la necesidad de universalizar el Sistema 
Interamericano para que aquellos países de tradición anglosajona que no lo 
hayan hecho, ratifiquen la Convención Americana y acepten la competencia 
de la Corte Interamericana. 
 
En el capítulo siguiente del presente trabajo monográfico, se abordará con 
mayor detenimiento lo concerniente a la competencia contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y lo referido a su composición, 
Organización y funcionamiento, lo que facilitará la comprensión de cada una de 
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COMPETENCIA CONTENCIOSA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS 
 
Sin perjuicio de la importancia de las tareas que le incumben a la Comisión, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos es, sin duda, el órgano de mayor 
relevancia creado por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Sin 
embargo, el ejercicio de su competencia contenciosa está sujeta a la aceptación 
expresa de la misma, mediante una declaración especial que los Estados deben 
hacer en tal sentido. 
No obstante ser el órgano convencional que, a diferencia de la Comisión, no 
figura entre los órganos de la OEA, la Corte está concebida como una institución 
judicial del sistema interamericano en su integridad. Según el criterio expresado 
por la propia Corte, es justamente en su función consultiva, que se pone de 
relieve el papel de este tribunal, no sólo dentro de la Convención, sino también 
dentro del sistema en su conjunto. Ese papel se manifiesta, ratione materiae, en 
la competencia que se reconoce a la Corte para interpretar por vía consultiva 
otros tratados internacionales diferentes de la Convención; y, además, ratione 
personae, en la facultad de consulta, que no se extiende solamente a la totalidad 
de los órganos mencionados en el Capítulo X de la Carta de la OEA, sino 




La Corte se compone de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la 
OEA, independientemente de que éstos hayan ratificado o no la Convención. 
Para distinguirlos de otras categorías de magistrados que eventualmente pueden 
integrar el tribunal que nos ocupa, nos referiremos a ellos como los jueces 
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acogido también el Reglamento de la Corte, cuyo artículo 2, letra e), llama „juez 
titular‟ a cualquier juez elegido de acuerdo con los artículos 53 y 54 de la 
Convención. 
3.1.1. Los jueces titulares 
 
Esta denominación, que no es utilizada por la Convención pero que corresponde 
a la única categoría de jueces previstos en ella, es el resultado de la figura de los 
jueces interinos que se encuentran contemplados en el artículo 6, Nº 3, del 
Estatuto de la Corte. 
3.1.1.1. Las condiciones requeridas 
 
Según lo dispuesto por el artículo 52 de la Convención, los jueces ordinarios o 
titulares son elegidos, a título personal, entre juristas de la más alta autoridad 
moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, y que 
reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más elevadas 
funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales, o del 
Estado que los proponga como candidatos. No hay requisitos de edad ya sea 
para acceder a la Corte o para retirarse de ella.  
 
En el caso que nos ocupa es indispensable tener competencia en materia de 
derechos humanos y, además, reunir las condiciones indispensables para 
acceder a las más elevadas funciones judiciales del Estado del cual se es 
nacional o del que lo propone. 
 
A diferencia de la Corte Europea de Derechos Humanos, o de la Corte de 
Justicia de las Comunidades Europeas, que no requieren que sus magistrados 
sean nacionales de alguno de los Estados partes, para ser juez de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos es necesario ser nacional de alguno de 
los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos. Pero, 
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previsto que no pueda haber simultáneamente dos jueces de la misma 
nacionalidad en el seno de la Corte; esto llega a permitir una más amplia 
participación de juristas de distintas nacionalidades, teniendo en cuenta el 
conjunto de los Estados y las distintas regiones del continente. 
 
3.1.1.2. Impedimentos e Inhabilidades 
 
Además del régimen de incompatibilidades antes referido, el Estatuto de la Corte 
contempla disposiciones muy generales relativas a los impedimentos e 
inhabilidades que pueden afectar a los integrantes del tribunal, e impedir su 
participación en un caso particular. 
 
Atendiendo a lo dispuesto por el artículo 19, N° 2, del Reglamento de la Corte, 
los impedimentos y excusas deberán alegarse antes de la celebración de la 
primera audiencia pública del caso; sin embargo, si la causal de impedimento 
excusa ocurriere o fuere conocida posteriormente, dicha causal podrá hacerse 




El artículo 19 del Estatuto de la Corte dispone que los jueces están impedidos de 
participar en asuntos en que ellos o sus parientes tuvieren interés directo o 
hubieren intervenido anteriormente como agentes, consejeros o abogados, o 
como miembros de un tribunal nacional o internacional, o de una comisión 
investigadora, o en cualquier otra calidad, a juicio de la Corte. 
 
Conviene observar que estos impedimentos se aplican a todos los integrantes de 
la Corte, ya sea que ellos formen parte de la misma como jueces titulares, ad 
hoc, o interinos, e incluso como jueces ordinarios o titulares cuyo mandato ya ha 
expirado pero que de acuerdo con el artículo 54 Nº 3 de la Convención- 
conservan su competencia y deben seguir conociendo de los casos a que ya se 
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Por consiguiente, ninguna persona que ocupe el cargo de juez de la Corte puede 
intervenir en la decisión de un asunto en el que tenga algún interés particular, o 
en el que le haya tocado intervenir en forma previa a cualquier título, poniendo 
en entredicho su imparcialidad o su idoneidad. 
 
De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 19, párrafo 2, del Reglamento de la 
Corte, los impedimentos y excusas deben alegarse antes de la celebración de la 
primera audiencia del caso; sin embargo, si la causal de impedimento o excusa 
sólo fuere conocida posteriormente, dicha causal podrá hacerse valer ante la 




Según lo previsto por el Estatuto, si el Presidente de la Corte considera que 
alguno de los jueces ha incurrido en alguna causal de impedimento que lo 
inhabilita para conocer de un caso, o que por otro motivo calificado no debe 
participar en la consideración de un asunto sometido ante la Corte, así se lo hará 
saber para que éste se inhiba; en caso de que entre el Presidente de la Corte y 
el magistrado afectado exista desacuerdo sobre esta circunstancia, 
corresponderá a la Corte decidir sobre la eventual inhabilidad de dicho juez. 
 
Según el artículo 19 N° 3 del Reglamento de la Corte, cuando, por cualquier 
causa, un juez no esté presente en alguna de las audiencias o en otros actos del 
proceso, la Corte podrá decidir su inhabilitación para continuar conociendo del 
caso habida cuenta de todas las circunstancias que, a su juicio, sean relevantes. 
 
Al interpretar esta disposición, el tribunal ha sostenido que su propósito sería 
asegurar la equidad para con los litigantes y la eficacia judicial, procurando que, 
en lo posible, únicamente los jueces que hubieren participado en todas las 
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3.1.2. La competencia de la Corte 
 
Coincidimos con la opinión expresada por Faúndez (2004) quien precisa lo 
siguiente:  
 
Para que la Corte pueda conocer de un caso, ésta previamente debe 
 verificar, de oficio, y sin necesidad de que el Estado haya introducido 
 alguna excepción preliminar, que posee competencia para conocer del 
 mismo: a) en razón de las partes que intervienen en el procedimiento, b) 
 en razón de la materia objeto de la controversia, y c) en atención al 
 tiempo transcurrido desde la notificación al Estado demandado del 
 informe de la Comisión. Pero es importante subrayar que la Corte es 
 competente para pronunciarse sobre su propia competencia; ésta es una 
 facultad inherente de todo tribunal internacional, la cual se encuentra 
 firmemente establecida en el Derecho Internacional. (p.601) 
 
El mismo autor, manifiesta que aunque la Convención no contempla una norma 
expresa sobre la competencia del tribunal para pronunciarse sobre su propia 
competencia en casos en que exista controversia sobre la misma, éste es un 
principio general de Derecho Internacional ampliamente reconocido, que obliga 
al tribunal a establecer si tiene jurisdicción para conocer de los asuntos que se le 
sometan, incluso sin una objeción expresa de alguna de las partes. Una vez que 
la Corte ha emitido su decisión al respecto, ya sea afirmando su competencia en 
el caso particular o admitiendo que carece de ella, tal decisión es obligatoria 
para las partes. La Corte Interamericana, como todo órgano con competencias 
jurisdiccionales, tiene el poder inherente de determinar el alcance de su propia 
competencia. 
 
3.1.2.1. Tipos de Competencia 
 
En cuanto a sus funciones, y en lo que concierne a la protección de los derechos 
humanos en el sistema interamericano, la Corte posee una competencia 
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le hayan conferido esta atribución, y una competencia consultiva, que se hace 
extensiva a todos los países miembros del sistema interamericano. 
 
La Corte ejerce competencia contenciosa para conocer de cualquier caso 
relativo a la interpretación o aplicación de las disposiciones de la Convención 
que le sea sometido por la Comisión o por los Estados partes que hayan 
reconocido, o reconozcan, como obligatoria, mediante una declaración o por 
medio de una Convención especial, dicha competencia sobre todos los casos 
relativos a la interpretación o aplicación de la Convención. 
 
Por otra parte, la Corte también ejerce competencia consultiva acerca de la 
interpretación de la Convención o de otros tratados concernientes a la protección 
de los derechos humanos en los Estados Americanos; en tal sentido, ella puede 
evacuar consultas a requerimiento de cualquier Estado miembro de la OEA, 
como también de cualquier órgano de la OEA -aquellos señalados en el Capítulo 
X de la Carta- en materias de su competencia. 
 
Asimismo, a solicitud de un Estado miembro de la OEA, la Corte puede emitir su 
opinión acerca de la compatibilidad entre las leyes internas de cualquiera de los 
Estados miembros de la OEA y la Convención u otros tratados concernientes a 
la protección de los derechos humanos; además, la Corte ha sostenido que esta 
facultad no se puede interpretar de modo restrictivo. 
 
De conformidad con la Convención Americana, la Corte ejerce competencia 
contenciosa (resolución de casos concretos mediante sentencias) y consultiva 
(emisión de opiniones sobre temas de derechos humanos a interpretar). Estas 
funciones se distinguen en la materia analizada y las reglas que rigen los 
respectivos procesos. Al ejercitar su competencia contenciosa, la Corte analiza 
una demanda específica, establece la veracidad de los hechos denunciados y 
decide si éstos constituyen una violación a la Convención Americana. El ejercicio 
de la competencia consultiva es distinto en su contenido y alcances. Primero, al 






Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 




internacional, no hechos específicos. Como consecuencia, no existen hechos 
por demostrar.4 
 
Una clara diferencia entre ambas competencias se refiere al carácter jurídico de 
las decisiones emitidas por el Tribunal. Como bien lo establece Rodríguez 
Pinzón (2006): 
 
En el caso del ejercicio de la competencia contenciosa, los tribunales 
 internacionales emiten sentencias y resoluciones en las que determinan  o 
 no la violación al derecho internacional que se denunció y que son 
 vinculantes, tanto para el demandante como para el demandado en el 
 proceso, justamente en virtud de la aceptación previa de que el tribunal 
 es competente para solucionar judicialmente el conflicto que ha surgido 
 entre ellos. Contrariamente, en el caso del ejercicio de la competencia 
 consultiva, la Corte emite una opinión, la cual no tiene las  características 
 de una sentencia ejecutable directamente a nivel interno. No obstante, 
 ello no quiere decir, en modo alguno, que las opiniones consultivas no 
 tengan valor jurídico. Por el contrario, la competencia consultiva  cumple 
 un papel fundamental en el proceso interpretativo de la Convención 
 Americana. (Recuperado el 30 de Junio 2011 de http://www.iidh.ed.cr). 
 
3.1.2.1.1. La competencia ratione personae 
 
Atendiendo a la naturaleza de las personas que pueden intervenir en el 
procedimiento ante la Corte, ésta debe examinar tanto la capacidad del 
demandado como la del demandante para comparecer ante la Corte en calidad 
de tales. 
 
                                                          
4
La distinción entre la competencia contenciosa y la consultiva de la Corte Interamericana fue 
señalada por dicho tribunal desde la emisión de su primera opinión consultiva. Corte IDH. 
“Otros Tratados” objeto de la función consultiva de la Corte (artículo 64 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), Opinión consultiva OC-1/82 del 24 de septiembre de 1982. Serie A, 
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 El Estado demandado 
 
En cuanto a la persona del demandado, hay que observar que la competencia 
de la Corte no opera ipso iure, y no se considera que un Estado haya aceptado 
su jurisdicción por el sólo hecho de haber ratificado la Convención. 
 
De acuerdo con el artículo 62 de la Convención, es indispensable que, en el 
momento de ratificación o adhesión de la Convención, o en cualquier momento 
posterior, el Estado declare expresamente que reconoce como obligatoria de 
pleno derecho, y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre 
todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención.  
 
Es importante observar que la aceptación de la competencia de la Corte también 
pone un límite temporal respecto de los casos que el tribunal puede entrar a 
conocer; es decir, la Corte sólo es competente para conocer de los hechos que 
ocurran a partir de la fecha en que el Estado ha aceptado la competencia de la 
Corte. 
 
 El actor 
 
En lo que se refiere a la persona que puede requerir el pronunciamiento del 
tribunal, de acuerdo con el artículo 61, numeral 1, de la Convención, sólo los 
Estados partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de 
la Corte. Por consiguiente, utilizar la expresión demandante no resulta apropiado 
en este contexto, pues quien recurre a la Corte podría ser el propio Estado 
denunciado ante la Comisión. 
 
Con la formulación anterior, la legitimación activa de la Comisión no ofrece 
dificultades; sin embargo, en la medida en que esa intervención presenta 
características peculiares, es oportuno subrayar que, como bien afirma Faúndez 
(2004), “al recurrir a la Corte como demandante, la Comisión no actúa 
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derecho propio, que la convierte en una especie de ministerio público del 
sistema interamericano.” (p. 613). 
 
 La posición del individuo ante la Corte 
 
Desde el punto de vista formal, las únicas partes en el procedimiento ante la 
Corte son la Comisión y los Estados que, ya sea como demandantes o 
demandados, participan en el mismo; no obstante, aunque existe un amplio 
consenso en cuanto a que el individuo no es parte en el procedimiento ante la 
Corte, en sentido sustancial, son la víctima o sus causahabientes, titulares de los 
derechos reclamados y acreedores de las prestaciones que en la sentencia se 
declaren, en consonancia con el artículo 63 Nº 1 de la Convención que se refiere 
al pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
 
En realidad, teniendo en cuenta los criterios tradicionales del Derecho 
Internacional clásico, que hasta el término de la Segunda Guerra Mundial 
negaban la subjetividad jurídica internacional del individuo, la sola circunstancia 
de conferirle capacidad procesal internacional para interponer una denuncia ante 
la Comisión ya era muy difícil de digerir por los Estados, y resultaba 
revolucionaria al momento de adoptar la Convención. 
 
Por lo mismo, tampoco se puede descartar que, en un futuro cercano, la posición 
del individuo ante la Corte pueda verse mejorada, como de hecho ya lo ha sido 
gracias a las reformas introducidas al Reglamento de la Corte. Al contrario de lo  
 
que ocurre con las reformas introducidas por el Protocolo Nº 11 en el marco de 
la Convención Europea, en el sistema interamericano, aunque el individuo puede 
poner en movimiento la maquinaria de la Convención, denunciando una 
supuesta violación de derechos humanos ante la Comisión, la Convención no 
contempla la posibilidad de que éste pueda someter un caso ante la Corte; por lo 
menos en una ocasión, esta circunstancia ha sido duramente criticada en una 
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aceptar la competencia de la Corte para ese caso particular, sugerencia que no 
fue acogida por el Estado. 
 
En el Voto razonado del Caso Castillo Páez en la sentencia sobre Excepciones 
preliminares, del 30 de enero de 1996, el juez Cançado Trindade, opinó que sin 
el locus standi in judicio de ambas partes, cualquier sistema de protección se 
encuentra irremediablemente mitigado (párrafo 14). 
 
3.1.2.1.2 La competencia rationae temporis 
 
Para que una petición sea admisible ésta debe alegar una violación que ha 
ocurrido mientras el instrumento pertinente es vinculante para el Estado en 
cuestión. Con respecto a la Declaración, esto significa que solamente las 
violaciones cometidas después de la entrada del Estado parte en la OEA pueden 
constituir el objeto de una queja ante la Comisión. En lo que respecta a las 
diversas convenciones, los derechos contenidos en un determinado tratado sólo 
pueden ser invocados si fueron violados con posterioridad a la ratificación del 
tratado, después de que entrara en vigor y antes de que una eventual denuncia 
del tratado por el Estado cobre efecto.  
 
Según Rodríguez (2006): “En relación a la remisión del caso a la Corte, subsiste 
la duda sobre si una violación que ocurrió tras la entrada en vigor pero antes de 
la aceptación de la competencia de la Corte puede ser el objeto de una petición”. 
(p. 71) 
 
La competencia de la Corte se encuentra limitada no sólo por la naturaleza de 
los hechos, sino por el momento en que estos hayan tenido lugar, ya que la 
Corte solo tiene competencia para conocer de hechos ocurridos con 
posterioridad a la fecha en que el Estado denunciado haya aceptado la 
competencia contenciosa, o haya hecho una declaración expresa en ese 
sentido. Consideramos que el reconocimiento que hace un Estado sobre la 
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principios que guían el derecho internacional, en el sentido de que este 
reconocimiento se refiere expresamente a los hechos ocurridos con 
posterioridad a dicho acto.  
 
3.1.2.1.3 Competencia rationae materiae 
 
Por razón de la materia, compartimos el criterio de González (2002), quien 
destaca que: “la Corte es competente de conocer cualquier caso que se le 
someta y que concierna a la aplicación de las disposiciones de la Convención”. 
Sobre este particular, la jurisprudencia de la Corte ha sido sobre distintos temas, 
tales como su competencia para pronunciarse sobre el agotamiento de los 
recursos internos, sobre la compatibilidad de la legislación interna con la 
Convención Americana, sobre aspectos inherentes a la soberanía de los 
Estados, entre otros. 
 
En el ejercicio de su competencia contenciosa, la Corte está facultada para 
conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de las 
disposiciones de la Convención (artículo 62.3). Los términos amplios en que está 
redactada la Convención indican que la Corte ejerce una jurisdicción plena sobre 
todas las cuestiones relativas a un caso.  
 
Ella es competente, por lo tanto, para decidir si se ha producido una violación a 
alguno de los derechos y libertades reconocidos por la Convención y para 
adoptar las disposiciones apropiadas derivadas de semejante situación; pero lo  
 
es igualmente para juzgar sobre los presupuestos procesales en que se 
fundamenta su posibilidad de conocer del caso y para verificar el cumplimiento 
de toda norma de procedimiento en la que esté envuelta la interpretación o 
aplicación de la Convención.  
 
En el Caso Fairén Garbi y Solís Corrales contra Honduras en su sentencia sobre 






Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 




ejercicio de esas atribuciones la Corte no está vinculada con lo que previamente 
haya decidido la Comisión, sino que está habilitada para sentenciar libremente, 
de acuerdo con su propia apreciación. 
 
Asimismo, en el Caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros versus Trinidad y 
Tobago en su resolución de fondo del 21 de junio de 2002, la Corte estableció 
que: Es necesario tener presente que la protección jurisdiccional internacional de 
los derechos humanos no debe confundirse con la justicia penal. En los casos en 
que los Estados comparecen ante este Tribunal no lo hacen como sujetos en un 
proceso penal, pues la Corte no impone penas a las personas culpables de 
violar los derechos humanos. La función de ésta es proteger a las víctimas, 
determinar las violaciones de sus derechos y ordenar la reparación de los daños 
ocasionados por los Estados responsables de tales acciones. (Párr. 66.) 
 
En el caso Villagrán Morales contra Guatemala conocido como Niños de la Calle 
del 19 de noviembre de 1999, la Corte determinó que para tales efectos, “es 
suficiente la demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del poder público 
en la infracción de los derechos reconocidos en la Convención. Además, 
también se compromete la responsabilidad internacional del Estado cuando éste 
no realice las actividades necesarias, de acuerdo con su derecho interno, para 
identificar y, en su caso, sancionar a los autores de las propias violaciones”. 
(párr. 75) 
 
De igual forma en el Caso Bámaca contra Guatemala, Sentencia del 25 de 
noviembre de 2000, agregó: La Corte no impone penas a las personas culpables 
de violar los derechos humanos. La función de ésta es proteger a las víctimas y 
determinar la reparación de los daños ocasionados por los Estados 
responsables de tales acciones. (párr. 98) 
 
Por su parte, en el Caso de las Hermanas Serrano Cruz contra El Salvador del 






Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 




materia de la controversia son, por definición, distintas de las de la jurisdicción 
interna. (párr. 56) 
Como lo ha señalado en otras ocasiones, en el examen de las posibles 
violaciones a los derechos consagrados en los artículos 8.1 (derecho a ser oído) 
y 25 (protección judicial) de la Convención Americana, la Corte tiene 
atribuciones, no para investigar y sancionar la conducta individual de los agentes 
del Estado, sino para establecer la responsabilidad internacional del Estado con 
motivo de la alegada violación a dichos derechos. 
3.1.2.1.3. Competencia rationae loci 
 
Las violaciones de derechos alegadas ante la Comisión y la Corte 
Interamericana no están geográficamente limitadas a aquellas cometidas sobre 
el territorio del Estado en cuestión. En lugar de ello, acorde con otros tratados de 
derechos humanos de primer orden, la Convención Americana obliga a los 
Estados partes a «garantizar el libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción» de los derechos garantizados en ella. Convención 
Americana, artículo 1.1. (Obligación de respetar los derechos).  
 
En consecuencia, los Estados partes son también responsables por actos 
perpetrados fuera de sus fronteras, si fueron cometidos por sus agentes en 
áreas controladas efectivamente por este Estado. 
 
La cuestión se ha planteado ante la Comisión en varias ocasiones, y 
recientemente en relación al estatus de los detenidos en la base militar de la 
Bahía de Guantánamo. La Comisión llegó a la conclusión de que los detenidos 
estaban bajo la jurisdicción de los Estados Unidos, ya que estaban enteramente 
bajo la autoridad y el control del gobierno de los Estados Unidos. (Decisión de la 
Comisión acerca de la admisibilidad de haitianos a los Estados Unidos, Caso 
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3.2.  LAS FASES DEL PROCEDIMIENTO SOBRE EL FONDO 
 
Bajo el título de procedimiento, los artículos 66 a 69 de la Convención se refieren 
a la sentencia que, en último término, habrá de dictar la Corte; no obstante, tales 
disposiciones no regulan la plenitud del procedimiento que se debe observar en 
los casos en que le corresponda conocer al tribunal, el cual se rige por lo que 
disponen el Estatuto y el Reglamento de la Corte. 
3.2.1. Las condiciones de admisibilidad de la demanda 
 
De acuerdo con el artículo 51 de la Convención, la Comisión o los Estados 
partes disponen de un lapso de tres meses, contados a partir de la fecha de la 
remisión del informe de la Comisión a los Estados interesados, para someter un 
caso a la consideración de la Corte. 
 
El artículo 33 del Reglamento de la Corte señala los requisitos formales que 
debe reunir la presentación de la demanda. 
 
De acuerdo con este mismo artículo, el escrito de la demanda expresará las 
pretensiones (incluidas las referidas a las reparaciones y costas); las partes en el 
caso; la exposición de los hechos; las resoluciones de apertura del 
procedimiento y de admisibilidad de la denuncia por la Comisión; las pruebas 
ofrecidas con indicación de los hechos sobre los cuales versarán; la 
individualización de los testigos y peritos y el objeto de sus declaraciones; los 
fundamentos de derecho y las conclusiones pertinentes. Además, la Comisión  
deberá consignar el nombre y la dirección del denunciante original, así como el 
nombre y la dirección de las presuntas víctimas, sus familiares o sus 
representantes debidamente acreditados en caso de ser posible. 
 
En segundo lugar, como destaca Faúndez (2004): “la demanda deberá indicar 
los nombres de los Agentes o de los Delegados. De acuerdo con la última 
reforma del Reglamento, también debe indicarse el nombre y dirección de los 
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en caso de que esta información no sea señalada en la demanda, y a fin de 
evitar su indefensión, se tendrá a la Comisión como representante procesal de 
aquellas, como garante del interés público en el marco de la Convención. 
 
De modo concordante con lo anterior, el artículo 72 del Reglamento de la 
Comisión dispone que la demanda indicará: a) las pretensiones sobre el fondo, 
reparaciones y costas; b) las partes en el caso; c) la exposición de los hechos; d) 
la información sobre la apertura del procedimiento y admisibilidad de la petición; 
e) la individualización de los testigos y peritos y el objeto de sus declaraciones; f) 
los fundamentos de derecho y las conclusiones pertinentes; g) los datos 
disponibles sobre el denunciante original, las presuntas víctimas, sus familiares o 
sus representantes debidamente acreditados; h) los nombres de sus delegados; 
e i) el informe previsto en el artículo 50 de la Convención Americana. 
 
De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de la Corte, el Presidente debe 
realizar un examen preliminar de la demanda para constatar si se ha cumplido 
con los requisitos fundamentales antes señalados; en caso contrario, le solicitará 
al demandante que subsane esos defectos dentro de un plazo de veinte días. 
3.2.2. La contestación de la demanda y las etapas del proceso 
 
De acuerdo con el Reglamento de la Corte, en los casos contenciosos el 
procedimiento ante ésta comprende una etapa escrita, que se inicia con la 
demanda, y otra oral. Además, si se dan los supuestos previstos en el 
Reglamento y que se examinarán más adelante, el tribunal puede disponer la  
acumulación de casos y de autos. El conjunto de estos procedimientos, dirigidos 
a establecer los hechos de la causa, concluirá con la sentencia del tribunal. 
 
3.2.3.  El plazo para contestar la demanda 
 
Según el artículo 38 numeral 1 del Reglamento de la Corte, el demandado 
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meses siguientes a la notificación de la misma. Dentro de este mismo plazo 
improrrogable, el demandado deberá presentar sus observaciones al escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas, pudiendo formular estas observaciones en el 
mismo escrito de contestación de la demanda o en otro separado. 
3.2.4. El contenido de la contestación 
 
En su escrito de contestación, el demandado deberá manifestar si acepta los 
hechos y las pretensiones de la demanda, o si los contradice; la Corte podrá 
considerar como aceptados aquellos hechos que no hayan sido expresamente 
negados y las pretensiones que no hayan sido expresamente controvertidas por 
el Estado demandado. 
3.2.5. La Fase oral 
 
El procedimiento oral se encuentra regulado por los artículos 39 a 42 del 
Reglamento de la Corte. Cuando el caso esté listo para la audiencia de la Corte, 
el Presidente de la Corte señalará la fecha de la apertura de la fase oral del 
proceso y fijará las audiencias que fueren necesarias. 
 
Durante las audiencias, con fundamento en los artículos 21 numeral 1 y 22 del 
Reglamento de la Corte, tanto los agentes del Estado como los delegados de la 
Comisión pueden hacerse asistir por cualquier persona de su elección. Además, 
de acuerdo con el artículo 23 del Reglamento, una vez admitida la demanda, las 
presuntas víctimas, sus familiares o sus representantes debidamente 
acreditados, podrán presentar sus solicitudes, argumentos y pruebas en forma 
autónoma durante todo el proceso. 
3.2.6.  El acuerdo de las partes 
 
Una vez introducida la demanda, es posible que se produzca un allanamiento del 
Estado, reconociendo su responsabilidad internacional por los hechos objeto de 
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El reconocimiento de los hechos también puede ser el resultado de un acuerdo 
entre las partes. 
En realidad, el acuerdo suscrito entre las partes requiere a la Corte que tenga a 
bien pronunciarse sobre ciertas cuestiones de derecho discutidas en el caso. 
3.2.7. Atribuciones de la Corte en materia probatoria 
 
Faúndez (2004) destaca que: 
 
Las atribuciones de la Corte en materia probatoria deben ser analizadas 
por lo menos en tres aspectos: a) su competencia para recibir y evaluar la 
evidencia que le sometan las partes, b) su competencia para disponer de 
oficio la evacuación de diligencias probatorias, y c) sus atribuciones para 
exigir la cooperación de los Estados en la evacuación de cualquier 
diligencia probatoria. (p. 721). 
 
Sin perjuicio de los medios de prueba que las partes puedan haber presentado 
ante la Comisión o que esta misma pueda haber recogido, la Corte como órgano 
jurisdiccional que es- tiene competencia para examinar el caso en su integridad, 
pudiendo recibir las pruebas que le ofrezcan las partes y procurarse de oficio 
aquellas otras que estime indispensables para el cumplimiento de su misión. 
 
Entre sus atribuciones, la Corte puede disponer, de oficio, la práctica de 
determinadas diligencias probatorias, o requerir que las partes le presenten 
determinados elementos probatorios.  
 
En este sentido, el artículo 45 del Reglamento de la Corte dispone que, en 
cualquier estado de la causa, la Corte podrá: 1) procurar de oficio toda prueba 
que considere útil, pudiendo oír, en calidad de testigo, perito o por otro título, a 
cualquier persona cuyo testimonio, declaración u opinión estime pertinente; 2) 
requerir de las partes el suministro de alguna prueba que esté a su alcance, o de 
cualquier explicación o declaración que, a su juicio, pueda ser útil; 3) solicitar a 
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información, que exprese una opinión, o que haga un informe o dictamen sobre 
un punto determinado; y 4) comisionar a uno o varios de sus miembros para que 
realicen cualquier medida de instrucción, incluyendo audiencias de recepción de 
prueba, ya sea en la sede de la Corte o fuera de ésta. 
 
Asimismo, debe observarse que, según el artículo 73 del Reglamento de la 
Comisión,  ésta remitirá a la Corte, a solicitud de ésta, cualquier otra petición, 
prueba, documento o información relativa al caso. 
 
3.2.8.  La obligación de los Estados de cooperar con la Corte 
 
Como complemento de lo anterior, el artículo 24 del Reglamento de la Corte 
dispone que los Estados Partes en un caso tienen el deber de cooperar para que 
todas aquellas notificaciones, comunicaciones o citaciones dirigidas a personas 
que se encuentren bajo su jurisdicción, sean debidamente cumplidas, y que 
deben facilitar la ejecución de las órdenes de comparecencia de personas 
residentes en su territorio o que se encuentren en el mismo. 
 
Según lo previsto por el mismo artículo 24 del Reglamento, cuando la ejecución 
de cualquiera de las diligencias a que se refieren los párrafos precedentes 
requiera de la cooperación de cualquier otro Estado, el Presidente de la Corte se 
dirigirá al gobierno respectivo para solicitar las facilidades necesarias. Esta 
disposición del Reglamento encuentra su fundamento en el artículo 33 de la 
Convención Americana, que señala a la Corte como uno de los órganos 
competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de 
los compromisos contraídos por los Estados, y en el artículo 26 de la 
Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, que dispone que todo 
tratado obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. 
 
Sin embargo, es importante subrayar que la Comisión también está obligada a 
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es una práctica constante requerir a la Comisión que realice la gestión de 
notificación de los testigos que han sido propuestos por ella. 
3.2.9. El control e inmediatez de la prueba 
 
Según la Corte, en el caso Bulacio versus Argentina, en su sentencia del 18 de 
septiembre de 2003 en materia probatoria rige el principio del contradictorio, que 
respeta el derecho de defensa de las partes, debiendo prevalecer la igualdad de 
trato entre éstas. (Párr. 40.) 
 
Un aspecto especialmente relevante es el que concierne a los criterios de 
valoración o ponderación de las pruebas ofrecidas y rendidas ante el Tribunal. 
 
En tal sentido, en el caso antes mencionado se precisó que como un primer 
elemento, debe observarse que, según la práctica de la Corte, las pruebas 
presentadas durante todas las etapas del proceso son integradas en un mismo 
acervo probatorio, que se considera como un todo. 
 
Asimismo, en la sentencia de fondo en Hilaire, Constantine y Benjamín y otros 
que resultó de la acumulación de tres casos que, hasta la fase de excepciones 
preliminares, habían sido tramitados en forma separada, la Corte resolvió 
incorporar a un mismo acervo probatorio, considerándolo como un todo único, la 
prueba presentada en los tres casos de cuya acumulación resultó éste. (Párr. 
78.) 
 
Según la Corte, para un tribunal internacional los criterios de valoración son 
menos formales que en los sistemas legales internos y, en cuanto al 
requerimiento de prueba, esos mismos sistemas reconocen gradaciones 
diferentes que dependen de la naturaleza, carácter, y gravedad del litigio, lo 
antes referido fue establecido en el Caso Velásquez Rodríguez, en la Sentencia 
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No obstante, el que la Corte estime que, en un tribunal internacional, los criterios 
de valoración de la prueba son menos formales que en los sistemas legales 
internos, tampoco significa negarle todo valor a las formalidades en la 
presentación de evidencia. 
3.2.10. La sentencia y el pronunciamiento sobre reparaciones 
 
De acuerdo con la Convención, el fallo de la Corte, que es definitivo e inapelable, 
tiene que ser motivado; es decir, debe exponer razonadamente los hechos y las 
consecuencias jurídicas a que ellos conducen; para su preparación, el tribunal  
designa a un juez relator, quien prepara un proyecto de sentencia y lo somete a 
la consideración de la Corte. 
 
Si bien la Convención no lo señala expresamente, se supone que, así como la 
sentencia, las opiniones disidentes deben ser igualmente razonadas, y no 
constituir una mera expresión de desacuerdo o rechazo sin ningún fundamento o 
justificación; en este sentido, el artículo 56 numeral 2 del Reglamento de la Corte 
señala que todo juez que haya participado en el examen de un caso tiene 
derecho a unir a la sentencia su voto disidente o „razonado‟, el que sólo podrá 
referirse a lo tratado en la sentencia. 
 
 
Además de estar debidamente fundada, la sentencia tiene que satisfacer 
algunos requerimientos mínimos en cuanto a su contenido material, los cuales 
están señalados en el artículo 56 N° 1 del Reglamento de la Corte; además, sin 
perjuicio de su carácter definitivo e inapelable, ella puede ser susceptible de 
algunos recursos distintos del de apelación, tales como el recurso de 
interpretación o, eventualmente, el de revisión. 
 
En lo que se refiere a su contenido, después de establecer los hechos, la 
sentencia tiene que pronunciarse sobre la eventual responsabilidad del Estado 
en los hechos objeto de la denuncia y, en caso que ella sea establecida, 
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conculcados, resolver sobre las reparaciones e indemnizaciones a que haya 
lugar, y decidir sobre un eventual pago de costas. 
 
El artículo 65 del Reglamento de la Corte, actualmente en vigor dispone que la 
sentencia contendrá: 
 
a. El nombre de quien preside la Corte y de los demás Jueces que la hubieren 
dictado, del Secretario y del Secretario Adjunto; 
b. la identificación de los intervinientes en el proceso y sus representantes; 
c. una relación de los actos del procedimiento; 
d. la determinación de los hechos; 
e. las conclusiones de la Comisión, las víctimas o sus representantes, el Estado 
demandado y, en su caso, el Estado demandante; 
f. los fundamentos de derecho; 
g. la decisión sobre el caso; 
h. el pronunciamiento sobre las reparaciones y costas, si procede; 
i. el resultado de la votación; 
j. la indicación sobre cuál es la versión auténtica de la sentencia. 
 
Esta estructura de la sentencia permite delegar en la Secretaría la preparación 
de buena parte de la misma, dejando para la Corte la redacción de la parte 
medular, con las consideraciones que ella ha tenido en cuenta para decidir 
particularmente en lo que se refiere a la apreciación de la prueba y a los hechos 
que se dan por establecidos-, con la determinación del Derecho aplicable y con 
la decisión propiamente tal. 
3.3. Las obligaciones que derivan de la responsabilidad del Estado 
 
El artículo 63 de la Convención dispone que, si en la sentencia del tribunal se 
decide que hubo violación de un derecho o libertad protegidos por la 
Convención, se dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
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consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de 
esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
 
3.3.1 La garantía del derecho conculcado 
  
Consideramos al igual que Faúndez (2004) sin duda, que: “la mayor satisfacción 
que se puede ofrecer a la víctima de una violación de sus derechos humanos 
consiste, precisamente, en garantizarle el ejercicio del derecho atropellado que 
ha dado origen al procedimiento ante la Corte”;(p.794) es decir, hacer cesar la 
referida violación, eliminando la causa de la misma y haciendo cesar sus 
efectos. Pero, teniendo en cuenta la naturaleza de la violación cometida, la 
sentencia no siempre podrá exigir se garantice el derecho conculcado en el 
sentido de restablecer las cosas a su estado anterior; la experiencia sufrida por 
quien ha sido víctima de la tortura no se puede borrar con una sentencia, y ésta 
tampoco es apta para devolverle la vida a quien ha sido arbitrariamente 
ejecutado. 
3.3.2. El deber de reparar e indemnizar 
 
Ciertamente, una consecuencia necesaria de la violación de la Convención es el 
deber de reparar los efectos de la misma e indemnizar a la parte lesionada; en 
distintas formas, cada vez que se ha determinado que el Estado ha violado los 
derechos consagrados en la Convención, la sentencia de la Corte se ha referido 
a esta obligación.  
 
Aunque la participación de la víctima no esté contemplada por la Convención, 
puesto que ella tendrá especial interés en demostrar la naturaleza de los daños 
causados y en reclamar la indemnización a que haya lugar, es en esta fase del 
procedimiento en donde se plantea con mayor vigor la necesidad de una 
participación autónoma de la víctima o de su representante en el procedimiento 
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Rodríguez Rescia, opina que: 
 
El Sistema Interamericano es un sistema reparador: una vez que la Corte 
Interamericana determina que ha existido alguna violación a derechos humanos 
contenidos en la Convención Americana por parte del Estado demandado, se 
procede a fijar las consecuencias de ese acto como efecto derivado de 
responsabilidad internacional de ese Estado. Deviene con ello una escala de 
responsabilidad que principia con la obligación de restituir el derecho violado, si 
ello fuera posible (restitución integral del daño). De no ser posible, o en forma 
colateral, se pueden determinar otras reparaciones como indemnizar por los 
daños y perjuicios ocasionados, incluyendo “otras formas de reparación”.  
 
La jurisprudencia de la Corte ha sido bastante prolija en materia de 





 Lucro cesante 
  
En cuanto a la indemnización por lucro cesante, se ha entendido que equivale al 
monto de los ingresos que las víctimas o sus sucesores recibirían a lo largo de 
su vida laboral si no hubiese ocurrido la violación a sus derechos. 
 
La base para calcular el lucro cesante es variable y depende de las 
circunstancias de cada caso. Mientras que en los casos Velásquez Rodríguez y 
Godínez Cruz, ambos contra Honduras se tomó como base para su liquidación 
el ingreso devengado por las víctimas en el momento de su desaparición 
proyectado hasta el momento de su jubilación obligatoria según lo dispuesto por 
la ley interna, partiendo del sueldo que percibían, en los casos Aloeboetoe y 
otros contra Surinam del 4 de diciembre de 1991, Neira Alegría y otros y El 
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de un salario fijo, se tuvo que tomar como base para la liquidación, el salario 
mínimo vital o el valor de la canasta básica alimentaria. A ese monto proyectado 
a futuro, se le suman los intereses corrientes desde la fecha de los hechos hasta 
la de la sentencia. 
  
En todos los casos, para efectos de proyectar a futuro los ingresos que percibiría 
la víctima, se toma en cuenta la expectativa de vida en el país correspondiente. 
 
 Daño Emergente: 
  
Normalmente se entienden como los gastos efectuados por las víctimas o sus 
familiares con motivo de sus gestiones para investigar y sancionar los hechos 
que vulneraron los derechos de las víctimas. En tal sentido, todos los gastos 
deben ser demostrados con prueba idónea y se le reintegran a la persona que 
incurrió en los mismos. Pero aun cuando no se haya presentado prueba 
suficiente, la Corte ha hecho estimaciones compensatorias por gastos incurridos  
en sus distintas gestiones en el país utilizando el principio de equidad. Caso El 
Amparo, Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), sentencia de 14 de septiembre de 1996. (párr. 21). 
 
 Daños no patrimoniales: 
 
Dentro de esta categoría, se incluye en particular, la indemnización por daños 
morales por medio de distintas formas de satisfacción: 
  
 Daño Moral: 
  
En materia de Derechos Humanos, es quizás el daño que más se justifica 
resarcir, ya que, resulta evidente y propio de la naturaleza humana, que toda 
persona sometida a las agresiones y vejámenes que representan la violación de 
los derechos humanos, experimente un daño moral. Los criterios para su 
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 Satisfacción No Patrimonial: 
  
Son medidas a cargo del Estado tales como la investigación de los hechos 
relativos a la demanda, el castigo de los responsables de esos hechos o la 
reivindicación de la memoria de las víctimas, como se reconoció por primera vez 
en el Caso Villagrán Morales y otros contra Guatemala respecto a los “Niños de 
la Calle” que fueron víctimas del Estado.  
  
La Corte Interamericana, tiene la facultad de ordenar reparaciones junto con la 
decisión de fondo, o bien, puede condenar en abstracto y reservar su 
determinación para una etapa procesal posterior. No existe un procedimiento 
específico en el reglamento de la Corte para determinar las reparaciones. El 
nuevo Reglamento únicamente contiene un artículo que dispone que “cuando en 
la sentencia de fondo no se hubiere decidido específicamente sobre 
reparaciones, la Corte fijará la oportunidad para su posterior decisión y 
determinará el procedimiento”. 
 
3.3.3 Las garantías de no repetición 
 
La Corte Interamericana ha señalado que, a las reparaciones antes referidas, el 
Estado debe añadir las medidas de carácter positivo que sea indispensable 
adoptar para asegurar que no se repitan hechos lesivos como los del caso en 
cuestión, lo antes señalado lo estipuló en el Caso Bulacio versus Argentina, 
sentencia del 18 de septiembre de 2003. (párr. 73). 
 
En realidad, esta obligación no deriva solamente de la responsabilidad 
internacional del Estado, sino que también es el resultado del compromiso 
asumido por los Estados en el marco del artículo 2 de la Convención, según el 
cual ellos se comprometen a adoptar las medidas legislativas o de otro carácter 
que sean necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades consagrados 
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3.3.4. La obligación de investigar los hechos y sancionar a los 
responsables 
 
En lo que respecta al deber de investigar y sancionar, este principio ha sido 
desarrollado desde las primeras decisiones jurisdiccionales de la Corte 
Interamericana traducido en la obligación del Estado de prevenir, investigar y 
sancionar las violaciones a los derechos humanos. Así en el caso fundacional de 
Velásquez Rodríguez versus Honduras, resuelto en 1987, la Corte determinó 
que: El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las 
violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a 
su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su 
jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones 
pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada reparación. 
 
El Estado está, por otra parte, obligado a investigar toda situación en la que se 
hayan violado los derechos humanos protegidos por la Convención. Si el aparato 
del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablezca, 
en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede 
afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las 
personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido cuando se tolere que los 
particulares o grupos de ellos actúen libre o impunemente en menoscabo de los 
derechos humanos reconocidos en la Convención. 
 
El deber de investigar y sancionar a los responsables de violaciones de 
derechos humanos, ha sido de hecho uno de los temas más recurrentemente 
presentes en las sentencias de la Corte. Constituye un tema de sistemática 
reiteración jurisprudencial y, como veremos luego, de destacable impacto en las 
decisiones de tribunales relevantes de la región. A lo largo de diversas 
decisiones la Corte ha ido precisando la sustancia de dicha obligación estatal. 
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Respecto a la continuación del proceso para la investigación de los hechos y la 
sanción de las personas responsables, esa es una obligación que corresponde 
al Estado siempre que haya ocurrido una violación de los derechos humanos y 
esa obligación debe ser cumplida seriamente y no como mera formalidad. 
 
Enfatizando la significación de esta obligación general del Estado, la Corte ha 
establecido que la misma es parte esencial de la existencia de un orden jurídico 
consistente con la Convención. Así, en el caso Garrido y Baigorria contra 
Argentina del 2 de febrero de 1996señaló que: 
 
La Corte no podría oponerse a que una persona víctima de una violación 
de derechos humanos, particularmente si es un mayor de edad, renuncie 
a la indemnización que le es debida. En cambio, aun cuando el particular 
damnificado perdone al autor de la violación de sus derechos humanos, el 
Estado está obligado a sancionarlo, salvo la hipótesis de un delito 
perseguible a instancia de un particular. La obligación del Estado de 
investigar los hechos y sancionar a los culpables no tiende a borrar las 
consecuencias del acto ilícito en la persona afectada, sino que persigue 
que cada Estado Parte asegure en su orden jurídico los derechos y 
libertades consagrados en la Convención. 
 
En síntesis, la Corte ha dejado establecido, que el deber de investigar y 
sancionar nace de las obligaciones generales del Estado y se desprende 
específicamente de cada violación a los derechos humanos. 
3.3.5. Las reparaciones e indemnizaciones 
 
El artículo 63 numeral 1 de la Convención, además de disponer que se garantice 
al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados, señala que la 
sentencia deberá disponer, cuando ello sea procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de 
esos derechos, y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. Según 
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artículo 63 numeral de la Convención podrá ser invocada en cualquier etapa de 
la causa. Además, el artículo 56 del Reglamento de la Corte dispone que, 
cuando en la sentencia de fondo no se hubiere decidido específicamente sobre 
reparaciones, la Corte fijará la oportunidad para su posterior decisión y 
determinará el procedimiento a seguir. 
 
3.4. LA OBLIGACIÓN DE REPARAR EN EL DERECHO INTERNACIONAL 
 
Por su propia naturaleza, en el ámbito de los derechos humanos, en el que las 
víctimas o sus familiares tienen conciencia del carácter muchas veces 
irreparable del daño causado por una violación de derechos humanos, no hay 
reparación que pueda poner fin al sufrimiento.  
 
Según el juez de la Corte Interamericana Cançado Trindade, expresa que en 
ciertas circunstancias, las reparaciones por violaciones de los derechos 
humanos proporcionan a las víctimas tan sólo los medios adecuados para 
adecuar su sufrimiento, tornándolo menos insoportable; pero, en su opinión, el 
sentido histórico de las reparaciones es que ellas también permiten superar la 
venganza o la justicia privada. 
 
A juicio de Cançado Trindade, las reparaciones no ponen fin a lo ocurrido, pues 
el mal ya se cometió; pero mediante ellas se evita que se agraven sus 
consecuencias por la indiferencia del medio social, por la impunidad, o por el 
olvido; por lo tanto, las reparaciones revisten un doble significado: a) proveer 
satisfacción a las víctimas, o a sus familiares, cuyos derechos han sido violados, 
y b) restablecer el orden jurídico quebrantado por dichas violaciones. 
 
En el Derecho Internacional, la obligación de reparar es la consecuencia 
necesaria de un hecho ilícito imputable al Estado, que compromete su 
responsabilidad internacional. 
 
Las reparaciones consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los 
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dependen del daño ocasionado tanto en los planos material como moral, 
debiendo guardar relación con las violaciones constatadas.  
 
Por consiguiente, en caso de que se concluya que ha habido una violación de 
los derechos humanos, la función de la Corte no consiste únicamente en 
determinar el monto de la indemnización a pagar sino que, sobre todo, en indicar 
las medidas concretas que debe adoptar el Estado infractor para reparar las 
consecuencias de su acto ilícito5. 
 
Es importante reiterar que la jurisprudencia de la Corte ha destacado como se ha 
hecho en otros contextos que la reparación de las violaciones cometidas 
constituye uno de los principios fundamentales del actual Derecho internacional 
y que la obligación de reparar se halla enmarcada en éste. En efecto, la 
disposición internacional instituye o reconoce el derecho o la libertad, estatuye el 
deber de respetarlos y previene las consecuencias de la vulneración. Por ende, 
su régimen excede al Derecho interno. El Derecho internacional rige todos los 
aspectos de la obligación respectiva. Lo anterior es tomado en cuenta por lo 
determinado en el Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri contra Perú. (párr. 
189). 
 
Se trata de dos consecuencias de la infracción que están en relación de género 
a especie, siendo la indemnización sólo una de las muchas formas que puede 
asumir la reparación, pero no la única. 
 
En realidad, el pago de una indemnización no exonera al Estado de su 
obligación de adoptar todas las medidas indispensables para evitar la impunidad, 
y específicamente de investigar y sancionar a los responsables de una violación 
de derechos humanos. 
 
                                                          
5
 Por ejemplo, poner en libertad a una persona presa, o invalidar una sentencia producto de un 
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Por otra parte, el castigo a los responsables es, también, una forma de 
reparación que restablece la justicia no sólo respecto de la víctima o sus 
familiares sino de la sociedad en su conjunto. En tal sentido, hay que subrayar 
que, en el ámbito de los derechos humanos, el derecho a la reparación también 
cumple una función preventiva, y constituye una de las bases para combatir la 
impunidad de las violaciones de derechos humanos. 
 
En síntesis, las reparaciones incluyen los siguientes elementos: a) de ser 
posible, la restitución de la situación jurídica infringida, garantizando a la persona 
afectada el goce de sus derechos o libertades conculcadas, b) la indemnización 
pecuniaria que sea procedente, c) las medidas reparadoras de carácter no 
pecuniario, d) la investigación de los hechos y la correspondiente sanción delos 
responsables, e) las garantías de no repetición de los hechos que dieron origen 
a la demanda, y f) la adecuación de la normativa interna del Estado a lo 
dispuesto por la Convención. 
 
Aunque sea obvio, hay que observar que las reparaciones que se dispongan en 
la sentencia deben estar relacionadas con las violaciones de los derechos 
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EL DEBIDO PROCESO EN EL MARCO DE LA APLICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 8 (GARANTÍAS JUDICIALES) Y 25 (PROTECCIÓN JUDICIAL) 
DE LA CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
 
El orden de los temas ha sido establecido tomando como referencia la estructura 
del artículo 8º de la Convención Americana. Para facilitar la lectura resulta 
oportuno presentar el texto completo del citado artículo, al cual podrá acudir el 
lector cuando hagamos referencia a alguna de sus disposiciones: 
 
4.1. GARANTÍAS JUDICIALES 
 
El artículo 8 de la Convención, que consagra, según su titulación, las “garantías 
judiciales”, establece lo que se conoce en el derecho internacional de los 
derechos humanos como el derecho al debido proceso. 
El contenido de tal artículo dispone lo siguiente: 
Artículo 8º (Garantías judiciales): 
1.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
2.- Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 
a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
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b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 
formulada; 
c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido 
por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con 
su defensor; 
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado 
por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el 
inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del 
plazo establecido por la ley; 
f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 
tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras 
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, y 
h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo 
juicio por los mismos hechos. 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia. 
La Corte Interamericana enfatiza esto en el Caso Ivcher Bronstein contra Perú 
en su sentencia de fondo, de febrero del 2001, al decir que la aplicación del 
artículo 8 no se limita a los recursos judiciales en un sentido estricto, „sino al 
conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales‟ a 
efecto de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier 
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Asimismo, en el Caso Loayza Tamayo contra Perú en la Sentencia de fondo del 
17 de septiembre de 199, la Corte afirmó que para que en un proceso existan 
verdaderas garantías judiciales o procesales, es preciso que en él se observen 
todos los requisitos que „sirvan para proteger, asegurar o hacer valer la 
titularidad o el ejercicio de un derecho‟, es decir, las condiciones que deben 
cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u 
obligaciones están bajo consideración judicial. (Párr. 62.) 
Las reglas del debido proceso y las garantías judiciales deben aplicarse no sólo 
a los procesos judiciales, sino a cualesquiera otros procesos que siga el Estado, 
o bien, que estén bajo la supervisión del mismo. 
En la opinión de Adalid (1998): 
 Del texto del artículo ocho, puede apreciarse que el debido proceso es muy 
amplio, ya que busca proteger el derecho de los individuos a que se resuelvan 
con la máxima justicia posible, por una parte, las controversias que se 
susciten entre dos partes, sean ellas particulares u órganos del Estado y se 
refieran ellas a materias que estén o no en el ámbito de los derechos 
humanos, y por otra, los procedimientos de tipo penal para determinar la 
culpabilidad o inocencia de una persona. (p. 1035). 
 
4.2.  REQUISITOS GENERALES DEL DEBIDO PROCESO 
 
El artículo 8 de la Convención contiene, en su inciso 1, una norma general que 
se aplica a todos los procedimientos y, en su inciso 2, las garantías mínimas del 
acusado. En esta sección se analizará el primer inciso de dicho artículo, que 
establece los requisitos del debido proceso aplicables a todos los casos, sean 
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4.2.1. Derecho a la igualdad en el proceso 
 
El artículo 1.1 (obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana 
establece la obligación de los Estados Parte de respetar los derechos 
reconocidos en ella y garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
nacionalidad, posición social,  económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social. 
La no discriminación es un principio básico y general relativo a todos los 
derechos humanos, que determina tanto su goce como el ejercicio. En este 
sentido, la Corte Interamericana ha tenido oportunidad de señalar, en relación al 
artículo 1.1 de la Convención, que es una norma de carácter general cuyo 
contenido se extiende a todas las disposiciones del tratado, dispone la obligación 
de los Estados Partes de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los 
derechos y libertades allí reconocidos "sin discriminación alguna". Es decir, 
cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda ser 
considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualesquiera de los 
derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la misma". 
De igual manera que se reconoce el derecho de no discriminación, la 
Convención Americana determina en su artículo 24 el derecho de toda persona a 
la igualdad ante la ley.  
Esto quiere decir que en función del reconocimiento de la igualdad ante la ley se 
prohíbe todo tratamiento discriminatorio de origen legal. De este modo la 
prohibición de discriminación ampliamente contenida en el artículo 1.1 respecto 
de los derechos y garantías estipulados por la Convención, se extiende al 
derecho interno de los Estados Partes, de tal manera que es posible concluir 
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comprometido, en virtud de la Convención, a no introducir en su ordenamiento 
jurídico regulaciones discriminatorias referentes a la protección de la ley. 
En base a estas consideraciones, se puede concluir que el respeto al derecho a 
la igualdad ante la ley implica un mandato a toda autoridad estatal con potestad 
normativa para que se abstenga de establecer disposiciones que contengan 
preceptos discriminatorios. 
En el ámbito del derecho al debido proceso, tanto el principio de no 
discriminación como el derecho a la igualdad ante la ley deben ser objeto de 
estricta observancia. Por eso, el artículo 8.2 de la Convención precisa que las 
garantías mínimas contenidas en esta disposición son derechos que deben ser 
ejercidos en plena igualdad. Además, aunque no se señale expresamente, este 
criterio también debe ser aplicado respecto a las otras garantías previstas en el 
artículo 8º de la Convención, debido al mandato general de los artículos 1.1 (no 
discriminación) y 24 (igualdad ante la ley) contenidas en el mismo tratado. 
En la Opinión ConsultivaOC-11/90, sobre excepciones al agotamiento de los 
recursos internos, del 10 de agosto de 1990, la Corte Interamericana tuvo la 
oportunidad de emitir algunas consideraciones respecto a la posibilidad de que 
una persona indigente no pueda acceder a la protección de sus derechos en 
sede judicial por falta de capacidad económica, lo que a su entender podría 
significar una discriminación. 
En aquella oportunidad precisó:  
 Si una persona que busca la protección de la ley para hacer valer los 
derechos que la Convención le garantiza, encuentra que su posición 
económica (en este caso, su indigencia) le impide hacerlo porque no puede 
pagar la asistencia legal necesaria o cubrir los costos del proceso, queda 
discriminada por motivo de su posición económica y colocada en 
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Para la Corte, en consecuencia, un indigente se vería discriminado por razón de 
su situación económica si, requiriendo asistencia legal, el Estado no se la provee 
gratuitamente. 
De igual forma, en la Opinión Consultiva OC-16/99,sobre el Derecho a la 
Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del 
Debido Proceso Legal del 1 de octubre de 1999,la Corte precisó: 
Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver los factores 
de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia. Es así como se 
atiende el principio de igualdad ante la ley y los tribunales, y a la correlativa 
prohibición de discriminación. La presencia de condiciones de desigualdad 
real obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o 
eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa 
eficaz de los propios intereses. Si no existieran esos medios de 
compensación, ampliamente reconocidos en diversas vertientes del 
procedimiento, difícilmente se podría decir que quienes se encuentran en 
condiciones de desventaja disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se 
benefician de un debido proceso legal en condiciones de igualdad con 
quienes no afrontan esas desventajas (párrafo 119). 
El respeto de las garantías del debido proceso previstas en el artículo 8 de la 
Convención Americana, en consecuencia, deben ser analizadas siempre desde 
la perspectiva de otros dos mandatos expresos previstos en la Convención: la no 
discriminación y la igualdad ante la ley. 
4.2.2. El acceso a la jurisdicción 
 
De acuerdo al artículo 8.1 de la Convención Americana se dispone que: 
Toda persona tiene la facultad de recurrir ante los órganos jurisdiccionales del 
Estado, para obtener la protección de sus derechos o para hacer valer cualquier 
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personas no realizan justicia por sus propias manos ya que cuentan con una 
instancia y un proceso, previamente determinados por la ley, por medio del cual 
pueden resolver sus controversias. 
En otras palabras, todas las personas tienen el derecho de acceder al sistema 
judicial, para que los órganos llamados a resolver su pretensión la estudien y 
emitan una resolución motivada conforme a derecho. Impedir este acceso es la 
forma más extrema de denegar justicia. 
Es decir que de acuerdo a este, se hace referencia al derecho de toda persona a 
ser oída para la resolución de sus controversias, con las garantías debidas y por 
un tribunal competente, independiente e imparcial. 
Al interpretar los alcances de este derecho en relación a los casos de violación 
de los derechos humanos, la Corte Interamericana ha reconocido el derecho de 
las víctimas y de sus familiares a acceder a la jurisdicción competente a fin de 
que se investiguen los actos que lesionaron tales derechos, se determinen las 
responsabilidades del caso y se establezcan las reparaciones correspondientes. 
En este sentido, la Corte ha señalado: 
En el caso Villagrán Morales, la Corte estableció que: del artículo 8 de la 
Convención se desprende que las víctimas de las violaciones de los derechos 
humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos 
y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los 
hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una debida 
reparación. (Párr. 227.) 
4.2.3. El derecho a ser oído 
 
Coincidimos con el criterio de Medina (2003) quien afirma lo siguiente: 
La obligación de que la determinación de derechos u obligaciones y la 
decisión sobre la culpabilidad o inocencia de una persona se haga de 
acuerdo al debido proceso implica, obviamente, que toda persona debe 
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Esto significa, a su vez, la obligación del Estado, para que el derecho 
pueda ejercerse, de establecer órganos y procedimientos que cumplan con 
los requisitos del artículo 8, así como la de proveer a los individuos con un 
mínimo de medios para que puedan acceder a dichas instancias. (p. 294) 
La importancia de la existencia de tribunales y de procedimientos, necesarios 
para el cumplimiento por el Estado del debido proceso, debe ser acompañada 
con la posibilidad real de los jueces o tribunales respectivos de ejercer las 
funciones jurisdiccionales que se les asignan. 
El derecho a ser oído ha sido interpretado con amplitud por la Corte 
Interamericana, por ejemplo en la Opinión Consultiva 18/ 03 sobre la Condición 
Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados del 17 de septiembre de 
2003, en relación al derecho al debido proceso probablemente fundándose en el 
carácter universal de los derechos humanos y en la obligación de los Estados de 
respetar y garantizarlos mismos  a todas las personas sujetas a su jurisdicción, 
establecida en el artículo 1 de la Convención concluyó que la obligación general 
de respetar y garantizar los derechos humanos vincula a los Estados, 
independientemente de cualquier circunstancia o consideración, inclusive el 
estatus migratorio de las personas. 
4.2.4. Tribunal competente, independiente e imparcial establecido con 
anterioridad por la ley 
 
El derecho a ser oído requiere que la determinación de los derechos o de la 
inocencia o culpabilidad de una persona se tome por un tribunal competente, 
independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley. 
La posición de la Corte ha sido consistente en esta materia. En el caso del 
Tribunal Constitucional versus Perú en su sentencia de 31 de enero de 2001, 
señaló que cuando la Convención se refiere al derecho de toda persona a ser 
oída por un juez o tribunal competente para la determinación de sus derechos, 
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legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y 
obligaciones de las personas. 
Además agregó que cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de 
carácter materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones 
apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8. 
Un requisito esencial es que el tribunal esté establecido por ley, con el fin de 
asegurar que será el órgano legislativo el que decida la organización y 
jurisdicción de los tribunales en un Estado, con anterioridad a la fecha en que 
sucedieron los hechos que se juzgan. 
Coincidimos con el criterio del profesor Huerta Guerrero (s.f), quien considera 
como tribunal competente a aquel que de acuerdo a determinadas reglas 
previamente establecidas (territorio, materia, etc), es el llamado para conocer y 
resolver una controversia. 
El alcance de esta disposición también hace referencia al derecho a un juez 
natural. Esta garantía presenta dos alcances: por un lado, la imposibilidad de ser 
sometido a un proceso ante la autoridad de quien no es juez o que carece de 
competencia para resolver una determinada controversia; y por otro, que la 
competencia de los jueces y tribunales se encuentre previamente establecida 
por la ley. 
Las competencias de los tribunales se encuentran previstas en las normas 
internas de cada Estado, sean estas constitucionales u ordinarias.  
Es importante señalar asimismo que la falta de un tribunal competente, 
independiente e imparcial, constituye un factor que determina asimismo la 
violación de otras garantías del debido proceso. 
El requisito de que el tribunal que oiga a la persona sea competente está en 
íntima relación con lo anterior. El ámbito espacial, temporal, material y personal 
dentro del cual el tribunal puede ejercer sus facultades jurisdiccionales debe 
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exigencia cuyo objetivo es también asegurar la independencia e imparcialidad 
del juzgador. 
Compartimos el criterio de Medina (2003) quien sostiene que: 
La independencia del tribunal dice relación con su autonomía, frente a 
cualquier otro órgano del Estado, para ejercer las funciones 
jurisdiccionales, como consecuencia de la aplicación de la doctrina de la 
separación de poderes, base de un sistema democrático. La 
imparcialidad, por su parte, se refiere a la falta de prevención, prejuicio o 
sesgo que debe tener el tribunal para poder tomar una decisión recta en 
un caso determinado, es decir, se refiere a la relación del tribunal con las 
partes de un proceso específico. A menudo, la carencia de independencia 
implica también una carencia de imparcialidad, pero es útil mantener los 
conceptos diferenciados. (p. 298). 
La independencia de los tribunales alude al grado de relación que existe entre 
los magistrados de las diversas instancias del Poder Judicial, respecto a los 
demás órganos del Estado, en especial los de carácter político, como lo son el 
Ejecutivo o el Legislativo. En este sentido, los jueces se encuentran obligados a 
dar respuesta a las pretensiones que se les presentan, únicamente con arreglo a 
derecho, sin que existan otros condicionamientos para tal efecto. Asimismo, en 
el ejercicio de la actividad jurisdiccional, ningún juez o tribunal se encuentra 
sometido a la voluntad de las instancias superiores, debiendo en consecuencia 
mantener también su independencia respecto a todos los demás órganos 
judiciales. 
La garantía del tribunal imparcial permite contar con órganos jurisdiccionales que 
aseguren a las personas que sus controversias serán decididas por un ente que 
no tiene ningún interés o relación personal con el problema, y que mantendrá 
una posición objetiva al momento de resolverlo. En consecuencia, la 
imparcialidad de los tribunales implica que las instancias que conozcan cualquier 
clase de proceso no deben tener opiniones anticipadas sobre la forma en que los 
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etc. Asimismo, esta garantía obliga al magistrado a no dejarse influenciar por el 
contenido de las noticias o las reacciones del público sobre sus actuaciones, por 
información diferente a la que aparece en el proceso, ni por influencias, 
alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas de cualquier sector. 
4.2.5. El plazo razonable 
 
El artículo 8.1 de la Convención Americana, establece el derecho de que la 
persona sea oída dentro de un plazo razonable. 
La Corte Interamericana se pronunció sobre este aspecto en el caso Genie 
Lacayo versus Nicaragua en la sentencia de 29 de enero de 1997, estableciendo 
que para decidir la razonabilidad del plazo en un proceso se debían tomar en 
cuenta tres elementos: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del 
interesado; y c) la conducta de las autoridades judiciales. (párr. 77) 
La complejidad del asunto podrá provenir, por ejemplo, de que el proceso tenga 
muchas partes, o haya que llevar a cabo peritajes difíciles, o se deba realizar 
parte de la investigación a través de exhortos a otros tribunales. La actividad 
procesal del interesado se analizará desde el punto de vista de la buena fe con 
que realiza sus actuaciones; la utilización de todos los recursos que la propia ley 
le plantea no puede, en principio, serle imputable como causa de retraso; por el 
contrario, es responsabilidad del Estado prevenir que sean las mismas 
procesales las que ocasionan la demora.  
La conducta de las autoridades judiciales es un factor particularmente 
importante. Cualquier atraso debe tener una justificación, no siendo una de ellas 
el exceso de trabajo del tribunal, y esto porque, reitero, la responsabilidad en el 
marco de un debido proceso dentro de un plazo razonable es del Estado en su 
conjunto, que tiene la obligación de organizar una justicia que funcione. 
De lo dicho, queda claro que el plazo razonable es un concepto indeterminado y 
abierto y que no puede fijarse un período de tiempo determinado, de aplicación 
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se puede apreciar el delicado equilibrio que debe existir entre la celeridad de la 
decisión, la posibilidad de las partes de poder desarrollar sus defensas y la 
posibilidad del juez de disponer del tiempo necesario para examinar 
cuidadosamente las alegaciones y las pruebas. 
4.2.6. Garantías especiales del inculpado 
 
Como bien afirma Rescia (1998): 
El artículo 8.2 de la Convención establece ciertas garantías especiales para 
el inculpado, que coexisten con las garantías generales del inciso primero de 
dicho artículo y están destinadas a precisar la protección de aquél que es 
objeto de un juicio penal, por el efecto que este tipo de juicio tiene sobre 
algunos derechos humanos, como el de la libertad personal y la honra de la 
persona sometida a un proceso. (p.1295) 
4.2.6.1. La presunción de inocencia 
 
El segundo párrafo del artículo 8 garantiza a toda persona inculpada de delito el 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente 
su culpabilidad. La presunción de inocencia subyace el propósito de las 
garantías judiciales, al afirmar la idea de que una persona es inocente hasta que 
su culpabilidad sea demostrada. 
De igual forma, este principio hace explícito el hecho de que el Estado no puede 
afectar ningún derecho humano sin que haya una justificación para ello. Puesto 
que una condena en un juicio penal trae como consecuencia una disminución 
significativa de la capacidad de una persona de ejercer y gozar de varios de sus 
derechos humanos, parece propio que mientras no se demuestre la culpabilidad 
de una persona, ésta no sufra esa consecuencia.  
Luego, a primera vista, el principio implica tanto que la persona debe ser tratada 
como si fuera inocente hasta el momento en que sea encontrada culpable por 
una sentencia judicial, como que nadie puede ser condenado a menos que el 
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del hecho que se le imputa. En principio, el directamente obligado al respeto de 
la presunción de inocencia es, primordialmente, el juez que conoce del asunto. 
Desde otro punto de vista, el tratamiento de una persona como si fuera inocente 
se ha establecido también por la Corte en relación con la afectación de la 
libertad personal al decidir que el principio de la presunción de inocencia se viola 
cuando la persona permanece detenida de manera prolongada. Este criterio se 
ha analizado en el Caso Suárez Rosero versus Ecuador del 12 de noviembre de 
1997 (párr. 77-78.). 
De lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Convención se deriva la obligación estatal 
de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente 
necesarios para asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia, pues la prisión 
preventiva es una medida cautelar, no punitiva. Este concepto está expresado 
en múltiples instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos y, 
entre otros, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
En caso contrario se estaría cometiendo una injusticia al privar de libertad, por 
un plazo desproporcionado respecto de la pena que correspondería al delito 
imputado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida. 
Sería lo mismo que anticipar una pena a la sentencia, lo cual está en contra de 
principios generales del derecho universalmente reconocido. 
La Corte se ha referido también a la presunción de inocencia en el caso Loayza 
Tamayo, en cuya sentencia estableció que el principio se había infringido porque 
la jurisdicción militar había atribuido a la señora Loayza la comisión de un delito 
diverso a aquél por el que fue acusada y procesada, sin tener competencia para 
ello. El fundamento de esta determinación es difícil de entender. Sin perjuicio de 
que en este caso Perú violó claramente varios derechos de la Convención, entre 
otros, el de la libertad personal al dejar detenida a la señora Loayza después de 
que había dictado sentencia absolutoria en su favor, con respecto a la 
presunción de inocencia la jurisdicción militar no parece haber hecho más que 
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podría sostenerse que esta acción, por sí sola, constituye una infracción al 
principio. (párr. 63.) 
El artículo 8.2 de la Convención también se preocupa de establecer algunos 
derechos que parecen esenciales para que la persona pueda defenderse de los 
cargos que se le imputan. Aun cuando corresponde al Estado probar la 
culpabilidad del acusado, éste debe estar en condiciones de tratar de desvirtuar 
las pruebas que el Estado presenta para fundar su acusación.  
4.2.6.2 El derecho de defensa 
 
El artículo 8.2 de la Convención establece un conjunto de garantías mínimas 
que permiten asegurar el derecho de defensa en el marco de los procesos  
penales. Estas son: 
El derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por un traductor o 
intérprete (artículo 8.2.a). 
El derecho del inculpado a la comunicación previa y detallada de la 
acusación formulada (artículo 8.2.b). 
La concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa (artículo 8.2.c). 
El derecho del inculpado a defenderse por sí mismo o a través de un 
defensor de su elección o nombrado por el Estado (artículos 8.2.d y 8.2.e). 
El derecho del inculpado de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor (artículo 8.2.d) 
El derecho de la defensa del inculpado respecto a los testigos y peritos 
(artículo 8.f) 
Como se puede apreciar, este derecho comprende garantías mínimas propias 
del debido proceso, las cuales deben ser puestas en práctica a favor del 
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4.2.6.3. Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a 
declararse culpable 
 
Esta garantía enfatiza la idea de que es el Estado el que debe demostrar la 
culpabilidad de la persona sometida a un proceso.   
La Convención reitera esto cuando establece en el artículo 8.3 que la confesión 
del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza.  
La Corte encontró una violación de los artículos 8.2.g) y 8.3 de la Convención en 
el Caso Cantoral Benavides versus Perú del 18 de agosto de 2000, porque 
estimó que se había probado que la víctima fue sometida a torturas y obligada a 
confesar determinadas conductas delictivas. Por el contrario, en el caso Castillo 
Petruzzi y otros, de igual forma contra Perú en el año 1999, la Corte consideró 
que la mera exhortación a los inculpados a decir la verdad, no constituía 
violación del artículo 8.3, cuando no había constancia en autos de que esa 
exhortación implicara la amenaza de pena u otra consecuencia jurídica adversa 
para el caso de que el exhortado faltara a la verdad. Tampoco había prueba de 
que se hubiera pedido a los inculpados rendir juramento o formular promesa de 
decir verdad. De haber ello ocurrido, sostuvo la Corte, habría contrariado el 
principio de libertad de aquéllas para declarar o abstenerse de hacerlo.  (Párr. 
167.) 
4.2.6.4 .Publicidad del juicio, oralidad y publicidad del fallo 
 
El artículo 8.5 establece que el “proceso penal debe ser público, salvo en lo que 
sea necesario para preservar los intereses de la justicia”. A diferencia de lo 
dispuesto en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
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Es éste un requerimiento formal, que intenta asegurar la transparencia de la 
justicia, permitiendo la presencia de terceros cuando el juicio se efectúa; la 
obligación del Estado es, pues, hacer de hecho y de derecho posible que la vista 
del juicio sea accesible al público. La calidad de público del juicio intenta no sólo 
proteger al acusado, sino que es también un derecho de la comunidad, ya que 
todos deben poder controlar a través de su presencia el modo cómo se ejerce la 
justicia en una sociedad democrática. 
El derecho al juicio público implica el que éste sea oral, ya que un procedimiento 
escrito no permite este control democrático. La publicidad alcanza también a la 
lectura del fallo, ya que la Convención Americana habla de que “el proceso” 
debe ser público, y el fallo es la culminación de éste. 
4.3. LAS EXIGENCIAS DEL DEBIDO PROCESO 
 
4.3.1 El debido proceso como derecho exigible ante cualquier órgano o 
autoridad estatal 
 
La aplicación de las garantías del artículo 8º de la Convención no sólo son 
exigibles a nivel de las diferentes instancias que integran el Poder Judicial sino 
que deben ser respetadas por todo órgano que ejerza funciones de carácter 
materialmente jurisdiccional.  
De conformidad con la separación de los poderes públicos que existe en el 
Estado de Derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al 
Poder Judicial, otros órganos o autoridades públicas pueden ejercer funciones 
del mismo tipo. 
Es decir, que cuando la Convención se refiere al derecho de toda persona a ser 
oída por un juez o tribunal competente para la determinación de sus derechos, 
esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea administrativa, 
legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y 
obligaciones de las personas. Por la razón mencionada, esta Corte considera 
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jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las 
garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8 de la 
Convención Americana. Lo antes referido se analizó en el Caso Tribunal 
Constitucional contra Perú, en la sentencia del 31 de enero del 2001. (párr. 71). 
En una decisión posterior del Caso Baena Ricardo y otros, del 2 de febrero del 
2001 la Corte volvió a abordar esta materia y precisó que cualquier actuación u 
omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo 
sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal. (Párr. 124.) 
En el mismo caso, esta precisión la realizó la Corte Interamericana a propósito 
de ser este el primer caso sometido a su jurisdicción en el que se alegaba la 
afectación del debido proceso en el ámbito de un procedimiento administrativo. 
En aquella ocasión la Corte señaló que: Es un derecho humano el obtener todas 
las garantías que permitan alcanzar decisiones justas, no estando la 
administración excluida de cumplir con este deber. Las garantías mínimas deben 
respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento 
cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas. (Párr. 127.) 
La posición de la Corte Interamericana respecto al cumplimiento de las garantías 
previstas en el artículo 8 de la Convención en el marco de los procedimientos 
administrativos quedó confirmada en una ocasión posterior, en la cual señaló: 
Pese a que el artículo 8.1 de la Convención alude al derecho de toda persona a 
ser oída por un juez o tribunal competente para la determinación de sus 
derechos, dicho artículo es igualmente aplicable a las situaciones en que alguna 
autoridad pública, no judicial, dicte resoluciones que afecten la determinación de 
tales derechos. Lo antes expuesto se estableció en el Caso Ivcher, (párr. 105.) 
4.3.1.1. El debido proceso como derecho exigible en el marco de los 
procesos previstos para la protección de los derechos fundamentales 
 
Interesa resaltar de modo particular que la Corte Interamericana ha establecido 
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previstos en el artículo 25.1 de la Convención Americana, también se respeten 
las garantías del debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención.  
Para la Corte, la relación entre el artículo 8 (garantías judiciales) y 25 (protección 
judicial) de la Convención Americana implican la consagración del derecho de 
las víctimas a obtener protección judicial de conformidad con el debido proceso 
legal, esto fue analizado en el Caso Tribunal Constitucional, del 31 de enero del 
2001, (párr. 103.) 
Como se sabe, el artículo 25.1 de la Convención establece que toda persona 
tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen 
sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
Convención.  
Entre estos recursos, como lo ha señalado la Corte Interamericana, se 
encuentran los procesos de amparo y hábeas corpus, cuya efectividad puede 
quedar impedida por no respetarse el debido proceso. 
Es interesante analizar cómo se pronunció la Corte en una ocasión, respecto de 
la vinculación existente entre el artículo 8 (garantías judiciales) y 25 (protección 
judicial)  al señalar que los tribunales internos que resolvieron los recursos 
judiciales (amparo y otros) presentados por la víctima no satisficieron los 
requisitos mínimos de independencia e imparcialidad establecidos en el artículo 
8.1 de la Convención como elementos esenciales del debido proceso legal, lo 
que hubiera permitido la obtención de una decisión adecuada a derecho. En tal 
virtud, dichos recursos no fueron efectivos. Además, dichos procesos no fueron 
sencillos ni rápidos, afectándose el derecho a la protección judicial previsto en el 
artículo 25º de la Convención Americana. (Caso Ivcher, párrafo 139.) 
4.3.1.2. El debido proceso como derecho exigible en los procesos de 
carácter sancionatorio 
 
Asimismo es necesario resaltar de modo particular que la Corte Interamericana 
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deben ser observadas por el Estado en los procesos en donde se materialice su 
facultad para establecer sanciones. 
En este sentido, pronunciándose en el Caso del Tribunal Constitucional, el 31 de 
enero del 2001, afirmó que el ejercicio de tal potestad, no sólo presupone la 
actuación de autoridades con un total apego al orden jurídico, sino implica 
además la concesión de las garantías mínimas del debido proceso a todas las 
personas que se encuentran sujetas a su jurisdicción, bajo las exigencias 
establecidas en la Convención. (Párr. 68.) 
En una decisión posterior, en donde evaluó el respeto del artículo 8 de la 
Convención Americana en el marco de un procedimiento administrativo de 
carácter sancionatorio, la Corte precisó que: En cualquier materia, inclusive en la 
laboral y la administrativa, la discrecionalidad de la administración tiene límites 
infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los derechos humanos. Es 
importante que la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta 
no puede invocar el orden público para reducir discrecionalmente las garantías 
de los administrados. Por ejemplo, no puede la administración dictar actos 
administrativos sancionatorios sin otorgar a los sancionados la garantía del 
debido proceso. Lo antes referido fue aclarado en el Caso Baena Ricardo y 
otros, del 2 de febrero del 2001.La Corte llegó a constatar que los despidos de 
un determinado número de trabajadores estatales, fueron realizados sin un 
procedimiento administrativo previo a la sanción de destitución. 
4.3.1.3. El debido proceso durante los estados de excepción 
 
En la opinión consultiva Garantías Judiciales en Estados de Emergencia OC-
9/87, del 6 de octubre de 1987, la Corte Interamericana ha señalado que el 
concepto de debido proceso legal recogido en el artículo 8 de la Convención 
Americana debe entenderse como aplicable, en lo esencial, a todas las garantías 
judiciales previstas para la protección de los derechos fundamentales, aun bajo 






Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 




En este sentido, para la Corte Interamericana los principios del debido proceso 
legal no pueden suspenderse con motivo de los estados o regímenes de 
excepción, en cuanto constituyen condiciones necesarias para que los 
instrumentos procesales para proteger los derechos fundamentales puedan 
considerarse como efectivas garantías judiciales, en especial los procesos de 
amparo y hábeas corpus. 
4.4. PROTECCIÓN JUDICIAL EN LA CONVENCIÓN AMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS 
 
La importancia de este recurso es evidente y ha sido reconocida por la Corte 
Interamericana al sostener que el artículo 25 constituye uno de los pilares 
básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de 
Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención. 
El contenido del Artículo 25 es el siguiente: 
Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la 
ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por 
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
Los Estados Partes se comprometen: 
 a) A garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
b) A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar el 
cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya 
estimado procedente el recurso. 
Se puede observar que la existencia de derechos humanos consagrados en la 
Convención Americana, constituyen un mínimo que los Estados partes deben 
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Asimismo, la responsabilidad primaria del cumplimiento de las obligaciones 
internacionales corresponde al Estado, es éste el que debe establecer, en el 
ámbito nacional, recursos efectivos para proteger los derechos, sin perjuicio de 
la existencia de mecanismos de control subsidiarios en el ámbito internacional. 
4.4.1. El artículo 25 y su vinculación con otras disposiciones de la 
Convención 
 
El artículo 25 y los artículos 1.1 y 8 de la Convención Americana 
El derecho a la protección judicial tiene una íntima conexión con el artículo 1.1. y 
con el artículo 8 de la Convención. Por una parte, la existencia de un recurso 
que proteja es una manera de cumplir con la obligación de garantizar que se 
deriva del artículo 1.1 de la Convención y, por la otra, el recurso se vincula con el 
derecho a ser oído contenido en el artículo 8.1 de la misma, porque el artículo 25 
exige que éste sea judicial.  El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con 
la obligación general del artículo 1.1 de la Convención Americana, a atribuir 
funciones de protección al derecho interno de los Estados partes, de lo cual se 
desprende que el Estado tiene la responsabilidad de diseñar y consagrar 
normativamente un recurso eficaz, pero también la de asegurar la debida 
aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales.  
En cuanto a su relación con el artículo 8, es suficiente la clara explicación dada 
por la Corte Interamericana en la Opinión Consultiva 9 donde señaló que el 
artículo 25consagra el derecho a los recursos de amparo y hábeas corpus y el 
artículo 8 la manera como deben ser substanciados, ya que los recursos deben 
tramitarse de acuerdo al debido proceso.  
Esta posición se reiteró en la sentencia de Hilaire, Constantine y Benjamín y 
otros, donde la Corte expresó que: 
Para que se preserve el derecho a un recurso efectivo, en los términos del 
artículo 25 de la Convención, es indispensable que dicho recurso se tramite 
conforme a las reglas del debido proceso, consagradas en el artículo 8 de la 
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Cuando se examina la relación entre el artículo 25 y el 8, se ve también que 
a menudo la Corte encuentra que una ausencia de recursos o su falta de 
eficacia da lugar a la violación del artículo 8 de la Convención, o que la 
ausencia de alguno de los elementos señalados en el artículo 8 para que 
haya un debido proceso da lugar a la violación del artículo 25 de la misma.  
 
4.4.1.1. Características del recurso 
 
Recurso sencillo, rápido y efectivo 
 
La Convención consagra el derecho a un recurso sencillo y rápido, pero agrega 
o a cualquier otro recurso efectivo. 
El artículo 25.1 de la Convención incorpora el principio de la efectividad de los 
instrumentos o medios procesales destinados a garantizar los derechos 
humanos, principio reconocido en el derecho internacional de los derechos 
humanos. 
La jurisprudencia de la Corte es muy abundante en lo que se refiere a la 
exigencia de que exista un recurso efectivo. En la sentencia de fondo del caso 
Velásquez Rodríguez, la Corte explicó el sentido de la palabra efectivo, 
señalando que el recurso debe ser capaz de producir el resultado para el que ha 
sido concebido agregando que ello no implica que todo recurso deba ser 
necesariamente acogido, sino que haya, por lo menos, una posibilidad de que el 
recurso prospere. 
La Opinión Consultiva 9/87 expandió el sentido subrayando que para que tal 
recurso exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con 
que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo 
para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y 
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No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, 
resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya 
quedado demostrada por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de la 
independencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los 
medios para ejecutar sus decisiones; por cualquier otra situación que configure 
un cuadro de denegación de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo 
injustificado en la decisión; o, por cualquier causa, no se permita al presunto 
lesionado el acceso al recurso judicial (párr. 24-25). 
Al parecer, entonces, para la Corte la efectividad tiene que ver con su capacidad 
potencial, en el hecho y en el derecho, de producir el resultado que se requiere 
para proteger el derecho, pero también se relaciona con el debido proceso, ya 
que tiende a considerar que se ha infringido el artículo 25 de la Convención 
cuando están ausentes uno o más elementos de los señalados en el artículo 8 
de la misma. 
En el caso de los Niños de la Calle, donde las víctimas fueron detenidas por 
varias horas antes de ser ejecutadas, la Corte decidió que el artículo 25 se había 
violado porque las víctimas, mayores y menores de edad, fueron impedidas de 
ejercer por sí mismas o por terceros su derecho a un recurso efectivo ante las 
instancias nacionales, que se presume sería el hábeas corpus. (Párr. 236) 
La Corte, también estableció en el caso Bulacio contra Argentina que las 
obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
Americana requieren de los Estados partes la pronta adopción de providencias 
de toda índole para que nadie sea sustraído del derecho a la protección judicial, 
consagrada en el artículo 25. (Párr. 116.) 
4.4.2. Los estados de excepción 
 
En su artículo 27, la Convención permite a los Estados partes suspender 
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Esta disposición fue, y aun es, una disposición clave para muchos Estados 
latinoamericanos. 
El marco que establece el artículo 27 incluye: (i) las causales por las cuales se 
pueden suspender ciertas obligaciones del tratado; (ii) los derechos respecto de 
los cuales el Estado no puede suspender ninguna obligación; (iii) un requisito de 
proporcionalidad en el tiempo y en el tipo de suspensiones que se decreten; (iv) 
la exigencia de que las medidas no pueden ser discriminatorias; y (v) la 
prohibición de suspender obligaciones cuando esta suspensión es incompatible 
con otras obligaciones internacionales del Estado, esto en razón de que el 
Estado debe aplicar siempre la norma que más favorezca a los individuos. 
El Artículo 27 de la Convención Americana establece que la suspensión se 
autoriza en caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que 
amenace la independencia o seguridad del Estado parte. La historia fidedigna de 
la disposición no aclara el significado específico de la frase “en caso de guerra, 
peligro público u otra emergencia que amenace la independencia o la seguridad 
de una Estado Parte. Es claro que esta parte de la disposición se originó en el 
Convenio Europeo, y los precedentes creados en el sistema europeo con 
relación al artículo 15 de su Convenio pueden ser útiles para su interpretación.  
Compartimos en esta ocasión la opinión de Norris (1980) quien sostiene que:  
la Convención Americana se diferencia del artículo 15 del tratado europeo al 
sustituir la expresión la vida de la nación por la expresión la independencia o 
la seguridad de un Estado. Esta formulación deberá ser interpretada y 
desarrollada en términos americanos. (p.189). 
Aquí, una vez más, debemos tener en consideración que estos conceptos son 
peligrosamente vagos, particularmente en vista de las interpretaciones diversas, 
y a veces extremas, sobre la seguridad nacional que han prevalecido en algunas 
épocas en ciertos Estados del continente americano. Esto ha hecho necesario 
permitir la supervisión de los órganos regionales en aquellos casos en que se 
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En cuanto a las obligaciones no susceptibles de suspensión, el mismo artículo 
27 prohíbe suspenderlas con respecto a los siguientes artículos: 3 (derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica); 4 (derecho a la vida); 5 (derecho a la 
integridad personal); 6 (prohibición de la esclavitud y servidumbre); 9 (principio 
de legalidad y retroactividad); 12 (libertad de conciencia y de religión); 17 
(protección a la familia); 18 (derecho al nombre); 19 (los derechos del niño); 20 
(derecho a la nacionalidad); y 23 (derechos políticos), agregando que tampoco 
son susceptibles de suspensión las garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos.  
Esta disposición ha sido interpretada en dos opiniones consultivas de la Corte 
Interamericana, que ha identificado cuáles son estas garantías, dando de paso 
algunas directrices generales sobre la suspensión de obligaciones en el artículo 
27. 
Primeramente, la Corte se pronunció, en la Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 
de enero de 1987 sobre el Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías a 
petición de la Comisión Interamericana, respecto de la situación de este recurso 
en una situación de emergencia. La Corte comienza por señalar que no puede 
hacer abstracción de los abusos a que puede dar lugar esta facultad del Estado 
de suspender obligaciones emanadas de la Convención y que por ello, debe 
subrayar que, dentro de los principios que se aplican en el  sistema 
interamericano, la suspensión de garantías no puede desvincularse del „ejercicio 
efectivo de la democracia representativa‟ a que alude el artículo 3 de la Carta de 
la OEA. (OC-8/87, párr. 20.) 
Con esta afirmación, la Corte impone al Estado al regular lo relativo a la 
suspensión, la condición de no afectar la democracia representativa. 
A continuación expresa que la suspensión de garantías no comporta la 
suspensión temporal del Estado de Derecho, ni autoriza a los gobernantes a 
apartar su conducta de la legalidad en que en todo momento deben ceñirse, ya 
que el principio de legalidad, las instituciones democráticas y el Estado de 
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Sobre esta base, la Corte construye su opinión, haciendo hincapié en que las 
garantías a que se refiere el artículo 27 son judiciales, estimando que, esta 
expresión no puede referirse sino a medios judiciales idóneos para la protección 
de tales derechos, lo cual implica la intervención de un órgano judicial 
independiente e imparcial, apto para determinar la legalidad de las actuaciones 
que se cumplan dentro del estado de excepción. (OC-8/87, párr. 20.) 
En la misma Opinión, la Corte opina que: los procedimientos jurídicos 
consagrados en los artículos 25.1 y 7.6 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos no pueden ser suspendidos conforme al artículo 27.2 de la 
misma, porque constituyen garantías judiciales indispensables para proteger 
derechos y libertades que tampoco pueden suspenderse según la misma 
disposición.(párr. 44.) 
Posteriormente el Gobierno de Uruguay hizo a la Corte una consulta más 
general respecto del alcance de la prohibición de suspender ciertas garantías 
judiciales, pidiéndole en particular que se pronunciara sobre la situación de los 
artículos 25 y 8 de la Convención durante una emergencia. 
La Corte ya se había pronunciado sobre el artículo 25, por lo que en esta opinión 
reitera sus argumentos y posición al respecto, pero examina en la Opinión 
Consultiva: Garantías Judiciales en Estado de Emergencia, con detención, el 
artículo 8 que consagra el debido proceso legal que no contiene un recurso 
judicial propiamente dicho, sino el conjunto de requisitos que deben observarse 
en la instancias procesales para que pueda hablarse de verdaderas y propias 
garantías judiciales según la Convención. (OC-9/87, párr. 27.) 
En primer lugar, en dicha opinión, la Corte sostiene que el concepto de debido 
proceso legal debe entenderse aplicable, en lo esencial, a todas las garantías 
judiciales referidas en la Convención Americana, aun bajo el régimen de 
suspensión regulado por el artículo 27 de la misma.(párr. 27.) 
Enseguida, la Corte sigue afirmando que, además de las garantías que ya ha 
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del artículo 29.c6de la Convención, que no implican solamente una determinada 
organización política contra la cual es ilegítimo atentar, sino la necesidad de que 
ella esté amparada por las garantías judiciales que resulten indispensables para 
el control de legalidad de las medidas tomadas en situación de emergencia, de 
manera que se preserve el Estado de Derecho. (párr. 37) 
Con esto se reitera una vez más que el Estado de Derecho, la democracia 
representativa y el régimen de libertad personal, son consustanciales con el 
sistema interamericano, en particular con el régimen de protección de los 
derechos humanos contenidos en la Convención.  
La Corte Interamericana concluyó en esa ocasión: 
1. Que deben considerarse como garantías judiciales indispensables no 
susceptibles de suspensión: el hábeas corpus (art. 7.6), el amparo, o 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes (art. 
25.1), destinado a garantizar el respeto a los derechos y libertades cuya 
suspensión no está autorizada por la misma Convención. 
 
2. También deben considerarse como garantías judiciales indispensables 
que no pueden suspenderse, aquellos procedimientos judiciales, inherentes 
a la forma democrática representativa de gobierno (art. 29.c), previstos en el 
derecho interno de los Estados Partes como idóneos para garantizar la 
plenitud del ejercicio de los derechos a que se refiere el artículo 27.2 de la 
Convención y cuya supresión o limitación comporte la indefensión de tales 
derechos. 
3. Que las mencionadas garantías judiciales deben ejercitarse dentro del 
marco y según los principios del debido proceso legal, recogido por el 
artículo 8 de la Convención. (OC-9/87, párr. 41.) 
Tanto la Convención Americana como la Corte, en sus sentencias y opiniones 
consultivas, enfatizan que la norma en el sistema es que los derechos sean 
                                                          
6
Artículo 29.  Normas de Interpretación: Ninguna disposición de la presente Convención puede 
ser interpretada en el sentido de: c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al 
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respetados y garantizados; la excepción es la suspensión de la obligación 
internacional de los Estados de garantizar el ejercicio y goce de los derechos, 
cuando circunstancias muy especiales así lo aconsejan. Esta suspensión, sin 
embargo, no puede hacerse respecto de las garantías de los derechos que no 
son susceptibles de suspensión de obligaciones ni puede significar la no 
operabilidad del principio de legalidad. 
El requisito de proporcionalidad se expresa en el artículo 27 de la Convención 
Americana que permite la suspensión en la medida y por el tiempo estrictamente 
limitado a las exigencias de la situación. Si la exigencia de la situación es lo que 
justifica las medidas, las normas internacionales implican que las medidas que 
se tomen, además de ser proporcionales en tiempo y forma, deben ser 
conducentes al objetivo de superar la emergencia que le da origen. Hay aquí que 
tener presente que esa exigencia se aplica tanto a la medida general de 
restringir un derecho, como a cada medida particular que la autoridad tome en 
aplicación de la medida general. (OC-8/87, párr. 39.) 
Meléndez (1999) afirma que, “El principio de proporcionalidad, que tiene su 
origen en el principio de la necesidad” (p.95). Se vincula con la idea de que las 
medidas necesarias adoptadas deben también ser adecuadas, debiendo haber 
una relación entre el peligro que acecha a la comunidad y los medios para 
contrarrestar dicho peligro; las acciones que emprenda la autoridad limitando los 
derechos y libertades fundamentales no deben exceder nunca el límite de 
racionalidad propio de toda medida restrictiva.7 
Por su parte la Corte Interamericana ha expresado la misma idea al señalar que: 
La juridicidad de las medidas que se adopten para enfrentar cada una de las 
situaciones especiales a que se refiere el artículo 27.1 dependerá, entonces, del 
carácter, intensidad, profundidad y particular contexto de la emergencia, así 
                                                          
7
Este principio, al igual que su fundamento –la legítima defensa–, supone la existencia de un 
peligro inminente y exige una relación de adecuación entre éste y los medios utilizados para 
repelerlo. A su vez, éstos, para ser legítimos, deberán ser proporcionales a la gravedad del 
peligro. De manera tal, que todo exceso en el empleo de los medios convierte en ilegítima „la 
defensa‟, la que se transforma así en agresión. Informe del Relator Especial de la Subcomisión 
de Derechos Humanos, sobre la Protección de los Derechos Humanos bajo los Estados de 
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como de la proporcionalidad y razonabilidad que guarden las medidas adoptadas 
respecto de ella. (OC-8/87, párr. 22.) 
Los límites a que se alude apuntan a dos aspectos: la forma de afectación de los 
derechos y las personas que se verán afectadas por dichas medidas.  
Coincidimos con Faúndez (2004) quien manifiesta que: 
En cuanto a la forma en que se ven afectados los derechos, la 
autoridad no debe en ninguna circunstancia excederse en el rigor de 
las medidas, que deben ser solamente aquéllas que constituyen un 
medio idóneo y indispensable para restablecer la normalidad. En 
cuanto a las personas afectadas, la autoridad debe limitarse a 
suspender el ejercicio de los derechos de aquellas personas que estén 
directamente involucradas en la situación de emergencia, sin afectar 
los derechos de personas distintas de éstas. La Convención establece 
normas para la declaración de emergencia y para su aplicación, la 
competencia de la Comisión y de la Corte incluye el evaluar la 
declaración de estado de emergencia a la luz del artículo 27, ya que la 
disposición es una norma vinculante para los Estados Partes igual que 
cualquier otra de la Convención, y la Comisión y la Corte son los 
órganos encargados de controlar la observancia de las disposiciones 
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Con la realización del presente trabajo monográfico se ha profundizado en el 
análisis del estudio del Sistema Interamericano partiendo de las generalidades 
de los Derechos Humanos y sus Sistemas de Protección Universal, sin obviar la 
experiencia europea. 
Los derechos humanos han evolucionado de forma continua. De su desarrollo 
histórico se desprenden teorías que brindan una mayor aproximación a su 
estudio, me refiero al positivismo y el naturalismo jurídico. 
A través del análisis de las características y clasificación de los Derechos 
Humanos, se precisa con mayor detalle el alcance y desarrollo que estos 
derechos poseen en su totalidad. 
Mediante el estudio del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y sus 
fuentes, se ha facilitado el análisis de la responsabilidad estatal por violaciones a 
estos derechos. 
El Sistema Internacional de Protección y Promoción de los Derechos Humanos 
se encuentra actualmente en una etapa de expansión, y se va desarrollando en 
el aspecto jurídico un proceso evolutivo. 
Los medios de protección internacional de los derechos humanos permiten 
comprender los ámbitos de desarrollo de tales derechos en cada sistema, lo que 
facilita conocer cada una de las etapas procedimentales según la esfera de 
protección que se desarrolle. 
A partir del estudio de los Sistema Universal y Regional de los Derechos 
Humanos, se pudo analizar de forma detallada cada una de las funciones que 
corresponden a los órganos de cada Sistema, lo que facilitó ubicarnos en la 
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La Convención Americana permite a los Estados partes suspender 
temporalmente algunas obligaciones contraídas en virtud de la misma.  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, adquiere gran relevancia en el 
ámbito de aplicación de los derechos consagrados en la Convención y fue de 
mucha utilidad entender y analizar su estructura, procedimiento y funciones para 
conocer con mayor precisión este medio internacional que vela por la 
observancia  y defensa de los derechos humanos entre Estados. 
Con el desarrollo del tema de la competencia de la Corte Interamericana se han 
analizado diversos aspectos entre estos, básicamente la división existente entre 
la competencia contenciosa y la competencia consultiva que comprende sus 
funciones esenciales. 
En lo referido a la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos se analizó el ámbito procesal que se desarrolla a través de 
sus opiniones consultivas y sentencias, en torno a su competencia. 
Resulta indispensable la vinculación del ámbito contencioso y procesal de la 
Corte Interamericana respecto de la aplicación conjunta de las garantías 
judiciales y la protección judicial, ya que estas orientan el debido proceso que 
debe garantizarse para cada caso que se presente ante la Corte Interamericana. 
El concepto de debido proceso legal debe entenderse aplicable, en lo esencial, a 
todas las garantías judiciales referidas en la Convención Americana, aun bajo el 
régimen de suspensión, en los casos de estado de  Emergencia o de Excepción.  
El Estado de Derecho, la democracia representativa y el régimen de libertad 
personal, son consustanciales con la protección, respeto y promoción de los 
derechos humanos.  
El derecho a la protección judicial, determinado con el artículo 25 de la 
Convención Americana tiene una íntima conexión con el artículo 8 sobre 
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Una vez desarrollados los apartados y las conclusiones expuestas, 
considero oportuno recomendar ciertos aportes que con el análisis previo del 
contenido anterior se pueden plantear: 
Los Estados deberían  comprometerse a promover la adopción de medidas 
de carácter legal, educativo y social para mejorar sus relaciones estatales a 
nivel interno e internacional con el objetivo de evitar en la mayor medida de 
lo posible las constantes violaciones a los derechos humanos que hoy en día 
se presentan. 
Que los Estados Americanos en su totalidad ratifiquen la Convención 
Americana y acepten la competencia contenciosa de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, para que en caso de violación de los Derechos 
Humanos, pueda conocer de estos y pronunciarse sobre el fondo de tales 
asuntos. 
Que los Estados adopten las medidas necesarias para asegurar la aplicación 
de las normas interamericanas de Derechos Humanos en el ámbito interno, 
así como el cumplimiento de las decisiones o sentencias de la Corte 
Interamericana, para los Estados que han aceptado su competencia y 
asimismo, adopten las recomendaciones formuladas por la Comisión 
Interamericana. 
Que se realicen esfuerzos para que exista una tramitación de casos 
contenciosos ante la Corte a través de métodos más expeditos y sus 
decisiones de fondo sean brindadas en el menor tiempo posible, para que se 
lleven a cabo con mayor prontitud las reparaciones que correspondan según 
sea el caso. 
La Convención Americana por ser una norma de derecho internacional 
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de derecho interno, incorporada válidamente al ordenamiento jurídico, que 
debe ser respetada y cumplida de buena fe de acuerdo con las normas de la 
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integrada en la forma antes mencionada, 
 
emite la siguiente opinión consultiva: 
 
1. El Gobierno del Perú, mediante nota recibida el 28 de abril de 1982, solicitó 
la presente opinión consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
  
  
2. Mediante notas de fecha 28 de abril de 1982, en cumplimiento de lo resuelto 
por esta Corte en relación con el artículo 52 de su Reglamento, el Secretario solicitó 
sus observaciones a todos los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos, así como, a través del Secretario General de ésta, a todos los órganos 
a que se refiere el Capítulo X de la Carta de la OEA.  
  
  
3. El Presidente de la Corte fijó el 15 de agosto de 1982, como fecha límite 
para remitir observaciones escritas u otros documentos relevantes.  
  
  
4. La comunicación del Secretario fue respondida por los siguientes Estados: 
Costa Rica, Dominica, Ecuador, República Dominicana, San Vicente y las 
Granadinas y Uruguay. Se recibieron también respuestas de los siguientes órganos 
de la OEA. el Consejo Permanente, la Secretaría General, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, el Comité Jurídico Interamericano y el 
Instituto Panamericano de Geografía e Historia. La mayoría de dichas respuestas 
contienen observaciones concretas sobre la materia de la consulta.  
  
  
5. Asimismo, las siguientes organizaciones ofrecieron sus puntos de vista sobre 
la consulta como amici curiae: el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 
el International Human Rights Law Group, el International League for Human Rights 
y el Lawyers Committee for International Human Rights, y el Urban Morgan 
Institute for Human Rights of the University of Cincinnati College of Law.  
  
  
6. La Corte, reunida en su Sexto Período Ordinario de Sesiones, fijó una 
audiencia pública para el viernes 17 de setiembre de 1982, con el fin de escuchar 
las opiniones de los Estados Miembros y de los órganos de la OEA sobre la petición 
de opinión consultiva.  
  
  
7. En la audiencia pública fueron hechas a la Corte manifestaciones orales por 
los siguientes representantes:  
  
Por el Perú: 
  
Don Bernardo Roca Rey, Agente y Embajador en Costa Rica  
  
Por Costa Rica:  
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Don Manuel Freer Jiménez, Consejero 
  
  
Por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 
  





PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
8. El Gobierno del Perú pregunta, en relación con el artículo 64 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos ( en adelante " la Convención " ): 
  
¿Cómo debe ser interpretada la frase: "o de otros tratados 
concernientes a la protección de los derechos humanos en los 
Estados Americanos " ?  
  
En relación con dicho tema, el Gobierno peruano solicita que la 
consulta absuelva las siguientes preguntas específicas.  
  
Esa frase se refiere y comprende: 
  
a)  ¿Solamente los tratados adoptados dentro del marco o bajo 
los auspicios del Sistema Interamericano?; o,  
  
b)  ¿Los tratados concluidos únicamente entre Estados 
Americanos, o sea que la referencia está limitada a los 
tratados en que son partes exclusivamente Estados 
Americanos?; o,  
  
c) ¿Todos los tratados en los que uno o más Estados 
Americanos sean partes?  
  
  
9. El artículo 64 de la Convención señala: 
  
1. Los Estados Miembros de la Organización podrán consultar a 
la Corte acerca de la interpretación de esta Convención o de otros 
tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en 
los Estados Americanos. Asimismo, podrán consultarla, en lo que 
les compete, los órganos enumerados en el Capítulo X de la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el 
Protocolo de Buenos Aires.  
  
2. La Corte, a solicitud de un Estado Miembro de la 
Organización, podrá darle opiniones acerca de la compatibilidad 
entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados 
instrumentos internacionales.  
  
  
10. De la lectura de la consulta formulada se desprende que, en realidad, el 
Gobierno del Perú ha planteado una sola pregunta con tres posibles alternativas de 
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pueden ser objeto de interpretación por esta Corte en aplicación de las atribuciones 
que le confiere el artículo 64 de la Convención. De ahí que, la opinión solicitada 
conduzca a la fijación de ciertos límites a la competencia consultiva de la Corte que 
no están claramente establecidos por dicho artículo 64. La consideración y 
respuesta de la pregunta planteada, servirá para determinar qué tratados 
internacionales, concernientes a la protección de los derechos humanos, podrían 
ser objeto de interpretación por esta Corte según las disposiciones del artículo 64; 
o, más exactamente, a establecer qué tratados referentes a esa materia deberían 
considerarse, a priori, excluidos del ámbito de competencia de la Corte dentro de 
su función consultiva. 
 
  
11. Una respuesta directa del asunto comportaría una distinción detallada entre 
tratados bilaterales y multilaterales, así como entre aquellos concebidos dentro del 
sistema interamericano y los que le son ajenos, o entre aquellos en que sólo son 
partes Estados Miembros del sistema y los que tienen como partes a Estados 
Miembros del sistema y a otros que no lo son; o aquellos en que los Estados 
americanos no son o no pueden ser partes. Asimismo cabría distinguir, dentro de 
cada una de esas categorías, entre tratados cuyo objeto fundamental es la 
protección de los derechos humanos y tratados que, aun teniendo otro propósito, 
incluyen disposiciones concernientes a esa materia. Una vez hechas esas 
distinciones, habría que establecer con precisión cuáles de entre ellos pueden ser 
objeto de interpretación por la Corte y cuáles no.  
 
 
12. La presente consulta obedece justamente a que la Convención no ha fijado, 
a priori, límites precisos a las materias que pueden ser objeto de interpretación por 
la Corte en su función consultiva. De allí que ésta estime que, antes de entrar a 
analizar concretamente el significado de la expresión "otros tratados concernientes 
a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos", es necesario 




13. Ese artículo, en efecto, dentro de la amplitud de sus términos, establece 
ciertos límites genéricos para la actuación de la Corte, los cuales constituyen el 
marco dentro del cual se conocería la interpretación de dichos tratados. La 
respuesta a la presente consulta está llamada a determinar, dentro de los fines 
generales del Pacto de San José y la función que el mismo asigna a la Corte, si es 
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EL MARCO GENERAL DEL PROBLEMA  
 
14. El artículo 64 de la Convención confiere a esta Corte la más amplia función 
consultiva que se haya confiado a tribunal internacional alguno hasta el presente. 
Están legitimados para solicitar opiniones consultivas la totalidad de los órganos de 
la Organización de los Estados Americanos que enumera el Capítulo X de la Carta, e 
igualmente todo Estado Miembro de la misma, sea o no parte de la Convención. El 
objeto de la consulta no está limitado a la Convención, sino que alcanza a otros 
tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados 
americanos, sin que ninguna parte o aspecto de dichos instrumentos esté, en 
principio, excluido del ámbito de esa función asesora. Por último, se concede a 
todos los miembros de la OEA la posibilidad de solicitar opiniones acerca de la 




15. La amplitud de los términos del artículo 64 de la Convención contrasta con lo 
dispuesto para otros tribunales internacionales. Así, el artículo 96 de la Carta de las 
Naciones Unidas, confiere competencia a la Corte Internacional de Justicia para 
emitir opiniones consultivas, sobre cualquier cuestión jurídica, pero restringe la 
posibilidad de solicitarlas, a la Asamblea General y al Consejo de Seguridad, o, en 
ciertas condiciones, a otros órganos y organismos especializados de la 
Organización; en cambio, no autoriza para ello a los Estados Miembros.  
 
 
 16. Dentro del ámbito de la protección internacional de los derechos humanos, 
el Protocolo No. 2 a la Convención Europea para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, otorga competencia a la Corte 
Europea, para emitir opiniones consultivas, pero la somete a límites precisos. Sólo 
el Comité de Ministros puede formular una solicitud en ese sentido; y la opinión 
únicamente puede versar sobre cuestiones jurídicas relativas a la interpretación de 
la Convención y sus Protocolos, excluido todo lo que se refiera al contenido o 
extensión de los derechos y libertades definidos en esos instrumentos, así como los 
demás asuntos que, en virtud de un recurso previsto en la Convención, podrían ser 
sometidos a la Comisión Europea de Derechos Humanos, a la propia Corte o al 
Comité de Ministros.  
  
  
17. Los trabajos preparatorios de la Convención confirman el propósito de ésta, 
en el sentido de definir del modo más amplio la función consultiva de la Corte. La 
primera proposición sobre la materia se incluyó en el anteproyecto preparado por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su período extraordinario de 
sesiones de julio de 1968, que fue adoptado por el Consejo de la OEA en octubre 
del mismo año (OEA/Ser.G/V/C-d-1631). El artículo 53 de este texto rezaba: 
  
La Asamblea General, el Consejo Permanente y la Comisión podrán 
consultar a la Corte acerca de la interpretación de esta Convención 
o de otro tratado concerniente a la protección de los Derechos 
Humanos en los Estados Americanos; y los Estados Partes, acerca 
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Dicho texto, cuya amplitud, de por sí, superaba otros antecedentes análogos en 
derecho internacional, fue modificado por el artículo 64 de la vigente Convención, 
para extender aún más la función consultiva de la Corte. En lo que se refiere a la 
facultad de consulta, se le confirió, además, a los órganos de la OEA enumerados 
en el Capítulo X de la Carta y a los Estados Miembros de la Organización, aunque 
no fueran partes de la Convención. Y por lo que toca a la materia consultable, se 
sustituyó el singular del artículo 53 del anteproyecto de Convención ("otro tratado 
concerniente") por el plural ("otros tratados concernientes") lo que demuestra, en 
su conjunto, una marcada tendencia extensiva.  
  
  
18. La amplitud de los términos del artículo 64 de la Convención no puede, sin 
embargo, confundirse con la ausencia de límites a la función consultiva de la Corte. 
En lo que se refiere a las materias que pueden ser objeto de consultas y, en 
particular, de los tratados que pueden ser interpretados, existen límites de carácter 
general que se derivan de los términos del artículo 64, dentro de su contexto, así 
como del objeto y fin del tratado.  
  
  
19. Un primer grupo de limitaciones se deriva de la circunstancia de que la Corte 
está concebida como una institución judicial del sistema interamericano. A este 
respecto, cabe destacar que es justamente en su función consultiva, que se pone 
de relieve el papel de este tribunal, no sólo dentro de la Convención, sino también 
dentro del sistema en su conjunto. Ese papel se manifiesta, ratione materiae, en 
la competencia que se reconoce a la Corte para interpretar por vía consultiva otros 
tratados internacionales diferentes de la Convención; y, además, ratione 
personae, en la facultad de consulta, que no se extiende solamente a la totalidad 
de los órganos mencionados en el Capítulo X de la Carta de la OEA, sino asimismo a 
todo Estado Miembro de ésta, aunque no sea parte de la Convención.  
  
  
20. De esa condición de la Corte se derivan ciertas restricciones a su 
competencia. Pero ellas no se refieren forzosamente a la limitación de su función 
interpretativa a instrumentos internacionales concebidos dentro del sistema 
interamericano, pues es frecuente que los distintos órganos del mismo apliquen 
tratados que desbordan el ámbito regional.  
  
  
21. Este primer grupo de limitaciones implica, más bien, que la Corte no está 
llamada a asumir, ni en lo contencioso, ni en lo consultivo, una función orientada a 
determinar el alcance de los compromisos internacionales, de cualquier naturaleza 
que sean, asumidos por Estados que no sean miembros del sistema interamericano, 
o a interpretar las normas que regulan la estructura o funcionamiento de órganos u 
organismos internacionales ajenos al mismo. En cambio, podrá abordar la 
interpretación de un tratado siempre que esté directamente implicada la protección 
de los derechos humanos en un Estado Miembro del sistema interamericano.  
  
  
22. Otras limitaciones se derivan de la función general que corresponde a la 
Corte dentro del sistema de la Convención, y muy particularmente, de los fines de 
su competencia consultiva. La Corte es, ante todo y principalmente, una institución 
judicial autónoma que tiene competencia para decidir cualquier caso contencioso 
relativo a la interpretación y aplicación de la Convención, y para disponer que se 
garantice a la víctima de la violación de un derecho o libertad protegidos por ésta, 
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artículo 1 del Estatuto de la Corte). En virtud del carácter obligatorio que tienen sus 
decisiones en materia contenciosa (artículo 68), la Corte representa, además, el 




23. La eventual oposición entre los fines de la competencia consultiva y los de la 
competencia contenciosa de los tribunales internacionales ha sido objeto de 
frecuente polémica. En el ámbito del derecho internacional general, han sido 
normalmente los Estados los que han manifestado sus reservas, y hasta su 
oposición, frente al ejercicio de la función consultiva en ciertos casos concretos, por 
ver en ella una fórmula para evadir el principio según el cual todo procedimiento 
judicial, referente a una cuestión jurídica pendiente entre Estados, exige el 
consentimiento de éstos. En las últimas situaciones en que se ha producido la 
referida oposición a la emisión de la opinión consultiva solicitada conforme a la 
Carta de las Naciones Unidas, la Corte Internacional de Justicia, con distintos 
razonamientos, ha decidido absolver, pese a todo, la consulta requerida. (Cf. 
Interpretation of Peace Treaties, 1950 I.C.J. 65; South-West Africa, 
International Status of, 1950 I.C.J. 128; Certain Expenses of the United 
Nations, 1962 I.C.J. 151; Legal Consequences for States of the Continued 
Presence of South Africa in Namibia (South West Africa) notwithstanding 
Security Council Resolution 276 (1970), 1971 I.C.J. 16). 
 
 
24. En el ámbito de los derechos humanos se presentan otros problemas de 
naturaleza particular. Como los tratados concernientes a esta materia están 
orientados, más que a establecer un equilibrio de intereses entre Estados, a 
garantizar el goce de derechos y libertades del ser humano, se ha planteado el 
temor de que la función consultiva pueda debilitar la contenciosa o, peor aún, 
pueda servir para desvirtuar los fines de ésta o alterar, en perjuicio de la víctima, el 
funcionamiento del sistema de protección previsto por la Convención. En este 
sentido, se ha planteado la preocupación por la eventualidad de que, en detrimento 
del cabal funcionamiento de los mecanismos dispuestos por el Pacto de San José y 
del interés de la víctima, pueda acudirse a la instancia consultiva con el deliberado 
propósito de trastornar el trámite de un caso pendiente ante la Comisión, "sin 
aceptar la jurisdicción litigiosa de la Corte y asumir la obligación correspondiente, 
que es el cumplimiento de la decisión" (Dunshee de Abranches, Carlos: "La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos", en La Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (OEA, 1980), pág. 117).  
  
  
25. La función consultiva de la Corte no puede desvincularse de los propósitos 
de la Convención. Dicha función tiene por finalidad coadyuvar al cumplimiento de 
las obligaciones internacionales de los Estados americanos en lo que concierne a la 
protección de los derechos humanos, así como al cumplimiento de las funciones que 
en este ámbito tienen atribuidas los distintos órganos de la OEA. Es obvio que toda 
solicitud de opinión consultiva que se aparte de ese fin debilitaría el sistema de la 
Convención y desnaturalizaría la competencia consultiva de la Corte.  
  
  
26. Las anteriores consideraciones fundamentan un segundo grupo de límites 
que se derivan del contexto en que se ha conferido a la Corte competencia 
consultiva, así como del objeto y fin de la Convención. Esta última, sin embargo, no 
precisa, a priori, la extensión de esos límites ni el alcance de esa competencia. 
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derechos humanos, pues el Protocolo No. 2 a la Convención Europea (artículo 1.2) 
excluye expresamente del ámbito consultivo ciertas materias, según se ha señalado 
en el párrafo 16.  
  
 
27. En la concepción del artículo 64 del Pacto de San José, en cambio, no se 
considera excluida expresamente ninguna materia concerniente a la protección de 
los derechos humanos en los Estados americanos, de manera que esos límites 
generales están llamados a adquirir su dimensión precisa en cada caso concreto 
que la Corte haya de considerar. Es este el sistema reconocido por la jurisprudencia 
internacional y por el derecho internacional general.  
  
 
28. La Corte interpreta, tal como lo ha hecho la Corte Internacional de Justicia, 
que la competencia consultiva es de naturaleza permisiva y que comporta el poder 
de apreciar si las circunstancias en que se basa la petición son tales que la lleven a 
no dar una respuesta. (Cf. Interpretation of Peace Treaties, 1950 I.C.J. 65).  
  
 
29. Los términos amplios en que está concebido el artículo 64 de la Convención 
y la circunstancia de que el Reglamento de la Corte disponga que ésta se inspirará, 
para el procedimiento en materia consultiva, en las disposiciones que regulan los 
casos contenciosos, en cuanto resulten aplicables, ponen de manifiesto el 
importante poder de apreciación del tribunal, para valorar las circunstancias de 
cada especie, frente a los límites genéricos que la Convención establece para su 
función consultiva.  
  
 
30. Ese amplio poder de apreciación no puede, sin embargo, confundirse con 
una simple facultad discrecional para emitir o no la opinión solicitada. Para 
abstenerse de responder una consulta que le sea propuesta, la Corte ha de tener 
razones determinantes, derivadas de la circunstancia de que la petición exceda de 
los límites que la Convención establece para su competencia en ese ámbito. Por lo 
demás, toda decisión por la cual la Corte considere que no debe dar respuesta a 
una solicitud de opinión consultiva, debe ser motivada, según exige el artículo 66 
de la Convención.  
  
 
31. De las anteriores consideraciones puede concluirse, por una parte, que un 
primer grupo de limitaciones a la competencia consultiva de la Corte viene dado, 
por la circunstancia de que sólo puede conocer, dentro de esta función, sobre la 
interpretación de tratados en que esté directamente implicada la protección de los 
derechos humanos en un Estado Miembro del sistema interamericano. Por otra 
parte, que un segundo grupo de limitaciones se desprende de la inadmisibilidad de 
toda solicitud de consulta que conduzca a desvirtuar la jurisdicción contenciosa de 
la Corte, o en general, a debilitar o alterar el sistema previsto por la Convención, de 
manera que puedan verse menoscabados los derechos de las víctimas de 
eventuales violaciones de los derechos humanos. Por último, la Corte ha de 
considerar las circunstancias de cada caso, y si por razones determinantes concluye 
que no sería posible emitir la opinión solicitada sin violentar esos límites y 
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LOS TRATADOS OBJETO DE OPINIONES CONSULTIVAS  
 
32. Sobre la base de esas consideraciones generales, la Corte pasa a examinar 
las preguntas concretas planteadas en la consulta del Gobierno del Perú. Se trata 
de determinar cuáles tratados se encuentran dentro y cuáles fuera del ámbito de la 
competencia consultiva de la Corte, según quiénes sean las partes en dicho tratado, 
y en cierta forma, según el origen del convenio. De acuerdo con la consulta del 
Gobierno del Perú, el criterio más estricto de interpretación conduciría a considerar 
comprendidos en la definición del artículo 64 de la Convención sólo a los tratados 
adoptados dentro del marco o bajo los auspicios del sistema interamericano. El 
criterio más amplio, en cambio, extendería las funciones de la Corte hasta abarcar 
todo tratado concerniente a la protección de los derechos humanos del cual sean 
partes uno o más Estados americanos.  
  
  
33. Para la interpretación del artículo 64 de la Convención la Corte utilizará los 
métodos tradicionales del derecho internacional, tanto en lo que se refiere a las 
reglas generales de interpretación, como en lo que toca a los medios 
complementarios, en los términos en que los mismos han sido recogidos por los 
artículos 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  
  
  
34. Ni la solicitud del Gobierno del Perú, ni la Convención, distinguen, en esa 
perspectiva, entre tratados multilaterales y tratados bilaterales, así como tampoco 
entre tratados que tengan por objeto principal la protección de los derechos 
humanos y tratados que, aun con otro objeto principal, contengan disposiciones 
concernientes a esta materia, como ocurre por ejemplo, con la Carta de la OEA La 
Corte considera que las respuestas que se den a las interrogantes planteadas en el 
párrafo 32 resultan aplicables a todos estos tratados, puesto que el problema de 
fondo consiste en determinar cuáles son las obligaciones internacionales contraídas 
por los Estados americanos que están sujetas a interpretación consultiva y cuáles 
las que no podrían estarlo. No parece, pues, determinante el carácter bilateral o 




35. Tampoco define la Convención, ni se plantea en la solicitud del Gobierno del 
Perú, qué debe entenderse por "Estados Americanos" en la disposición del artículo 
64. La Corte interpreta que, conforme al sentido corriente que ha de atribuirse a los 
términos del tratado en el contexto de éstos, tal expresión alude a todos los 
Estados que pueden ratificar o adherirse a la Convención, según el artículo 74 de la 
misma, es decir, a los miembros de la OEA.  
  
  
36. El conjunto de interrogantes formuladas por el Gobierno del Perú conduce a 
la siguiente pregunta, que debe responderse igualmente de acuerdo con el texto del 
artículo 64 y con el objeto y fin del tratado: ¿está dentro del propósito de la 
Convención excluir, a priori, toda opinión consultiva de la Corte sobre obligaciones 
internacionales contraídas por Estados americanos, y que conciernan a la 
protección de los derechos humanos, por el solo hecho de que la fuente de dichas 
obligaciones sea un tratado concebido fuera del sistema interamericano o de que 






Competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la 






37. La interpretación textual del artículo 64 de la Convención no conduce a 
deducir que ese propósito restrictivo esté presente en dicho tratado. En los párrafos 
14 a 17 se ha destacado la amplitud con que ha sido concebida la competencia 
consultiva de la Corte. Dentro de ese contexto, el sentido corriente de los términos 
del artículo 64 no permite considerar que se haya buscado la exclusión de su 
ámbito a ciertos tratados internacionales, por el solo hecho de que Estados ajenos 
al sistema interamericano sean o puedan ser partes de los mismos. En efecto, la 
sola limitación que nace de esa disposición es que se trate de acuerdos 
internacionales concernientes a la protección de los derechos humanos en los 
Estados americanos. No se exige que sean tratados entre Estados americanos, o 
que sean tratados regionales o que hayan sido concebidos dentro del marco del 
sistema interamericano. Ese propósito restrictivo no puede presumirse, desde el 
momento en que no se expresó de ninguna manera.  
  
  
38. La distinción implícita en el artículo 64 de la Convención alude más bien a 
una cuestión de carácter geográfico-político. Dicho más exactamente, lo que 
interesa es establecer a cargo de qué Estado están las obligaciones cuya naturaleza 
o alcance se trata de interpretar y no la fuente de las mismas. Si el fin principal de 
la consulta se refiere al cumplimiento o alcance de obligaciones contraídas por un 
Estado Miembro del sistema interamericano, la Corte es competente para emitirla, 
aun cuando fuera inevitable interpretar el tratado en su conjunto. En cambio, no 
sería competente si el propósito principal de la consulta es el alcance o el 
cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos por Estados ajenos a 
dicho sistema. Esta distinción destaca nuevamente la necesidad de resolver en cada 
caso según las circunstancias concretas.  
  
  
39. La conclusión anterior se pone especialmente de relieve al examinar lo 
dispuesto por el artículo 64.2 de la Convención, que autoriza a los Estados 
Miembros de la OEA para solicitar una opinión consultiva sobre la compatibilidad 
entre cualquiera de sus leyes internas y tratados concernientes a la protección de 
los derechos humanos en los Estados americanos. Se trata, en este caso, de un 
servicio que la Corte está en capacidad de prestar a todos los integrantes del 
sistema interamericano, con el propósito de coadyuvar al cumplimiento de sus 
compromisos internacionales referentes a dicha materia. En esa perspectiva, habida 
cuenta de que un Estado americano no está menos obligado a cumplir con un 
tratado internacional por el hecho de que sean o puedan ser partes del mismo 
Estados no americanos, no se ve ninguna razón para que no pueda solicitar 
consultas sobre la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y tratados 
concernientes a la protección de los derechos humanos, que hayan sido adoptados 
fuera del marco del sistema interamericano. Existe, además, un interés práctico en 
que esa función interpretativa se cumpla dentro del sistema interamericano, aun 
cuando se trate de acuerdos internacionales adoptados fuera de su marco, ya que, 
como se ha destacado respecto de los métodos regionales de tutela, éstos "son más 
idóneos para la tarea y al mismo tiempo podríamos decir que son más tolerables 
para los Estados de este hemisferio..." (Sepúlveda, César, "Panorama de los 
Derechos Humanos", en Boletín del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
(México), setiembre-diciembre 1982, pág. 1054).  
  
  
40. Por otra parte, el fondo mismo de la materia se opone a una distinción 
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y el carácter universal de los derechos y libertades que merecen garantía, están en 
la base de todo régimen de protección internacional. De modo que resultaría 
impropio hacer distinciones sobre la aplicabilidad del sistema de protección, según 
que las obligaciones internacionales contraídas por el Estado nazcan o no de una 
fuente regional. Por ello, se reclama la existencia de ciertos patrones mínimos en 
esta materia. El Preámbulo del Pacto de San José recoge inequívocamente esta idea 
cuando reconoce que los derechos esenciales del hombre "tienen como fundamento 
los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección 
internacional, de naturaleza convencional..."  
  
 
41. En la Convención se advierte una tendencia a integrar el sistema regional y 
el sistema universal de protección de los derechos humanos. En el Preámbulo se 
reconoce que los principios que sirven de base a ese tratado han sido también 
consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y que "han sido 
reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito 
universal como regional". Igualmente, varias disposiciones de la Convención hacen 
referencia a otras convenciones internacionales o al derecho internacional, sin 
restringirlas al ámbito regional (artículos 22, 26, 27 y 29, por ejemplo). Dentro de 
ellas, cabe destacar muy especialmente lo dispuesto por el artículo 29, que 
contiene las normas de interpretación de la Convención y que se opone, en 
términos bastante claros, a restringir el régimen de protección de los derechos 
humanos atendiendo a la fuente de las obligaciones que el Estado haya asumido en 





Normas de Interpretación 
 
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser 
interpretada en el sentido de: 
  
a)         permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, 
suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida 
que la prevista en ella; 
  
b)         limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad 
que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de 
cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra 
convención en que sea parte uno de dichos Estados; 
  
c)         excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser 
humano o que se derivan de la forma democrática 
representativa de gobierno, y  
  
d)    excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 
internacionales de la misma naturaleza.  
  
  
42. Es necesario destacar particularmente la importancia que tiene, en la 
consulta solicitada, lo dispuesto por el artículo 29.b). La función que el artículo 64 
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establecido por dicho instrumento internacional. Por consiguiente, este tribunal 
interpreta que excluir, a priori, de su competencia consultiva tratados 
internacionales que obliguen, a Estados americanos, en materias concernientes a la 
protección de los derechos humanos, constituiría una limitación a la plena garantía 
de los mismos, en contradicción con las reglas consagradas por el artículo 29.b).  
  
  
43. El propósito de integración del sistema regional con el universal se advierte, 
igualmente, en la práctica de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
perfectamente ajustada al objeto y fin de la Convención, de la Declaración 
Americana y del Estatuto de la Comisión. En varias ocasiones, en sus informes y 
resoluciones, la Comisión ha invocado correctamente "otros tratados concernientes 
a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos", con 
prescindencia de su carácter bilateral o multilateral, o de que se hayan adoptado o 
no dentro del marco o bajo los auspicios del sistema interamericano. Ello ha 
ocurrido, últimamente, en casos como los informes sobre la situación de los 
derechos humanos en El Salvador (OEA/Ser.L/V/II.46, doc. 23, rev. 1, 17 
noviembre 1979) págs. 37 y 38; sobre la situación de los presos políticos en Cuba 
(OEA/Ser.L/V/II.48, doc. 24, 14 diciembre 1979) pág. 9; sobre la situación de los 
derechos humanos en Argentina (OEA/Ser.L/V/II.49, doc. 19, 11 abril 1980) págs. 
24 y 25; sobre la situación de los derechos humanos en Nicaragua 
(OEA/Ser.L/V/II.53, doc. 25, 30 junio 1981) pág. 31; sobre la situación de los 
derechos humanos en Colombia (OEA/Ser L/V/II.53, doc. 22, 30 junio 1981) págs. 
56 y 57; sobre la situación de los derechos humanos en Guatemala 
(OEA/Ser.L/V/II.53, doc. 21, rev. 2, 13 octubre 1981 ) págs. 16 y 17; sobre la 
situación de los derechos humanos en Bolivia (OEA/Ser.L/V/II.53, doc. 6, rev. 2, 13 
octubre 1981) págs. 20 y 21; y Caso 7481 Hechos ocurridos en Caracoles (Bolivia), 
Resolución No. 30/82 (OEA/Ser L/V/II.55, doc. 54, 8 marzo 1982).  
  
 
44. La circunstancia de que la Comisión haya adoptado la mencionada práctica, 
como un medio para el mejor cumplimiento de las funciones que están a su cargo, 
pone en evidencia, al mismo tiempo, un interés de los propios Estados en poder 
recurrir a la Corte a fin de obtener una opinión consultiva, sobre un tratado 
concerniente a la protección de los derechos humanos, del cual sea parte, pero que 
haya sido adoptado fuera del marco del sistema interamericano. En efecto, podría 
ocurrir que la Comisión interpretara que, un tratado del mencionado género, deba 
aplicarse en un sentido determinado, y que esa interpretación no sea compartida 
por el Estado afectado, el cual podría encontrar, en la competencia que atribuye a 




45. Los trabajos preparatorios de la Convención confirman el sentido resultante 
de la interpretación hecha, conforme a los términos del artículo 64, dentro de su 
contexto y teniendo en cuenta su objeto y su fin. Dichos trabajos pueden, pues, ser 
utilizados como medio de interpretación complementaria, según prevé el artículo 32 
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  
  
  
46. En el párrafo 17 se ha destacado cómo la evolución del texto, que 
finalmente sería el del artículo 64, reveló una marcada tendencia extensiva. La 
circunstancia de que esa redacción se haya producido cuando ya había sido 
adoptado el restrictivo artículo 1 del Protocolo No. 2 de la Convención Europea, 
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Derechos Humanos una competencia consultiva lo más amplia posible, sin las 
limitaciones del sistema europeo.  
  
  
47. Igualmente, en la fase preparatoria quedó evidenciada la oposición de la 
mayoría de las partes a considerar, en esta materia, una distinción radical entre 
universalismo y regionalismo. En efecto, con motivo de la apertura a la firma del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Protocolo Facultativo de este 
último, concebidos dentro del marco de la ONU, el Consejo de la OEA, en junio de 
1967, consultó a los Estados Miembros de la Organización si debía proseguirse la 
preparación de una convención americana, no obstante la aprobación de aquellos 
instrumentos por las Naciones Unidas. Diez de los doce Estados que respondieron la 
consulta se inclinaron por la continuación de los trabajos preparatorios de esa 
Convención, dentro de la idea de que la misma se coordinaría con las disposiciones 
de los pactos aprobados por la Asamblea General de la ONU. Como resultado de 
esta encuesta, se celebró finalmente la Conferencia Interamericana Especializada 
sobre Derechos Humanos, en Costa Rica, en noviembre de 1969. De modo, pues, 
que también los trabajos preparatorios revelan la tendencia a integrar el sistema 
regional con el universal, que ya se había advertido en la Convención misma.  
  
 
48. De todo lo anterior puede concluirse que el propio texto del artículo 64 de la 
Convención, el objeto y fin de la misma, las normas de interpretación consagradas 
en el artículo 29, la práctica de la Comisión y los trabajos preparatorios, están 
todos orientados unívocamente en el mismo sentido. No existe ninguna razón para 
excluir, previa y abstractamente, que pueda solicitarse de la Corte, y ésta emitir, 
una consulta sobre un tratado aplicable a un Estado americano en materia 
concerniente a la protección de los derechos humanos, por el solo hecho de que 
sean también partes de dicho tratado, Estados que no pertenecen al sistema 
interamericano, o de que no haya sido adoptado dentro del marco o bajo los 
auspicios de éste.  
  
 
49. En alguna de las observaciones recibidas por la Corte, tanto de Estados 
Miembros como de órganos de la OEA, se nota una tendencia a interpretar 
restrictivamente el artículo 64. En ciertos casos, se trata de argumentos de texto 
sobre qué debe entenderse por la expresión "en los Estados Americanos", a los 
cuales ya se ha hecho referencia en el párrafo 37. Pero se expresan, además, por lo 
menos otras dos reservas, más de fondo. En primer término, se sostiene que una 
interpretación amplia permitiría a la Corte emitir una consulta que involucre a 
Estados que no tienen que ver con la Convención ni con la Corte, y que ni siquiera 
pueden actuar ante ella. Ahora bien, como ya se ha señalado, si se solicitara una 
consulta cuyo propósito principal fuese determinar el alcance o el cumplimiento de 
los compromisos internacionales asumidos por Estados ajenos al sistema 
interamericano, la Corte estaría habilitada para abstenerse de responderla, por 
decisión motivada. Lo que no resulta convincente es que, de la sola circunstancia 
de que exista esa posibilidad, remediable en cada caso concreto, se pretenda 
concluir que ella basta para excluir, a priori, que la Corte pueda emitir una 
consulta que le sea sometida y que concierna a obligaciones referentes a la 
protección de los derechos humanos, contraídas por un Estado americano, 
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50. También se ha señalado que el ejercicio hasta esos límites de la competencia 
consultiva de la Corte, podría conducir a interpretaciones contradictorias entre este 
tribunal y otros órganos ajenos al sistema interamericano, pero que también 
podrían estar llamados a aplicar e interpretar tratados concluidos fuera del ámbito 
de éste. En realidad, es este un típico argumento que prueba demasiado, y que no 
tiene, además, la trascendencia que puede imaginarse a primera vista. Prueba 
demasiado, porque la posibilidad de tales interpretaciones contradictorias está 
siempre planteada. En todo sistema jurídico es un fenómeno normal que distintos 
tribunales que no tienen entre sí una relación jerárquica puedan entrar a conocer y, 
en consecuencia, a interpretar, el mismo cuerpo normativo, por lo cual no debe 
extrañar que, en ciertas ocasiones, resulten conclusiones contradictorias o, por lo 
menos, diferentes sobre la misma regla de derecho. En el derecho internacional, 
por ejemplo, la competencia consultiva de la Corte Internacional de Justicia se 
extiende a cualquier cuestión jurídica, de modo que el Consejo de Seguridad o la 
Asamblea General podrían, hipotéticamente, someterle una consulta sobre un 
tratado entre los que, fuera de toda duda, podrían también ser interpretados por 
esta Corte en aplicación del artículo 64. Por consiguiente, la interpretación 
restrictiva de esta última disposición no tendría siquiera la virtualidad de eliminar 
posibles contradicciones del género comentado.  
  
  
51. Además, si se planteara concretamente dicha contradicción, no se estaría 
frente a un hecho de mayor gravedad. No debe, en efecto, olvidarse que las 
opiniones consultivas de la Corte, como las de otros tribunales internacionales, por 
su propia naturaleza, no tienen el mismo efecto vinculante que se reconoce para 
sus sentencias en materia contenciosa en el artículo 68 de la Convención; y si esto 
es así, menos razones existen para sacar argumentos de los eventuales efectos que 
pudieran tener frente a Estados que ni siquiera habrían participado en el 
procedimiento consultivo. En esta perspectiva, es obvio que tal posible 
contradicción de opiniones entre esta Corte y otros tribunales o entes carece de 
trascendencia práctica, y resulta perfectamente concebible en el plano teórico.  
  
 
52. Por consiguiente, en respuesta a la consulta del Gobierno del Perú sobre el 
significado de la frase "o de otros tratados concernientes a la protección de los 











que la competencia consultiva de la Corte puede ejercerse, en general, 
sobre toda disposición, concerniente a la protección de los derechos 
humanos, de cualquier tratado internacional aplicable en los Estados 
americanos, con independencia de que sea bilateral o multilateral, de cuál 
sea su objeto principal o de que sean o puedan ser partes del mismo 
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que, por razones determinantes que expresará en decisión motivada, la 
Corte podrá abstenerse de responder una consulta si aprecia que, en las 
circunstancias del caso, la petición excede de los límites de su función 
consultiva, ya sea porque el asunto planteado concierna principalmente a 
compromisos internacionales contraídos por un Estado no americano o a la 
estructura o funcionamiento de órganos u organismos internacionales ajenos 
al sistema interamericano, ya sea porque el trámite de la solicitud pueda 
conducir a alterar o a debilitar, en perjuicio del ser humano, el régimen 
previsto por la Convención; ya sea por otra razón análoga.  
  
Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en la sede de la 
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Estuvieron, además, presentes:  
 
 
Charles Moyer, Secretario  




LA CORTE,  
 
integrada en la forma antes mencionada,  
 
emite la siguiente opinión consultiva:  
 
 
1.  El Gobierno de la República Oriental del Uruguay ( en adelante " el Gobierno 
" ), mediante comunicación del 17 de setiembre de 1986, sometió a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ( en adelante " la Corte " ) una solicitud de 
opinión consultiva sobre el alcance de la prohibición de suspender las garantías 
judiciales indispensables para la protección de los derechos mencionados en el 
artículo 27.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos ( en adelante " 
la Convención " o " la Convención Americana " ).  
 
2.  El Gobierno solicitó a la Corte " que se interprete el alcance de la 
prohibición, contenida en la Convención, de suspender " las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos ". Como incluso " en caso de 
guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o 
seguridad del Estado Parte " ( art. 27.1 ) no es posible suspender las garantías 
judiciales indispensables para la protección de los derechos, el Gobierno del 
Uruguay desea, en especial, que la Corte dé su opinión en cuanto: a ) la 
determinación de cuáles son " esas garantías judiciales indispensables ", y b ) la 
relación del artículo 27.2, en lo pertinente, con los artículos 25 y 8 de la Convención 
Americana ".  
 
3.  Por nota de fecha 29 de octubre de 1986, en cumplimiento de lo dispuesto 
por el artículo 52 del Reglamento de la Corte ( en adelante " el Reglamento " ), la 
Secretaría solicitó observaciones escritas sobre el tema objeto de la presente 
consulta a todos los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos ( en adelante " la OEA "), así como, por medio del Secretario General 
de ésta, a todos los órganos a que se refiere el Capítulo X de la Carta de la OEA.  
 
4.  Mediante télex de fecha 1 de abril de 1987, el Presidente solicitó al Gobierno 
comunicar a la Corte las consideraciones adicionales y motivaciones que tuvo en 
cuenta para solicitar la opinión consultiva, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 49.2.a ) del Reglamento. El Gobierno puso en conocimiento de la Corte 
esas consideraciones y motivaciones por medio de un télex fechado el 24 de abril 
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Bajo circunstancias de normalidad institucional en sistemas 
democráticos de derecho donde se respetan y regulan los derechos 
humanos, la protección judicial acordada a través de la normativa 
interna recibe generalmente su consagración en la praxis de su 
ejercicio.  
 
No ocurre lo propio, en aquellos sistemas o situaciones donde la 
conculcación de los derechos fundamentales alcanza no sólo su 
substancia sino también las garantías judiciales que, junto a ellos, 
existen y se han desarrollado.  
 
La historia política de América Latina demuestra, como lo han 
reconocido la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en su opinión consultiva OC-8 de 30 de enero de 1987, que 
es durante estados de excepción o de emergencia en que el no 
funcionamiento de estas garantías judiciales es más grave para la 
intangibilidad de los derechos que no pueden suspenderse, ni aún en 
tales situaciones. 
 
5.  También en esa misma fecha el Gobierno designó al Doctor Didier Opertti, 
Director de la Consultoría Jurídica Diplomática de la Cancillería, como su Agente.  
 
6.  El Presidente de la Corte dispuso que las observaciones escritas y los 
documentos relevantes fueran presentados en la Secretaría antes del 26 de enero 
de 1987. Posteriormente este plazo fue extendido hasta el día 8 de junio de 1987.  
 
7.  La comunicación de la Secretaría fue respondida por los gobiernos de Bolivia 
y Panamá.  
 
8.  "The International Human Rights Law Group ", " The International 
Commission of Jurists ", el " Lawyers Committee for Human Rights " y " Amnesty 
International ", organizaciones no gubernamentales, ofrecieron sus puntos de vista 
como amicus curiae.  
 
9.  La Corte convocó a una audiencia pública para el jueves 18 de junio de 
1987, con el objeto de escuchar las opiniones de los Estados Miembros y de los 
órganos de la OEA sobre la solicitud de opinión consultiva, audiencia que fue 
suspendida a pedido del Gobierno mediante télex de fecha 12 de junio de 1987.  
 
10.  Por télex del 22 de setiembre de 1987, el Gobierno hizo, con referencia a la 
suspensión de la audiencia pública prevista para el día 18 de junio de 1987 y al 
télex del Presidente de la Corte, de fecha 16 de junio de 1987, las siguientes 
precisiones:  
 
1.  En cuanto al alcance de la consulta efectuada por el Gobierno 
uruguayo el mismo refiere, estrictamente, a la interpretación de la 
expresión " garantías judiciales indispensables ", que emplea el 
artículo 27, ordinal 2, de la Convención Americana sobre Derechos 
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2.  La determinación de tal alcance en el ámbito del derecho 
internacional y en particular de la propia Convención Americana, es a 
juicio del Gobierno uruguayo, sin perjuicio del que corresponde al 
propio orden jurídico constitucional del Estado consultante y a la 
calidad de Estado democrático de derecho de éste. 
 
11.  El télex citado no modifica los términos de la consulta tal como fueron 
originariamente planteados, puesto que el párrafo 1 constituye la reiteración de las 
preguntas formuladas y el párrafo 2 se limita a dejar a salvo un criterio del 










12.  La audiencia pública convocada para el 18 de junio de 1987 fue suspendida 
a solicitud del Gobierno. Como el mismo Gobierno ya hizo llegar por télex las 
precisiones que ha juzgado necesario poner en conocimiento de la Corte, ésta 
estima que no tiene objeto convocar una nueva audiencia y que debe pasar, sin 










13.  Esta consulta ha sido sometida a la Corte por el Gobierno, de acuerdo con la 
potestad que le otorga el artículo 64.1 de la Convención. El Uruquay es un Estado 
Miembro de la OEA y, por tanto, tiene el derecho de solicitar a la Corte opiniones 
consultivas.  
 
14.  La segunda pregunta del Gobierno está específicamente referida a la 
interpretación de normas de la Convención, como es la relación entre los artículos 
27.2 y 25 y 8 de la misma. Por tanto, la solicitud se encuadra en la materia que 
puede ser objeto de un pedido de opinión consultiva, es decir, " la interpretación de 
esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos 
humanos en los Estados Americanos " ( art. 64.1 ).  
 
15.  La Corte estima, en consecuencia, que la solicitud cumple las exigencias 







16.  Los términos en que está formulada la consulta y las consideraciones que, 
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es una cuestión jurídica que no estaría referida, específica y concretamente, a 
ningún contexto particular. La Corte reconoce que circunstancias de esa naturaleza 
pudieran, en ciertos casos, conducirla a hacer uso de sus facultades permisivas, 
implícitas en su competencia consultiva, para abstenerse de responder una consulta 
formulada en tales términos (" Otros tratados " objeto de la función 
consultiva de la Corte (Art. 64 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos ), Opinión Consultiva OC-1/82 del 24 de setiembre de 1982. Serie A No. 
1, párr. 30 y El hábeas corpus bajo suspensión de garantías (arts. 27.2, 25.1 
y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos ), Opinión Consultiva 
OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8, párr. 10 ). En efecto, la 
competencia consultiva de la Corte constituye, como ella misma lo ha dicho, " un 
método judicial alterno " ( Restricciones a la pena de muerte ( arts. 4.2 y 4.4 
Convención Americana sobre Derechos Humanos ), Opinión Consultiva OC-
3/83 del 8 de setiembre de 1983. Serie A No. 3, párr. 43 ) para la protección de los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos, lo que indica que esa 
competencia no debe, en principio, ejercitarse mediante especulaciones puramente 
académicas, sin una previsible aplicación a situaciones concretas que justifiquen el 
interés de que se emita una opinión consultiva.  
 
17.  Sin embargo, el tema planteado en la consulta formulada por el Gobierno se 
vincula con una situación jurídica, histórica y política precisa, ya que el problema de 
los estados de excepción o de emergencia, de los derechos humanos en esas 
situaciones y de las garantías judiciales indispensables en tales momentos, es un 
asunto crítico en la materia de los derechos humanos en América. En esa 
perspectiva, la Corte entiende que su respuesta a la consulta planteada, puede 
prestar una utilidad concreta dentro de una realidad en la cual los principios que 
informan el sistema han sido a menudo objeto de cuestionamiento. Por ello no 
encuentra razón, en este caso, para abstenerse de absolver la consulta. Por 






FONDO DEL ASUNTO 
 
 
18.  La solicitud del Gobierno se refiere al artículo 27 de la Convención que dice:  
 
Artículo 27. Suspensión de Garantías  
 
1.  En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia 
que amenace la independencia o seguridad del Estado Parte, éste 
podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo 
estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan 
las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre 
que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás 
obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen 
discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión u origen social.  
 
2.  La disposición precedente no autoriza la suspensión de los 
derechos determinados en los siguientes artículos: 3 ( Derecho al 
Reconocimiento de la Personalidad Jurídica ); 4 ( Derecho a la Vida ); 
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Esclavitud y Servidumbre ); 9 (Principio de Legalidad y de 
Retroactividad ); 12 ( Libertad de Conciencia y de Religión ); 17 ( 
Protección a la Familia ); 18 ( Derecho al Nombre ); 19 (Derechos del 
Niño ); 20 ( Derecho a la Nacionalidad ), y 23 ( Derechos Políticos ), 
ni de las garantías judiciales indispensables para la protección de 
tales derechos.  
 
3.  Todo Estado Parte que haga uso del derecho de suspensión 
deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en la 
presente Convención, por conducto del Secretario General de la 
Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya 
aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la 
suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal 
suspensión. 
 
19.  Dice el Gobierno:  
 
3. El Gobierno del Uruguay demanda que se interprete el alcance de 
la prohibición, contenida en la Convención, de suspender " las 
garantías judiciales indispensables para la protección de tales 
derechos ".  
 
Como incluso " en caso de guerra, de peligro público o de otra 
emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado 
Parte " ( art. 27.1 ) no es posible suspender " las garantías judiciales 
indispensables para la protección de los derechos ", el Gobierno del 
Uruguay desea, en especial, que la Corte dé su opinión en cuanto: a ) 
la determinación de cuáles son "esas garantías judiciales 
indispensables ", y b ) la relación del art. 27.2, en lo pertinente, con 
los arts. 25 y 8 de la Convención Americana. 
 
20.  La Corte examinará en primer lugar qué son, de conformidad con la 
Convención, "las garantías judiciales indispensables " a las que alude el artículo 
27.2 de la misma. A este respecto, en anterior ocasión, la Corte ha definido, en 
términos generales, que por tales garantías deben entenderse " aquellos 
procedimientos judiciales que ordinariamente son idóneos para garantizar la 
plenitud del ejercicio de los derechos y libertades a que se refiere dicho artículo ( 
27.2 ) y cuya supresión o limitación pondría en peligro esa plenitud " ( El hábeas 
corpus bajo suspensión de garantías, supra 16, párr. 29 ). Asimismo ha 
subrayado que el carácter judicial de tales medios " implica la intervención de un 
órgano judicial independiente e imparcial, apto para determinar la legalidad de las 
actuaciones que se cumplan dentro del estado de excepción " ( Ibid., párr. 30 ).  
 
21.  Del artículo 27.1, además, se deriva la necesidad genérica de que en todo 
estado de excepción subsistan medios idóneos para el control de las disposiciones 
que se dicten, a fin de que ellas se adecúen razonablemente a las necesidades de la 
situación y no excedan de los límites estrictos impuestos por la Convención o 
derivados de ella.  
 
22.  La Convención proporciona otros elementos de juicio para precisar las 
características fundamentales que deben tener las garantías judiciales. El punto de 
partida del análisis debe ser la obligación que está a cargo de todo Estado Parte en 
la Convención de " respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y (de) 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción 
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prescrito en el artículo 25.1, " a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley 
o la presente Convención ".  
 
23.  Como ya lo ha señalado la Corte, el artículo 25.1 de la Convención es una 
disposición de carácter general que recoge la institución procesal del amparo, como 
procedimiento sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de los derechos 
fundamentales ( El habeas corpus bajo suspensión de garantías, supra 16, 
párr. 32 ). Establece este artículo, igualmente, en términos amplios, la obligación a 
cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, 
un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
Dispone, además, que la garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto de los 
derechos contenidos en la Convención, sino también de aquéllos que estén 
reconocidos por la Constitución o por la ley. De donde se concluye, a fortiori, que 
el régimen de protección judicial dispuesto por el artículo 25 de la Convención es 
aplicable a los derechos no susceptibles de suspensión en estado de emergencia. 
 
24.  El artículo 25.1 incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional 
de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios 
procesales destinados a garantizar tales derechos. Como ya la Corte ha señalado, 
según la Convención  
 
los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales 
efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos ( art. 
25 ), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las 
reglas del debido proceso legal ( art. 8.1 ), todo ello dentro de la 
obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el 
libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención 
a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción ( Casos 
Velásquez Rodríguez, Fairén Garbi y Solís Corrales y Godínez 
Cruz, Excepciones Preliminares, Sentencias del 26 de junio de 
1987, párrs. 90, 90 y 92, respectivamente ). 
 
Según este principio, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a 
los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la 
misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese 
sentido debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté 
previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que 
se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una 
violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No 
pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales 
del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten 
ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado 
demostrada por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de la independencia 
necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar 
sus decisiones; por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación 
de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo injustificado en la decisión; 
o, por cualquier causa, no se permita al presunto lesionado el acceso al recurso 
judicial.  
 
25.  Las conclusiones precedentes son válidas, en general, respecto de todos los 
derechos reconocidos por la Convención, en situación de normalidad. Pero, 
igualmente, debe entenderse que en la implantación del estado de emergencia - 
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derecho interno- no puede comportar la supresión o la pérdida de efectividad de las 
garantías judiciales que los Estados Partes están obligados a establecer, según la 
misma Convención, para la protección de los derechos no susceptibles de 
suspensión o de los no suspendidos en virtud del estado de emergencia.  
 
26.  Por consiguiente, es violatoria de la Convención toda disposición adoptada 
por virtud del estado de emergencia, que redunde en la supresión de esas 
garantías.  
 
27.  El artículo 8 de la Convención en su párrafo 1 señala que:  
 
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 
la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
 
Este artículo, cuya interpretación ha sido solicitada expresamente, es denominado 
por la Convención " Garantías Judiciales ", lo cual puede inducir a confusión porque 
en ella no se consagra un medio de esa naturaleza en sentido estricto. En efecto, el 
artículo 8 no contiene un recurso judicial propiamente dicho, sino el conjunto de 
requisitos que deben observarse en las instancias procesales para que pueda 
hablarse de verdaderas y propias garantías judiciales según la Convención.  
 
28.  Este artículo 8 reconoce el llamado "debido proceso legal", que abarca las 
condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos 
cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial. Esta conclusión se 
confirma con el sentido que el artículo 46.2.a ) da a esa misma expresión, al 
establecer que el deber de interponer y agotar los recursos de jurisdicción interna, 
no es aplicable cuando  
 
no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el 
debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que 
se alega han sido violados.  
 
29.  El concepto de debido proceso legal recogido por el artículo 8 de la 
Convención debe entenderse como aplicable, en lo esencial, a todas las garantías 
judiciales referidas en la Convención Americana, aun bajo el régimen de suspensión 
regulado por el artículo 27 de la misma.  
 
30.  Relacionado el artículo 8 con los artículos 7.6, 25 y 27.2 de la Convención, 
se concluye que los principios del debido proceso legal no pueden suspenderse con 
motivo de las situaciones de excepción en cuanto constituyen condiciones 
necesarias para que los instrumentos procesales, regulados por la Convención, 
puedan considerarse como garantías judiciales. Esta conclusión es aún más 
evidente respecto del hábeas corpus y del amparo, a los que la Corte se referirá en 
seguida y que tienen el carácter de indispensables para tutelar los derechos 
humanos que no pueden ser objeto de suspensión.  
 
31.  El artículo 7 ( Derecho a la Libertad Personal ) en su inciso 6 reconoce y 
regula el recurso de hábeas corpus. La Corte ha examinado detenidamente en otra 
opinión la cuestión del hábeas corpus como garantía no susceptible de suspensión. 
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(E)s esencial la función que cumple el hábeas corpus como medio 
para controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, para 
impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de 
detención, así como para protegerla contra la tortura u otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes ( El hábeas corpus bajo 
suspensión de garantías, supra 16, párr. 35 ). 
 
32.  En cuanto al amparo, contenido en el artículo 25.1 de la Convención, la 
Corte expresó en la mencionada opinión consultiva:  
 
El texto citado ( art. 25.1 ) es una disposición de carácter general 
que recoge la institución procesal del amparo, entendido como el 
procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela 
de todos los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de 
los Estados Partes y por la Convención. Puesto que todos los 
derechos son susceptibles de amparo, lo son también los que están 
señalados de manera expresa por el artículo 27.2 como no 
susceptibles de suspensión en situaciones de emergencia ( Ibid., 
párr. 32 ). 
 
33.  Refiriéndose a estas dos garantías judiciales indispensables para la 
protección de los derechos no susceptibles de suspensión, la Corte concluyó que  
 
los procedimientos de hábeas corpus y de amparo son de aquellas 
garantías judiciales indispensables para la protección de varios 
derechos cuya suspensión está vedada por el artículo 27.2 y sirven, 
además, para preservar la legalidad en una sociedad democrática ( 
Ibid., párr. 42 ). 
 
34.  La Corte agrega que, además de lo expresado, existen otras garantías que 
resultan del artículo 29.c ) de la Convención que dice:  
 
Artículo 29. Normas de Interpretación  
 
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser 




c ) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser 







35.  La Corte ya se ha referido al Estado de Derecho, a la democracia 
representativa y al régimen de libertad personal y ha puntualizado cómo son 
consustanciales con el Sistema Interamericano y en particular con el régimen de 
protección de los derechos humanos contenido en la Convención ( véase La 
colegiación obligatoria de periodistas ( arts. 13 y 29 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos ), Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 
1985. Serie A No. 5, párr. 66; La expresión " leyes " en el artículo 30 de la 
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del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6, párrs. 30 y 34 y El hábeas corpus bajo 
suspensión de garantías, supra 16, párr. 20 ). En esta oportunidad considera 
pertinente reiterar lo que sigue:  
 
En una sociedad democrática los derechos y libertades inherentes a 
la persona, sus garantías y el Estado de Derecho constituyen una 
tríada, cada uno de cuyos componentes se define, completa y 
adquiere sentido en función de los otros ( El hábeas corpus bajo 
suspensión de garantías, supra 16, párr. 26 ).  
 
Estando suspendidas las garantías, algunos de los límites legales de 
la actuación del poder público pueden ser distintos de los vigentes en 
condiciones normales, pero no deben considerarse inexistentes ni 
cabe, en consecuencia, entender que el gobierno esté investido de 
poderes absolutos más allá de las condiciones en que tal legalidad 
excepcional está autorizada. Como ya lo ha señalado la Corte en otra 
oportunidad, el principio de legalidad, las instituciones democráticas 
y el Estado de Derecho son inseparables ( Ibid., párr. 24; véase 
además La expresión " leyes ", supra, párr. 32 ). 
 
36.  También dijo la Corte que la suspensión de garantías no debe exceder la 
medida de lo estrictamente necesario y que resulta  
 
ilegal toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos 
límites que deben estar precisamente señalados en las disposiciones 
que decretan el estado de excepción... ( El hábeas corpus bajo 
suspensión de garantías, supra 16, párr. 38 ).  
 
(T)ampoco pueden apartarse de esos principios generales las 
medidas concretas que afecten los derechos o libertades 
suspendidos, como ocurriría si tales medidas violaran la legalidad 
excepcional de la emergencia, si se prolongaran más allá de sus 
límites temporales, si fueran manifiestamente irracionales, 
innecesarias o desproporcionadas, o si para adoptarlas se hubiere 
incurrido en desviación o abuso de poder ( Ibid., párr. 39 ). 
 
37.  Así entendidas, las "garantías... que se derivan de la forma democrática de 
gobierno", a que se refiere el artículo 29.c ), no implican solamente una 
determinada organización política contra la cual es ilegítimo atentar ( Ibid., párr. 
20 ), sino la necesidad de que ella esté amparada por las garantías judiciales que 
resulten indispensables para el control de legalidad de las medidas tomadas en 
situación de emergencia, de manera que se preserve el Estado de Derecho ( Ibid., 




38.  La Corte concluye que las garantías judiciales indispensables para la 
protección de los derechos humanos no susceptibles de suspensión, según lo 
dispuesto en el artículo 27.2 de la Convención, son aquéllas a las que ésta se 
refiere expresamente en los artículos 7.6 y 25.1, consideradas dentro del marco y 
según los principios del artículo 8, y también las inherentes a la preservación del 
Estado de Derecho, aun bajo la legalidad excepcional que resulta de la suspensión 
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39.  Naturalmente, cuando en un estado de emergencia el Gobierno no haya 
suspendido algunos derechos y libertades de aquéllos susceptibles de suspensión, 
deberán conservarse las garantías judiciales indispensables para la efectividad de 
tales derechos y libertades.  
 
40.  Debe reconocerse que no es posible ni sería aconsejable que la Corte, en la 
presente opinión consultiva, trate de dar una enumeración exhaustiva de todas las 
posibles "garantías judiciales indispensables " que no pueden ser suspendidas de 
conformidad con el artículo 27.2, que dependerá en cada caso de un análisis del 
ordenamiento jurídico y la práctica de cada Estado Parte, de cuáles son los 
derechos involucrados y de los hechos concretos que motiven la indagación. Desde 
luego y por las mismas razones, la Corte tampoco ha considerado en esta opinión 
las implicaciones de otros instrumentos internacionales ( art. 27.1 ) que pudieren 
ser aplicables en casos concretos.  
 
41.  En consecuencia  
 
 
LA CORTE,  
 
ES DE OPINIÓN,  
 
 
por unanimidad  
 
1.  Que deben considerarse como garantías judiciales indispensables no 
susceptibles de suspensión, según lo establecido en el artículo 27.2 de la 
Convención, el hábeas corpus (art. 7.6 ), el amparo, o cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes ( art. 25.1 ), destinado a 
garantizar el respeto a los derechos y libertades cuya suspensión no está 
autorizada por la misma Convención.  
 
por unanimidad  
 
2.  También deben considerarse como garantías judiciales indispensables que 
no pueden suspenderse, aquellos procedimientos judiciales, inherentes a la forma 
democrática representativa de gobierno ( art. 29.c ) ), previstos en el derecho 
interno de los Estados Partes como idóneos para garantizar la plenitud del ejercicio 
de los derechos a que se refiere el artículo 27.2 de la Convención y cuya supresión 
o limitación comporte la indefensión de tales derechos.  
 
por unanimidad  
 
3.  Que las mencionadas garantías judiciales deben ejercitarse dentro del marco 




Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en la sede de la 
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El Juez Jorge R. Hernández Alcerro participó en la discusión y votación preliminar 
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CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS  
"PACTO DE SAN JOSE DE COSTA RICA" 
  
(Adoptado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, en la 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos) 
  
ENTRADA EN VIGOR:     18 de julio de 1978, conforme al Artículo 74.2 de la Convención. 
DEPOSITARIO:              Secretaría General OEA (Instrumento original y ratificaciones). 
TEXTO:                      Serie sobre tratados, OEA, Nº 36. 















DEL ART. 45 
Antigua y Barbuda /  / /  / /  / /  / - 
Argentina 02/02/84 08/14/84 09/05/84 RA 09/05/84 09/08/84 
Bahamas /  / /  / /  / /  / /  / 
Barbados 06/20/78 11/05/81 11/27/82 RA 06/04/00 /  / 
Belice /  / /  / /  / /  / /  / 
Bolivia /  / 06/20/79 07/19/79 AD 07/27/93 /  / 
Brasil /  / 07/09/92 09/25/92 AD 12/10/98 /  / 
Canadá /  / /  / /  / /  / /  / 
Chile 11/22/69 08/10/90 08/21/90 RA 08/21/90 08/21/90 
Colombia 11/22/69 05/28/73 07/31/73 RA 06/21/85 06/21/85 
Costa Rica 11/22/69 03/02/70 04/08/70 RA 07/02/80 07/02/80 
Dominica /  / 06/03/93 06/11/93 RA /  / /  / 
Ecuador 11/22/69 12/08/77 12/28/77 RA 07/24/84 08/13/84 
El Salvador 11/22/69 06/20/78 06/23/78 RA 06/06/95 /  / 
Estados Unidos 06/01/77 /  / /  / /  / /  / 
Grenada 07/14/78 07/14/78 07/18/78 RA /  / /  / 
Guatemala 11/22/69 04/27/78 05/25/78 RA 03/09/87 /  / 
Guyana /  / /  / /  / /  / /  / 
Haití /  / 09/14/77 09/27/77 AD 03/20/98 /  / 
Honduras 11/22/69 09/05/77 09/08/77 RA 09/09/81 /  / 
Jamaica 09/16/77 07/19/78 08/07/78 RA /  / 08/07/78 
México - 03/02/81 03/24/81 AD 12/16/98 /  / 
Nicaragua 11/22/69 09/25/79 09/25/79 RA 02/12/91 02/06/06 
Panamá 11/22/69 05/08/78 06/22/78 RA 05/09/90 /  / 
Paraguay 11/22/69 08/18/89 08/24/89 RA 03/11/93 /  / 
Perú 07/27/77 07/12/78 07/28/78 RA 01/21/81 01/21/81 
República Dominicana 09/07/77 01/21/78 04/19/78 RA 03/25/99 /  / 
San Kitts y Nevis /  / /  / /  / /  / /  / 
Santa Lucia /  / /  / /  / /  / /  / 
San Vicente y las 
Granadinas /  / /  / /  / /  / /  / 
Suriname /  / 11/12/87 11/12/87 AD 11/12/87 /  / 
Trinidad y Tobago /  / 04/03/91 05/28/91 AD 05/28/91 /  / 
Uruguay 11/22/69 03/26/85 04/19/85 RA 04/19/85 04/19/85 
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I. PERSONA, GRUPO DE PERSONAS U ORGANIZACIÓN QUE PRESENTAN LA PETICIÓN 
Nombre: ............................................................................................... 
(en caso de tratarse de una entidad no gubernamental, incluir el nombre de su representante 





(NOTA: La Comisión no podrá tramitar su denuncia si no contiene una dirección postal) 
Teléfono: .............................................................................................. 
Fax: ..................................................................................................... 
Correo Electrónico: …………………………………………………………………….. 
¿Desea usted que la CIDH mantenga su identidad como peticionario en reserva durante el 
procedimiento? 
Sí…….No.............................................................................................. 
II. NOMBRE DE LA PERSONA O PERSONAS AFECTADAS POR LAS VIOLACIONES DE DERECHOS 
HUMANOS 
Nombre: ............................................................................................... 






Correo electrónico: ................................................................................. 
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III. ESTADO MIEMBRO DE LA OEA CONTRA EL CUAL SE PRESENTA LA DENUNCIA 
........................................................................................................... 
IV. HECHOS DENUNCIADOS 
Relate los hechos de manera completa y detallada. Especifique el lugar y la fecha en que 









Indique los documentos que puedan probar las violaciones denunciadas (por ejemplo, 
expedientes judiciales, informes forenses, fotografías, filmaciones, etc.). Si los documentos 
están en su poder, por favor adjunte una copia. NO ADJUNTE ORIGINALES (No es necesario 






Identifique a los testigos de las violaciones denunciadas. Si esas personas han declarado ante 
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si es posible remitirlo en el futuro. Indique si es necesario que la identidad de los testigos sea 












V. DERECHOS HUMANOS VIOLADOS (En caso de ser posible, especifique las normas de la 




VI. RECURSOS JUDICIALES DESTINADOS A REPARAR LAS CONSECUENCIAS DE LOS HECHOS 
DENUNCIADOS 
Detalle las gestiones realizadas por la víctima o el peticionario ante los jueces, los tribunales u 
otras autoridades. Señale si no le ha sido posible iniciar o agotar este tipo de gestiones debido 
a que (1) no existe en la legislación interna del Estado el debido proceso legal para la 
protección del derecho violado; (2) no se le ha permitido el acceso a los recursos de la 
jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; (3) hay retardo injustificado en la 
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Señale si hubo una investigación judicial y cuándo comenzó. Si ha finalizado, indique cuándo y 







En caso de que los recursos judiciales hayan finalizado, señale la fecha en la cual la víctima fue 




VII. INDIQUE SI HAY ALGÚN PELIGRO PARA LA VIDA, LA INTEGRIDAD O LA SALUD DE LA 





VIII. INDIQUE SI EL RECLAMO CONTENIDO EN SU PETICIÓN HA SIDO PRESENTADO ANTE EL 
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aplicación de las Garantías Judiciales y  Protección Judicial de la Convención Americana de 
Derechos Humanos 
_____________________________________________________________________________ 
 
FIRMA 
........................................................................................................... 
FECHA 
........................................................................................................... 
 
 
 
